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			Introducción




			Felipe de Alba Murrieta

			Lourdes Amaya Ventura 




			La modernidad enfrenta una serie de crisis cuya complejidad se debe, en parte, a una búsqueda constante de dominio y control por el acceso a los recursos (materiales e inmateriales), a una vertiginosa ordenación de la vida social bajo parámetros del mercado, a la acentuación de tráficos que desbordan todo cuadro normativo vigente, entre otros factores. El mundo vive una reestructuración de los Estados-Nación en todos sus planos, que se observa en las pequeñas y en las grandes ciudades donde emergen una variedad inusitada de formas de acción política, que alteran la vida social y política tal como las conocíamos hasta hace algunas décadas. 

			Esta complejidad puede identificarse en la multiplicidad de interrelaciones a partir de las cuales convergen actores (individuales o colectivos) que crean prácticas novedosas de ciudadanía: dichas convergencias se originan frecuentemente por situaciones de interdependencia que vinculan a los actores, que motivan su involucramiento y que estimulan su creatividad. Por lo que este libro sustenta la idea de que el medio ambiente, los usos de los recursos naturales y los servicios urbanos vinculados (agua, electricidad, drenaje y otros) están al centro de un debate sobre el cómo se reorganiza hoy el Estado y la sociedad contemporáneos, ya que en el uso y la gestión de los mismos se vuelve patente la necesidad de colaboración de los ciudadanos para alcanzar las metas establecidas por el Estado.

			El objetivo que se plantea es analizar las problemáticas derivadas de la disponibilidad y la administración del agua, de los acuerdos y desacuerdos entre actores de diferentes clases sociales, la cooperación interinstitucional, intersectorial o trasnacional y las formas de gobernabilidad del agua. Lo anterior, con la finalidad de contribuir a un debate sobre las prácticas ciudadanas emergentes: sobre los cambios en los roles del Estado contemporáneo relacionados con conflictos por los recursos hídricos y sobre las múltiples manifestaciones sociales y políticas que emergen en consecuencia. 

			Con una mirada interdisciplinaria, tratamos de construir la noción de prácticas de ciudadanía porque creemos que estas prácticas contribuyen a la gestación de acción política alternativa cuando la intervención del Estado es insuficiente en los problemas relacionados con los usos del agua. Pero ¿qué significa la noción de ciudadanías del agua o de prácticas de ciudadanía? ¿Por qué establecemos esta oposición no excluyente entre ciudadanías del agua y Estado? Para responder lo anterior, necesitamos distinguimr cuatro tipos de territorio en los que esta idea de ciudadanías del agua puede concretarse:




			a) Territorios hídricos carentes de una organización política tradicional (gobierno eficiente, presencia de partidos políticos o sindicatos) por lo que la participación social o la gestión del conflicto es marginal o supraterritorial. 

			b) Territorios cuestionados donde existe una gestión hídrica controvertida (ineficiente o incapaz, sin cobertura), lo que provoca movilizaciones o inercias políticas focalizadas en la satisfacción coyuntural de la demanda. 

			c) Territorios particulares con formas de organización social que intentan, en coyunturas especificas, remplazar a la autoridad, o que no optan necesariamente por la confrontación con el gobierno, porque buscan soluciones particulares, individuales o colectivas, al problema hídrico.

			d) Comunidades hídricas imaginadas constituídas territorialmente a partir de coyunturas de crisis, pero que optan por dar mayor importancia a una acción política o a una acción discursiva, fundadas en el equilibrio con el entorno natural.

			


Ahora podemos definir la noción de ciudadanías del agua o prácticas de ciudadanía, que se encuentra en el centro de los propósitos de este libro, con cuatro reflexiones básicas.

			En primer lugar, estas nociones permiten destacar las formas de organización, manifestación, interrelación de las ciudadanías y verlas como una categoría no separada, pero tampoco sólo funcional, de la acción política del Estado. De esta manera, para acotar la idea de una ciudadanía referida exclusivamente a derechos,1 las ciudadanías del agua se definen aquí como: la acción en la multiplicidad social con diversos objetivos, para administrar, distribuir, defender o, al final, demandar el recurso.

			En segundo lugar, el análisis de esta noción de ciudadanía o de sus prácticas contiene un carácter multiescala; lo que implica analizar sistemas, jurisdicciones, competencias (internacionales, federales, estatales, municipales) o territorios con legitimidades y niveles diferentes de operación (comunitario o individual, público o privado, entre otros), pero que coexisten en la realidad. Esta coexistencia no excluyente brinda una complejidad analítica que nos obliga a considerar el carácter normativo, que subraya la noción de orden, de las escalas de operación y sus intersubjetividades inherentes, que subraya la noción de percepción. 

			En este sentido, al analizar los conflictos del agua como motor de ciudadanía, los conflictos aparecen como un ensamblaje de temporalidades y legitimidades opuestas, a veces complementarias: nos permite recuperar la demanda social y no sólo el consumo del recurso; o las variantes del conflicto, y no sólo la cooperación hídrica o el manejo informal del recurso, y no sólo la perfomance de los sistemas o instituciones. Este tratamiento de las problemáticas hídricas forma parte del debate mencionado antes sobre la reorganización del Estado y la sociedad contemporánea, al que se pretende contribuir en este libro. 

			En tercer lugar, la noción de ciudadanías del agua se define aquí en relación con el análisis en el que resaltamos los momentos prácticos del conflicto hídrico, cuando las movilizaciones significan actos que favorecen la acción política. Es decir, acciones que generan acuerdo o desavenencias; acciones que coadyuvan o reemplazan, pero que administran los procesos, o que alteran los sistemas de operación legítima; acciones que desarrollan opiniones que aceptan, rechazan o modifican el pensamiento normativo imperante o tradicional; o acciones que hacen que los individuos o colectividades funcionen independientemente de las reglas y percepciones, y que, en consecuencia, permiten a los actores interrelacionarse en una coyuntura específica. Específicamente, estos momentos prácticos se refieren a aquellos momentos cuando el recursos hídrico se gobierna o es gobernado, o cuando se toman las decisiones y se enfrentan las resistencias, o cuando se legitima, por acción u omisión, o cuando una problemática se percibe como normalidad, como la “naturaleza de las cosas” hídricas. 

			En cuarto lugar, la noción de ciudadanía del agua se refiere a algunas prácticas de carácter informal; es decir, claramente no gubernamentales, que funcionan en los hechos al cubrir los servicios que el Estado no alcanza a cubrir; o cuando existen prácticas que desarrollan algunos actores para atender los conflictos no resueltos por las instituciones tradicionales del Estado; por ejemplo, cuando grupos de ciudadanos crean sus propias estrategias para hacer frente a los problemas derivados de una crisis hídrica. En este sentido, se crean instituciones informales como una “segunda mejor opción”, para satisfacer espacios vacíos, o para generar alternativas de uso que, en ciertos casos, devienen en alternativas de acción política.




			Al reunir estos textos pretendemos contribuir a un debate sobre las múltiples aristas del problema hídrico en la gestación de prácticas de ciudadanía y su relación formal o informal con el Estado contemporáneo. Así, en este libro se hace énfasis en el cómo los ciudadanos se involucran en el proceso para ejercer el poder a través del uso de los recursos hídricos y cómo asumen la suficiente agencia para deslegitimar esos usos, su distribución, manejo o control. Antes de referirnos al contenido específico de los textos que componen este volumen, resulta indispensable plantear la mirada en algunas delimitaciones sobre los alcances de este libro. 

			Anteriormente, los estudios sociales sobre el conflicto hídrico eran construidos en función de dos grandes figuras analíticas: a) la figura del Estado, como la única entidad legítima, organizadora y estructuradora de las relaciones sociales, y b) la ciudadanía, como la depositaria de la capacidad de elección de representantes de poder, cuyo eje funcional estaba centrado, aunque no exclusivamente, en el voto. Los ciudadanos dentro de esta figura fungen entonces como los actores representantes y ejecutores de una voluntad colectiva institucionalizada y de individuos con derechos en relación con el Estado. Sin embargo, al analizar la ciudadanía y el Estado en los asuntos hídricos, el enfoque anterior resulta limitado porque no consideran otras formas de acción política, como podría ser, entre muchos otros casos, el empoderamiento (empowerment), las formas de organización y decisión comunitaria (étnicas, de género, de barrio), las interrelacciones de cuencas compartidas (disputas transfonterizas, conflictos por desechos en aguas internacionales, por mencionar algunos). Estas otras formas de acción política no necesariamente culminan en el voto, pero pueden culminar en el desarrollo de alternativas al poder del Estado. Esta perspectiva fundamenta “la idea de que todos los usuarios deben administrar juntos, de la mejor manera posible, sus recursos de agua”.2 Del mismo modo, esos nuevos enfoques sobre el medio ambiente han sido tratados recientemente en debates académicos, al discutirse el desarrollo sustentable de las sociedades, o en general, a partir de poner en cuestión la relación hombre-naturaleza, por ejemplo. 

			En suma, los temas ambientales en las ciencias sociales –y, en particular, los relacionadas con el problema hídrico– se han convertido en un parteaguas porque: a) exigen visiones interdisciplinarias y multidisciplinarias, algo que había sido una pretensión de los científicos sociales durante décadas; b) discuten sobre nuevas relaciones de poder y actores con roles diferentes, o sobre otras formas en la protesta política; c) reflexionan sobre la orientación de las políticas públicas como debate público e intervención de actores antes no consideradas en las cadenas de decisión; pero, sobre todo, d) analizan las prácticas emergentes que pueden hoy identificarse en las relaciones de poder entre el Estado y la sociedad a partir del medio ambiente y lo que aquí hemos llamado prácticas de ciudadanía. Después de plantear las delimitaciones, es entonces momento de referirnos a la organización de los textos contenidos en este volumen. 

			El libro está organizado en tres apartados que responden respectivamente a tres preguntas básicas y que, en consecuencia, organizan las temáticas de cada apartado: a) ¿cómo se construyen las ciudadanías del agua?; b) ¿cómo se construyen la cooperación y los acuerdos en relación con el agua? y; c) ¿cómo ha cambiado la gobernanza de los recursos hídricos?

			En el primer apartado se trata la idea que el territorio-nación está desbordado, lo que corresponde a síntomas de incapacidad, ineficiencia, abandono, características que contrastan con los imaginarios de la abundancia contra la carencia y que no funcionan como antaño. Es decir, el territorio ya no es un espacio continuo, centralizado, en dónde existe un gobierno y ciudadanos que funcionan con base en un orden preestablecido y sólo ocasionalmente protestan para alcanzar un reacomodo convenido. 

			Al contrario, en los conflictos por el agua están implicados actores que tienen diversos tipos de comportamientos y que no están sujetos exclusivamente al orden funcional de los aparatos de Estado (partidos, sindicatos) o de gobierno. Esto implica que se destaquen además de las relaciones de poder tradicionales (verticalidad de la relación Estado-sociedad, por ejemplo), otras relaciones que no operan por acuerdos institucionales o que sobreviven como inercias políticas o que, simplemente, se organizan fuera de la lógica estatal. 

			Al respecto, las nuevas tendencias de las ciencias sociales refieren análisis sobre territorios no autocontenidos lo que se ilustra en este libro al analizar el territorio metropolitano, por ejemplo, que rebasa la jurisdicción definida por el Estado-Nación (municipio, estado, región y país). 

			Este marco limitante, que antes se denominaba comúnmente divisiones político-administrativas han sido rotas por las metrópolis (aunque no únicamente por ellas), lo que nos refiere un ejercicio del poder no habitual. Es aquí donde encontramos que las políticas públicas –las hídricas, en particular-, necesitan repensarse debido a que, si el Estado es rebasado, los científicos sociales necesitan una forma nueva de concebir el acuerdo-desacuerdo, o necesitan definir el lugar del debate sobre la legalidad-legitimidad de dichas prácticas, que podrán pensarse ahora fuera de sus límites espaciales y jurídicos predeterminados. 

			Por ello, en el primer capítulo titulado “Informalidad en la hidropolítica: elementos para estudiar el caso de la delegación Iztapalapa, México”, elaborado por Felipe de Alba, Carlos Cruz y Óscar A. Castillo, se analizan las articulaciones posibles entre las nociones de informalidad e hidropolítica como una correlación tratada de maneras diversas en los trabajos relacionados con el estrés hídrico. De esa forma, utilizando la problemática hídrica de la delegación Iztapalapa en el Distrito Federal, vinculan la noción de informalidad con la emergencia de una serie de prácticas ciudadanas que, según los autores, adquieren nuevos roles entre los actores gubernamentales y no estatales. Se analizan prácticas informales de las instituciones, formas de intermediarismo para enfrentar el estrés hídrico en barrios periféricos o irregulares y formas de acción política separada de los canales políticos tradicionales. Este capítulo, al abordar la problemática ambiental en la metrópolis de México, se enfatiza sobre la insuficiencia crónica del Estado o de gobiernos con legitimidades frágiles. Los autores comparan territorios opuestos en función de la legitimidad electoral como la legitimidad política para su demostración; establecen una distinción entre ambas para sugerir que existen usos políticos del agua que modifican los comportamientos de los actores sociales y, particularmente, el Estado. 

			Posteriormente, en el texto “La construcción de ciudadanía y los conflictos por el agua”, Karina Beatriz Kloster analiza cómo en las últimas décadas en México las transformaciones en la gestión y las movilizaciones por el control del acceso al agua se relacionan con cambios estructurales. La autora sostiene que la liberalización del modelo económico, así como la mayor diversidad política y electoral que vive el país ocasionaron una mayor complejidad en la toma de decisiones. Por tanto, la autora demuestra la hipótesis de que México vive un cambio en las formas de gobernar el conflicto en torno a la gestión del agua.

			Estas transformaciones modificaron la relación Estado-sociedad, deconstruyendo y reconstruyendo prácticas de ciudadanía en un proceso permanente. Además, se analiza cómo el proceso señalado se transforma en relación con la construcción de ciudadanía. La autora realiza una caracterización de los conflictos a través de un seguimiento hemerográfico sistemático de tres periódicos con cobertura nacional: La Jornada, El Universal y Reforma, en cortes de los años 1990, 2000 y 2010. La autora se sirve de esta información para explicar cómo se han transformado las expresiones de conflicto en torno al agua, tanto en la magnitud, intensidad, como en la composición social y los motivos de las protestas.

			En el texto titulado “Representaciones sociales del territorio en el rescate de los ríos urbanos: la experiencia de la integración del Plan Maestro de Rescate del Río Magdalena, ciudad de México”, Itzkuauhtli Zamora Saenz y Arsenio González Reynoso discuten acerca de que el territorio es una realidad material que expresa y reproduce un conjunto de relaciones sociales en al menos tres formas: tensión, conflicto o cooperación. Para estos autores el territorio es un conjunto de relaciones de poder sedimentadas en el espacio. La materialidad de un territorio no es estática, sino fluida; es decir, se encuentra en proceso de transformación constante. Por ello, la estructura y la dinámica del territorio son pensadas e imaginadas por cada uno de los agentes sociales que habitan y actúan sobre ese territorio, y cada agente (individual o colectivo) construye su representación a partir de intereses y valores, así como de su relación con los demás actores. Con el fin de comprender las representaciones sociales del territorio, los autores analizan cómo un proceso de planeación participativa se enfrenta al desafío de entender e integrar las representaciones sociales de una pluralidad de actores. El estudio de caso que analizan se basó en el proceso de elaboración del Plan Maestro de Manejo Integral y Aprovechamiento Sustentable de la Cuenca del Río Magdalena, en el Distrito Federal. 

			Por su parte, María Concepción Martínez Omaña en el capítulo “Actores, prácticas y representaciones sociales del agua en la ciudad de México, siglo xx: apuntes sobre la configuración de ciudadanía” analiza las percepciones sobre el estrés hídrico de la ciudad de México (opiniones, creencias, ideas). A partir de su análisis, la autora destaca aquellas percepciones sobre el recurso hídrico que moldean la acción individual y colectiva. Asimismo, analiza cómo los actores sociales, considerados como demandantes del derecho al agua, pueden influir en la acción pública respecto a los servicios de agua potable. Ella sostiene que los sectores de la población que no están aglutinados en torno a una organización social no manifiestan demandas concretas en relación con la falta del recurso hídrico. La autora establece la relación entre las percepciones sociales y la ciudadanía social en torno al derecho al agua. Destaca la posición de la población beneficiada con el recurso frente a la problemática hídrica de la ciudad de México y de su zona metropolitana. Lo anterior lo demuestra a partir de testimonios de habitantes de diferentes barrios, pueblos y colonias de las delegaciones de Iztacalco, Xochimilco y Tlalpan. Al final, la autora pone énfasis en las prácticas, opiniones e ideologías en las cuales el agua es considerada tanto un recurso como un simple servicio.

			En la segunda sección se sostiene la idea de que en los análisis del medio ambiente se discute sobre variantes funcionales del Estado contemporáneo. Estos análisis comprenden el desarrollo de nuevas categorías para tratar el conflicto hídrico (confrontación o acuerdo) y de las formas interconectadas de organización institucional y política resultantes. Desde esta perspectiva, los capítulos que se incluyen en esta sección ejemplifican las nuevas modalidades que adopta la acción del Estado en el manejo del recurso hidráulico. Esos análisis subrayan las contribuciones teóricas de la ecología política en dos sentidos: por un lado, se afirma que las sociedades necesitan reorganizarse políticamente en función de los conflictos ambientales; así, la acción política, las políticas públicas, las esferas decisionales (gobiernos e instituciones formales) necesitan estar en constante movimiento y ajustarse a los cambios resultantes. Sin embargo, no es el medio ambiente la causa de los cambios, sino un contribuyente; no es tampoco un proceso definitivo, fijo, sino una constante. Por otro lado, se afirma que la relación hombre-naturaleza es progresivamente parte del debate político tanto en ambientes de alta urbanización como en los slums de las grandes ciudades, porque en ambos casos las consecuencias devastadoras tienen impacto en el equilibrio del planeta. Esta discusión en torno al debate político-ambiental permite también descubrir el lado creativo e imaginarios contenidos del desorden como un todo interrelacionado. 

			Así, en en el capítulo “De las políticas exteriores a las relaciones internacionales: entre conflictos y cooperación en cuencas compartidas entre México, Guatemala y Belice”, Edith F. Kauffer Michel aborda el asunto de las aguas compartidas analizando las políticas hídricas trasnacionales; un aspecto relativamente poco tratado, que permite observar otros aspectos de los conflictos hídricos. Se trata de un análisis de un ámbito de operación por excelencia de los Estados nacionales y su ubicación en las relaciones internacionales; en este caso, la autora destaca que en su análisis que el estudio realizado fue un campo propicio para analizar además las interacciones entre las poblaciones locales y comunidades epistémicas. También resalta que esta diferenciación teórica sirve para interpretar los procesos relacionados con la gestión de los recursos hídricos transfronterizos, los cuales son ubicados en seis cuencas que comparten estos tres países. El trabajo está fundado en entrevistas semiestructuradas e informales con más de 200 actores en los tres países (México, Guatemala y Belice), además de apoyarse en una revisión histórica de los diferentes tratados signados entre ellos. Igualmente, la autora desarrolló diversas estrategias de observación participante en la ejecución de políticas hídricas de la región, a través de la asistencia a reuniones, la organización de talleres, la elaboración de propuestas de gestión y las interacciones con funcionarios y organizaciones no gubernamentales. Entre las aportaciones de este trabajo al análisis del papel del Estado en el manejo del agua, destaca el señalamiento de las dificultades para establecer una agenda común entre los países que comparten la cuenca, debido a la relevancia creciente de la asociación entre agua y soberanía. En consecuencia, el texto nos muestra que la cooperación se vuelve un elemento clave para el manejo de las cuencas transfronterizas.

			En el siguiente texto “Agua, conflictos redistributivos y gobernabilidad: el caso de León, Guanajuato”, Daniel Tagle Zamora y Álex Ricardo Caldera Ortega analizan la crisis del agua a través de dos conflictos ecológicos distributivos por el agua: el acceso al agua potable o el tratamiento aguas residuales. Por un lado, los autores mencionan que la élite política y empresarial local, de León, Guanajuato, imponen al gobierno un modelo de gestión basado en la importación del recurso proveniente de otra región hidrológica, desde la zona del Zapotillo, Jalisco, y justifican la expulsión de minorías de sus territorios en favor del desarrollo económico y urbano. Por otro lado, los autores subrayan la tensión entre actores, productores y gestores locales, causada por el deseo de tener acceso al agua con fines productivos y por los efectos de las descargas de aguas residuales altamente contaminantes en algunas zonas sin una clara intervención pública. En general, los autores hacen énfasis en estas últimas, por tratarse de un foco de conflicto y por los efectos ambientales y de salud generados. Además, se debe destacar que los dos conflictos analizados son ubicados por los autores como conflictos del Estado contra los grupos; por lo que ilustran claramente las transformaciones en las relaciones del Estado con sectores ciudadanos. En general, los autores subrayan estos dos tipos de conflictos ecológico distributivos alrededor del uso y el manejo del agua. De esa manera, concentran su atención en las condiciones estructurales que impiden encontrar salidas a partir de los enfoques de la ecología política y la nueva cultura del agua. A lo largo de todo el análisis y, en consecuencia, en las conclusiones, el Estado y los ciudadanos están presentes como los actores centrales para el tratamiento de ambos conflictos.

			En la tercera sección se sostiene la idea de que las ciudadanías del agua son una categoría a partir de la cual pueden destacarse diferentes relaciones de poder, tanto en la formalidad institucional, como allí donde persisten el olvido, la marginación o la otredad; por ejemplo, en las políticas de atención a grupos marginales y en las iniciativas de comunidades indígenas vinculadas a redes de activismo trasnacional; o comunidades de género en condiciones de pobreza que destacan por su apropiación informal del recurso a partir de la autogestión, o contrastes entre formas de gobernar (gobernanza y gobernabilidad) el conflicto hídrico. 

			En la última sección de este libro, Lourdes Amaya Ventura, en su texto “Actores públicos y privados en la gestión del agua: la experiencia de privatización en Buenos Aires, Argentina, y Aguascalientes, México,” discute las reformas privatizadoras de la gestión del agua en ambas ciudades ya que presentan varios puntos en común. Ella destaca los pasos que cada gobierno hace para aceptar ser remplazado por otros actores; en estos casos, los actores privados. Dicho remplazo inicia procesos, sinergias y controversias en torno a las legitimidades de cada uno para administrar con justicia el recurso y otorgar un servicio eficiente. La autora argumenta que ambos casos fueron parte de las primeras experiencias de participación privada en el servicio de agua potable en América Latina, caracterizándose por haber sido firmadas en el mismo año (1993), a través de negociaciones que enfrentaron críticas de falta de transparencia. No obstante, menciona que los resultados en los que desembocaron estas concesiones fueron distintos: mientras que en Buenos Aires la concesión fue revocada en 2006, en Aguascalientes la empresa privada sigue operando hasta la fecha. El texto destaca que, en ambos casos, la ciudadanía o las posibilidades que la población participe de este tipo de decisiones están ausentes. En este trabajo se acentúan las similitudes entre ambos casos de gobiernos que intervienen para ser remplazados en la administración del recurso hídrico. Su planteamiento tiene como objeto analizar la evolución del servicio y plantear hipótesis en torno a las razones de las diferencias en el desenlace de cada caso: la finalidad es extraer algunas lecciones sobre la adopción de un modelo de privatización del servicio del agua en América Latina para ilustrar los elementos institucionales relevantes para cada caso.

			Consecutivamente, en el capítulo “Conflictos intratables por el agua en México: aplicando el recorte analítico de Intratabilidad, Enmarcamiento y Reenmarcamiento (ier)”, Raul Pacheco-Vega expone que la utilización del agua en México se ha venido transformando en las últimas décadas, ya que pasó de ser un recurso natural a ser un recurso político. Por lo que deduce que la politización de la gobernanza del agua genera conflictos que parecen no tener solución negociada. En este capítulo se realiza una revisión de la obra sobre resolución de conflictos intratables: el autor se enfoca prioritariamente en el modelo de transformación del enmarcamiento del enfrentamiento. En el trabajo se recupera como hipótesis la propuesta de análisis de la Intratabilidad, Enmarcamiento y Reenmarcamiento (ier) para encontrar los posibles factores de la intratabilidad en las disputas por el agua en México. A partir de ese marco analítico, este capítulo contribuye a repensar el papel del Estado en tanto responsable del diseño e implementación de políticas para la prevención y atención de los conflictos por el agua, que tienden a incrementarse. Igualmente, el autor presenta los factores que denotan a un conflicto como intratable, y sugiere posibles formas de reenmarcar la pugna para resolver de manera satisfactoria dichos enfrentamientos. Finalmente, se proponen las bases de una agenda de investigación macro para el estudio de conflictos intratables por recursos hídricos.




			Para concluir esta breve introducción, algunas palabras de reconocimiento. Este libro nace por la reunión de distintas perspectivas de análisis, las cuales esperamos que contribuyan a integrar enfoques sobre la complejidad del manejo del agua, sus aspectos ambientales, culturales, sociales, políticos, institucionales y espaciales. 

			Los temas abordados aquí facilitarán al lector interesado en las problemáticas del agua una mejor comprensión de los procesos socioambientales que han generado y han agudizado el estrés hídrico, así como los conflictos derivados de la disponibilidad de agua y su administración. Creemos también que la importancia de este libro reside en facilitar la toma de decisiones hídricas viables que beneficien a los usuarios de los espacios rurales, urbanos y metropolitanos.

			Por último, queremos agradecer la voluntad de cooperación de los autores, quienes favorecieron la integración de este texto, así como de su disponibilidad para el intercambio de ideas y la corrección de sus manuscritos, de acuerdo a los comentarios y sugerencias suscitados después de la lectura de los mismos por parte de los revisores, a quienes agradecemos también la pertinencia de sus observaciones. Gracias a ellos, este libro ha sido reorganizado en su esencia para mejorarlo. 

			Un libro es una oportunidad para intercambiar, ajustar, pero sobre todo, compartir conocimientos. En un mundo donde está probado que el mejor de los funcionamientos es a través de las redes, este libro reúne esfuerzos que representan el compromiso de varias instituciones universitarias mexicanas para producir conocimientos a partir del intercambio, el debate y la discusión científica. 
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			Introducción

			Desde hace algunas décadas, en las publicaciones científicas existen estudios sobre la noción de estrés hídrico, que constatan las diferencias de sus problemáticas en el mundo, particularmente en grandes ciudades.1 Los estudios mencionados señalan dos perspectivas principales: la primera, una que aborda problemáticas vinculadas con el diseño, la gestión o las controversias de las políticas ambientales;2 o bien, las dificultades intergubernamentales en la aplicación de directrices en la materia o de resolución de diferencias institucionales.3 La segunda, una perspectiva que se focaliza en el análisis de protestas, luchas y movimientos sociales que caracterizan sus demandas, sean de luchas por la defensa de recursos naturales o por el rescate de áreas ecológicas, entre otros casos.4

			Si ambas vertientes de estudio contribuyen al conocimiento de la acción política ambiental, este texto trata de incorporar la noción de informalidad a la de hidropolítica, como combinación que tiene un trato diferido en los trabajos relacionados con el estrés hídrico. Por lo que aquí se vinculará la noción de informalidad a la emergencia de un tipo de prácticas que, por su importancia, están discutiendo el rol central del Estado contemporáneo y el papel de los actores no estatales.5 A través de estas pesquisas se trata de encontrar vínculos teóricos con quienes estudian los procesos de formalización e informalización sobre el tema del medio ambiente en las metrópolis.6

			Se trata de una perspectiva relativamente nueva en el análisis de los conflictos ambientales, aunque pueden mencionarse algunos trabajos importantes al respecto.7 Aquí se sugiere una perspectiva que combina usos políticos tradicionales (clientelismo, promoción electoral) con prácticas informales emergentes (pipeo, tandeo) vinculadas con el manejo del estrés hídrico en el Distrito Federal, en general, y en la delegación Iztapalapa, específicamente.

			En este capítulo se hace un análisis sobre la convergencia de fenómenos viejos y nuevos: una combinación multifacética de la problemática ambiental en las metrópolis contemporáneas, como lo sugieren algunos autores.8 Se desarrollará sobre la insuficiencia crónica del Estado (o de gobiernos con legitimidades frágiles) al ligarla con prácticas clientelares expresadas a través de los intermediarios locales, con el fin de identificar los tratamientos utilitarios de la crisis hídrica; es decir, las prácticas que producen la carencia. Finalmente, en la reflexión que nos ocupa, se ha considerado también la perspectiva de análisis que concibe a las prácticas informales como prácticas paliativas contra la pobreza o la marginación, que tienen lugar en países dominados por políticas ambientales neoliberales y que han sido puestas puestas en práctica al menos desde los años ochenta, como el caso de México. 

			Entonces, ¿cómo estudiar esta complejidad? Desde hace varias décadas, los gobiernos del Distrito Federal, lugar donde se asienta la capital del país, pregonan la paulatina inclusión de la entidad en los mapas internacionales de las ciudades con crisis hídrica. En cada ocasión, con diferentes argumentos y propósitos, las autoridades locales muestran interés en subrayar las características preocupantes del problema: parecen anunciar nuevos tipos de intervención política o nuevas modalidades de gestión.9

			De cualquier manera, el estrés hídrico que vive la ciudad permite nuevas perspectivas de análisis en el tratamiento de coyunturas recientes y en la identificación de procesos combinados de viejas y de nuevas prácticas del régimen mexicano.10 En ese sentido, a través de la noción de estrés hídrico, se focalizará el análisis en la delegación Iztapalapa al analizar los ángulos controvertidos de las prácticas informales de abasto de agua para combatir el estrés hídrico, entendido como abasto insuficiente. 

			En Iztapalapa sus habitantes pueden pasar hasta 30 días sin agua en algunas zonas.11 No obstante que las autoridades de la delegación han reconocido el déficit del líquido, que puede alcanzar los tres mil l/s, el tipo de decisiones que toman no coinciden con las urgencias de su población.

			Por ejemplo: en 2009, el funcionario Fernando González Flores afirmaba que, a pesar de la falta de agua en Iztapalapa, estuvieron obligados a mandar pipas de apoyo a Coyoacán, una delegación vecina. La razón fue que un grupo de habitantes habían cerrado una vialidad de aquella delegación por no recibir agua durante dos días.12 Esta acción generó una controversia: la pregunta que surge es cómo una delegación que sufre de precariedad de agua transfiera a otra su agua. En realidad, se trataba de una reacción de soporte interinstitucional para resolver el problema inmediato, aparentemente sin pensar en las carencias de la población propia. Como en otros casos, las autoridades reaccionaron pensando en el corto plazo, en el momento, con el fin de “evitar que el problema crezca”, como se dice en el argot funcionarial.13 Pero, ¿por qué ocurren estas decisiones aparentemente contradictorias?

			Para dar una posible respuesta, es preciso explorar más allá de las decisiones y focalizarse en los intereses, los manejos y los usos políticos del estrés hídrico, lo cual permitirá explicar los grados de informalidad de las acciones gubernamentales frente a escenarios de precariedad hídrica como el que vive la demarcación y la metrópoli en su conjunto, como lo han demostrado varios estudios.14 

			Estas contradicciones de la política hídrica cobran importancia recientemente por dos razones principales: primera, por la coyuntura de un periodo de estiaje en el país que tuvo como consecuencia que las presas que alimentan a la ciudad de México registraran bajos niveles de llenado.15 Segunda, por tratarse de un año electoral, a nivel federal y local, las percepciones de la sociedad respecto a dichas problemáticas obligaban al gobierno local a tomar decisiones eficientes; es decir, de rápido efecto, pero ¿cuáles son las finalidades de una intervención inmediatista?




			La problemática desde todos sus lugares

			Actualmente, el abasto de agua al Distrito Federal equivale a distribuir 300 l/h/d. Sin embargo, al estimar la pérdida por fugas, el abasto equivale a un promedio real de 146 l/h/d. Visto así, el abasto para cada habitante del D.F. es cuatro l menos que lo que estipula la oms como dotación (150 l).

			Las estimaciones del abasto pueden interpretarse de diferentes maneras según quien realice el estudio; por ejemplo, López y Hernández,16 basados en informes gubernamentales, sostienen que esa dotación es superior: aunque los autores no especifican si sus cálculos incluyen el agua que se pierde por fugas, concluyen que hay delegaciones donde la dotación promedio mínima es de 177 l/h/d, como en Tláhuac, pero que en delegaciones como Miguel Hidalgo y Benito Juárez puede superar los 450 l/h/d; o incluso que en Cuajimalpa alcanza los 500 l/h/d.17 A pesar de que las contradicciones son evidentes, también se sugiere en la información, también sugiere una escasa coordinación gubernamental para el manejo del problema.

			Entonces, ¿cómo identificar el estrés hídrico en el Distrito Federal? Es decir, si aceptamos las cifras aportadas anteriormente, ¿por qué existe desabasto? Una respuesta tentativa es que el problema hídrico de ciertas delegaciones de la periferia puede explicarse como una exclusión estratégica,18 resultado de decisiones espaciales, y que pueden estar vinculadas también con condiciones económicas.19

			


Mapa 1

			Dotación de agua por habitante l/h/d en 2007.20
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La exclusión estratégica se opera con discursos que definen la ilegitimidad territorial de la población porque son asentamientos irregulares, o población pobre, o por la insuficiencia gubernamental en el suministro: “Atenderlo, aunque no se resuelva”.21 Más aun, porque reflejan una falla sistémica frente al acelerado crecimiento de la población.22 Esta exclusión estratégica se explica como una constante privación del agua en los grupos más vulnerables de la sociedad, lo que algunos autores denominan como “la diaria y silenciosa crisis hídrica que vive la ciudad”.23

			Otro autor con una mirada similar es McIntosh: “El problema que enfrentan los pobres urbanos es que la cuota de conexión es demasiado alta, lo que inhibe la conexión (con la red) y por lo tanto las demandas”.24 Desde esta perspectiva, el abasto formal de agua deviene siempre en abasto informal por los altos costos que la conexión formal tiene para las periferias urbanas pobres.25

			Para Butterworth, Ducrot, Fayssee y Janakarajan,26 se trata de una mezcla de los dos problemas: por un lado, las demandas crecientes de agua conforman una mezcla compleja de lo formal e informal, de acuerdos de gobernanza que pueden estar estructurados o ser improvisados. En segundo lugar, los diferentes grupos de interés tienen motivos y expectativas diferentes que las instituciones existentes no pueden satisfacer adecuadamente; es decir, como consecuencia de la competencia entre sus demandas y las deficiencias institucionales, los más necesitados de los servicios a menudo no logran conseguirlos.27

			Entonces, el estrés hídrico se explica aquí como un abasto desigual entre la periferia urbana respecto a la ciudad central.28 Es decir, a través de las decisiones públicas se definen prioridades, jerarquías, tipos de atenciones lo que define, a su vez, dos tipos de territorios de la exclusión estratégica: por un lado, define a la ciudad central como el territorio de un sistema formal caracterizado por prácticas eficaces de abasto, cubierta plenamente por las redes que proporcionan el servicio. Por el otro, define a la periferia como el territorio de un sistema informal de abasto caracterizado por prácticas ineficaces como el tandeo y el pipeo que buscan atenuar la precariedad del líquido.29

			Estas prácticas informales pueden ser vistas como mecanismos reemplazantes de una falla sistémica del Estado, como se dijo antes. Entonces, están definidas por la voluntad de los intermediarios, gubernamentales o no, cuya operación tiene tres modalidades: por tiempos (horarios de recorrido del camión cisterna o de corte del servicio), por distancias (zonas elevadas o fuera de los recorridos); y por utilidades (el cobro por el reparto informal o la arbitrariedad en la exención de pago a colonias enteras).

			En suma, estas prácticas informales representan búsquedas furtivas de legitimidad del Estado: pueden ser entendidas como una resistencia del Estado a su avasallamiento funcional por la expansión metropolitana.30

			


Prácticas informales: tandeo y pipeo

			En un contexto de oferta pública ineficiente, en la ciudad de México la gente ha desarrollado alternativas compensatorias de la oferta de agua, lo que algunos autores denominan estructuras descentralizadas de gobierno, similar a lo que ocurre en otras partes del mundo, como lo explican Zérah, Janakarajan y Llorente.31 Los mismos autores denominan estrategias informales a las conexiones ilegales e la red o a los pozos clandestinos. Entonces resulta necesaria la vinculación de la noción de informalidad con la hidropolítica en la metrópoli de México. Esta noción considera a la práctica de abasto como práctica política, debido a que la intervención de los intermediarios se funda en criterios personales (voluntad de prestar el servicio, arbitrariedad en el cobro, por mencionar algunos). En estos casos, el Estado está casi excluido como entidad reguladora, aunque sea el prestador del servicio: a través de este rasgo personal se agregan intereses económicos y búsquedas de legitimidad a una práctica pública. En otras palabras, el abasto es insuficiente en ciertas zonas del Distrito Federal, pero, gracias a ciertos intersticios utilitarios de la acción institucional, el abasto tiene continuidad de manera informal. Estos intersticios están representados por intermediarios múltiples (conductores de pipas, quienes operan los cortes del servicio, etcétera) y sus ejemplos más comunes son el tandeo y el pipeo aunque no son las únicos.32 Entonces, ¿cómo se realizan estas prácticas informales?




			Tandeo

			Es una práctica político-administrativa que contempla el corte en la distribución del agua entubada a través de la red en diversas zonas de la ciudad y en distintos horarios, con el objetivo de aumentar la presión en la red y así distribuirla a un número mayor de habitantes, o para que la presión sea suficiente para llegar a zonas de mayor altitud o que están distantes.

			Aunque algunos autores han abordado el tema,33 hasta ahora no se han hecho estudios exhaustivos sobre el tandeo como práctica informal, lo que sería útil para definir su genealogía administrativa, localizar la documentación gubernamental, definir las frecuencias de abasto o la duración de los cortes; pero aún es difícil encontrar sus significaciones políticas.

			Sin embargo, existen algunos avances en el análisis de sucesos recientes: por ejemplo, en 2012 el gdf publicó el nombre de las colonias que recibían agua por tandeo,34 a las que se les aplicaría una cuota fija para justificar el servicio insuficiente. El gdf definió un total de 255 colonias, las cuales se ubicaban en diez de las 16 delegaciones de la entidad.35 Estas de acciones mostraban el interés del gobierno en formalizar la práctica informal, como un intento de atender la insuficiencia hídrica; lo que resulta relevante porque hasta 2010, en el Distrito Federal, aunque el 81.5% de la población estaba conectada a la red de agua potable, más de un millón 443 mil personas eran abastecidas por tandeo.36

			Esto permite apreciar tres cosas importantes en el Mapa 2: primero, que el tandeo es una construcción de identidades geográficas entre la población ubicada en la periferia metropolitana.37 Esta carencia se ubica en una extensa área en la que la población se ha quintuplicado en los últimos 50 años.

			Segundo, el tandeo construye territorios legítimos porque se destina exclusivamente a colonias situadas en las zonas sur y oriente,38 mientras que las zonas que reciben agua de manera continua es la ciudad central, además de una parte de la región norte.

			


Mapa 2

			Colonias abastecidas por tandeo según el gdf.39

			[image: MAPA 2]





Tercero, si se sigue el razonamiento de las autoridades, el tandeo permite construir un tiempo en la hidropolítica, porque esta práctica define los momentos oportunos para aumentar la presión en las tuberías de agua y que beneficiaría a los consumidores que se ubican en las áreas elevadas del sur del Distrito Federal, por ejemplo. 

			


Pipeo 

			Es una práctica político-administrativa que consiste en llevar agua por medio de pipas a las zonas con problemas de abastecimiento. Se trata de un servicio administrado por tres tipos de actores: en primer lugar se encuentra el gdf, quien opera una flotilla de alrededor de 400 conductores de pipas, que sirven para mitigar los efectos de los cortes a la red entubada;40 en segundo lugar, se encuentra cada una de las 16 delegaciones, las cuales cuentan con un determinado número de pipas que distribuyen el líquido según la demanda de la población, aunque actualmente no se conocen; en tercer lugar, se encuentran las empresas privadas, quienes venden el agua y complementan el servicio público de pipas al ser contratadas directamente por los habitantes.

			El pipeo es una práctica informal porque las tarifas que cobran las delegaciones, las empresas o los conductores de los vehículos no están regulados institucionalmente; lo que ocasiona que los intermediarios múltiples, las empresas o los conductores de las pipas del gobierno, por ejemplo, aumenten el costo del recurso sin control: en algunos casos, el precio ha alcanzado los mil 900 pesos por unidad.41

			Aunque los datos disponibles son escasos o no pueden ser aún validados, el análisis de la práctica del pipeo podría mejorar al medir: a) los tiempos que un conductor del camión cisterna (pipa) toma para entregar su carga; b) la tarifa (o propina) que él mismo exige según la localización de la colonia donde reparte el agua; c) el tipo de reventa del agua que hace una compañía privada que realiza esta práctica; d) los vínculos con líderes políticos o líderes de colonias para favorecer a unas cuantas colonias, según conveniencias. En este sentido, no obstante intentos gubernamentales para evitar el favoritismo, las pipas propiedad del gobierno, local o delegacional, no respetan una tarifa única. Hay muchos casos que ilustran esta práctica: a) Las pipas no tienen un recorrido rutinario porque los conductores prefieren llevar el agua a las zonas con mayores ingresos, ya que ahí pueden obtener mejores propinas;42 b) Los costos  varían considerablemente según la temporada, por ejemplo en periodos de escasez, cuando en algunas colonias de los municipios de Nezahualcóyotl, Ixtapaluca y Ecatepec, los tambos de 200 l pueden venderse hasta en 50 pesos.43 El pipeo no tiene una regulación oficial: permite que el costo por una carga de diez mil l pueda oscilar entre los 550 y los 950 pesos mexicanos.44 Según Daniel Salazar,45 la falta de regulación provoca una mercantilización del agua en la metrópoli y también que algunas autoridades lo promueva; 46 De Alba y Nava también coinciden con esta postura.47 Tercero, las autoridades invierten en la informalidad para mantener su legitimidad, como ocurrió en la delegación Tlalpan: sus autoridades dispusieron de setenta millones de pesos anuales para contratar pipas privadas y cubrir 180 mil viajes de agua para zonas en precariedad.48

			En suma, a través del análisis de la informalidad en la hidropolítica, aquí se ha sugerido que dichas prácticas informales corresponden a definiciones políticas de exclusión estratégica, de definición de tiempos de distribución y de búsqueda furtiva de legitimidades políticas, como parte de los usos políticos del estrés hídrico. Pero, ¿dónde están los intermediarios en este proceso?




			Prácticas informales de abasto: CONSECUENCIAS DE LA POLÍTICA

			En este texto se analiza el abasto de agua desde dos ejes: a) la manera en que su disposición se vuelve constitutivo de proyectos políticos mediante la precariedad dentro de la ciudad, y b) la manera en la que el abasto se convierte en una disputa por territorios e imaginarios colectivos entre los actores (instituciones, ciudadanos e iniciativa privada).

			En el primer caso, el agua como constitutivo de proyectos políticos, puede encontrarse el análisis del manejo político de la precariedad ejercido por algunos grupos o autoridades al tener presentes los intereses de los intermediarios. Así, al proveer el servicio, los intermediarios buscan obtener votos a partir de la constitución de clientelas. 

			El segundo caso, el agua como disputa por territorios e imaginarios colectivos, puede desarrollarse a partir de la premisa de que el agua es un recurso que empodera, ya que “es un recurso político que sirve para ejercer el poder sobre un territorio”;49 lo que puede encontrarse en dos formas principales: por un lado, el manejo del abasto de agua permite ejercer el poder sobre un espacio, cuando una autoridad privilegia a un área sobre otra por el número de pipas enviadas a cada zona, por ejemplo; pero también el manejo del abasto define un tiempo político, cuando una autoridad alarga la dotación de agua o retarda el envío de pipas. Por otro lado, el agua empodera porque es constituyente de percepciones (sobre la escasez) por la reacción política de los afectados (los consumidores que protestan) o por quienes se adaptan a la situación (los intermediarios que usufructúan la precariedad). La informalidad en el abasto es una expresión de poder y de manejo político en la ciudad. Como un ejemplo, a continuación se hace un análisis que contrasta el abasto agua vinculado con algunos datos electorales. 




			Intersticios electorales en la hidropolítica DEL DISTRITO FEDERAL

			En el Distrito Federal, el partido gobernante y con mayoría de representantes en la Asamblea Legislativa Local ha sido el Partido de la Revolución Democrática (prd) desde 1997; por tanto, este análisis que vincula los usos políticos con el abasto de agua se referirá específicamente a los líderes de ese partido y a los gobernantes que provienen del mismo.

			La práctica informal del tandeo puede relacionarse con algunos resultados electorales, por ejemplo en la tendencia electoral del prd entre 2000 y 2012, en las elecciones de diputados (mayoría relativa). Es posible advertir dos tipos de territorios del agua: por una parte, un territorio positivo con tendencias de crecimiento electoral para el prd, ubicado en la zona centro y zona norte del D.F. lo cual resulta políticamente muy significativo, ya que en las delegaciones Benito Juárez y Miguel Hidalgo, el Partido Acción Nacional (pan) era mayoritario: en estas zonas el tandeo es casi inexistente. 

			Por otra parte, un territorio negativo caracterizado por el descenso en la votación por el prd, el cual se ubica en zonas periféricas del Distrito Federal: se trata de zonas en las que los gobiernos del prd practican el tandeo y el pipeo como alternativas de abasto predominante.

			Así, podrían encontrarse vínculos entre la disminución de votos por el prd y la implementación de prácticas informales como el tandeo, a través de lo que antes se denominó búsquedas furtivas de legitimidad. En la participación electoral de 2009, puede vincularse la falta de un servicio eficiente de abasto con la caída de la participación electoral: el tandeo no se percibe como medida alternativa, lo que podría ser una señal negativa para autoridades y líderes del prd.

			En los inicios del 2009, uno de los años con mayores problemas de agua por la sequía, la participación de votantes situados en la periferia capitalina descendió de manera importante: puede observarse mejor en la delegación Iztapalapa, que registró una participación por debajo del 4%, y de entre 4 y 7% en gran parte de su territorio. Una vez más, el dato es recurrente: allí donde no hay prácticas informales, o son casi inexistentes, la participación electoral se mantiene alta durante ese año, como en las delegaciones Benito Juárez, Coyoacán, Miguel Hidalgo y Cuajimalpa.50

			


Controversia en los usos de la informalidad hídrica en Iztapalapa

			Otra parte de la informalidad hídrica en el manejo político del abasto la encontramos en la aparición de conflictos intergubernamentales entre las distintas formas administrativas de control del estrés hídrico en la ciudad: la informalidad no se visualiza sólo en las acciones, sino también en el ámbito de la planeación política sobre el abasto, la cual pone de manifiesto las controversias entre los niveles de gobierno y que, al final, se reflejan en el ámbito local. 

			La informalidad de la hidropolítica, desde lo general, provoca que se gesten las acciones informales de abasto; la informalidad en la planeación estratégica sobre la distribución espacial del recurso ocasiona que surjan los intermediarios que negocian políticamente con la demanda del servicio, sobre todo en momentos de coyuntura electoral; así que en la coyuntura, cuando se inician procesos de recorte o suministro parcial (tandeo), los gobiernos federales, locales o delegacionales se concentran en resolverlos rápidamente y toman acciones poco óptimas y focalizadas para el tratamiento del problema. 

			En la delegación Iztapalapa existen alrededor de 320 mil personas que no cuentan con el servicio de agua en sus viviendas,51 aunque esa cifra no incluye a quienes tienen insuficiencias en el servicio o quienes reciben el agua por tandeo. Para entender la importancia estratégica de ese sector, la cifra anterior equivale al 20% de la población total de la delegación y representa el 77% de la población que participó en las elecciones de 2009.52

			Por ejemplo, a principios de 2009, en pleno año electoral, la Comisión Nacional del Agua (Conagua) determinó suspender el suministro a la ciudad de México en lapsos de tres días al mes: comenzaron en enero y finalizaron en mayo, por la caída de los niveles de agua en las presas del Sistema Cutzamala.53 Esa decisión afectó principalmente a la delegación Iztapalapa, pues la suspensión del suministro ocasionó la falta de agua a cien colonias de la delegación, lo equivalente a novecientas mil personas, la mitad de su población total.54 Estas acciones generaron protestas, reclamos y actos de violencia; ya que el suministro con pipas se vio superado por la demanda.55

			 En un año electoral tiene lugar también una disputa por la verdad política, o creación de imaginarios colectivos, en las coyunturas electorales. En una serie de controversias entre el Gobierno Federal y el gobierno local (gdf), líderes del prd y del pvem acusaron a José Luis Luege Tamargo, titular de la Conagua, de utilizar ese organismo “como un instrumento político” para apoyar a los líderes de su partido, el pan.56 Ello se debía principalmente a que, además de los cortes extraordinarios al servicio de agua, el gobierno del Distrito Federal afirmó que fue obligado por la Conagua a aumentar en un 15% la tarifa hídrica.57

			Alrededor de esta guerra de acusaciones mutuas, el director de Conagua, Luege Tamargo, protestó igualmente por una supuesta distribución de panfletos por parte del gdf en los que se acusaba al Gobierno Federal por los cortes en el abasto de agua, lo que el funcionario consideró un ataque a su partido de origen, el pan.58 Simultáneamente, el gdf hizo oficial la condonación del pago de agua a 39 colonias de Iztapalapa; también interrumpió el cobro de agua de forma general y luego hizo ajustes específicos.59

			Un último ejemplo podría encontrarse cuando el jefe del gdf, Marcelo Ebrard (2006-2012), inició la construcción de la planta potabilizadora Xaltepec, en Iztapalapa, con la que afirmaba que se beneficiarían alrededor de 288 mil habitantes, a la cual se destinó una inversión de 171 millones de pesos;60 lo que sería visto como parte de una campaña política en el inicio del año electoral de 2009. 

			En suma, todas esas acciones parecían estar enfocadas a influir en la expectativa electoral, como un canal de expresión del descontento social.61 Estas controversias por el abasto pueden asociarse también con una caída de la participación ciudadana en zonas con irregularidad del servicio o con prácticas informales. Así, lo que parece una estrategia político-electoral en torno al abasto de agua puede entenderse en dos sentidos: primero, se prioriza el abasto de agua en la ciudad central del Distrito Federal; lo que puede asociarse con el crecimiento electoral que ha registrado la votación por el prd en los últimos años en la zona. Un efecto similar y más reciente sería que ese partido ganó la jefatura de la delegación Miguel Hidalgo en 2012, donde siempre había ganado el pan. Segundo, se generan acciones paliativas en las zonas con un abasto deficiente, con el objetivo de crear clientelas: se trata de un conflicto entre actores sociales con intereses específicos y que parecen dejar de lado un diagnóstico objetivo de las necesidades de la población. 




			Mapa 3

			Tabulador del cobro de agua en Iztapalapa y manzanas condonadas del pago del servicio 2009.62
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Dicho de otra manera, se atiende con mayores recorridos de las pipas o con alteración de los tiempos de cortes al abasto (tandeo), como formas de promover clientelas políticas; pero quizá el efecto más evidente puede encontrarse en la tercera medida paliativa: la condonación de pagos en Iztapalapa. Si se observan las colonias en donde fue condonado el pago del servicio de agua,63 y se compara con las zonas de mayor votación por el prd en las elecciones de 2009,64 son claramente coincidentes.

			De esa forma, parece irónico constatar que, si los resultados electorales del prd se asocian con los problemas hídricos que se gestan en la delegación, la relación existente indica que entre mayor es el problema hídrico en Iztapalapa, mayor es el voto por el prd. 

			


Mapa 4

			Resultados electorales de diputados de mayoría relativa en Iztapalapa 2009.65
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Entonces habrá que preguntarse por qué a pesar que el gobierno local no ha establecido un abasto equilibrado en el Distrito Federal, lo que ha beneficiado a la zona Poniente y ha afectado a la zona Oriente y zona sur, la población con mayor vulnerabilidad hídrica mantiene su apoyo al partido en el poder.

			


Conclusiones


			¿Cómo entender la complejidad de las prácticas informales de abasto de agua? ¿Cómo estudiar el agua como definición de territorios políticos en disputa y la constitución de imaginarios colectivos? En este estudio se mostraron algunas claves de los mecanismos intricados de abasto de agua y algunos de sus usos políticos a través de los intermediarios del servicio, a nivel del Gobierno Federal y del gobierno local.

			Este análisis mostró dos tipos de informalidad en el abasto: el tandeo y el pipeo. En ambos casos, se encontró una relación binomial entre una presencia-ausencia electoral y del abasto-desabasto; es decir, que puede sugerirse un uso electoral del abasto-desabasto a partir de considerar dos variables: el rango de arbitrariedad de los intermediarios y la condición social y económica de la población, división del D.F. en dos grandes zonas. Aunque estudios futuros pueden profundizar al respecto, estas tres variables permiten suponer usos de la precariedad hídrica y una relación estrecha con la formación de clientelas. De esta forma se utilizó el término de informalidad en la hidropolítica para explicar la manera en la que se atiende la demanda de los habitantes marginados de la ciudad. Esta noción sirve de concepto base para observar que en el Distrito Federal hay al menos dos maneras de administrar políticamente el agua: una, que atiende y garantiza los servicios urbanos para algunos sectores sociales; y otra, que controla y castiga a los sectores espacialmente marginados del servicio.

			Si se reconoce que los servicios en la periferia son deficientes en el caso del agua, la existencia del tandeo y del pipeo en algunas zonas significa también un acto de exclusión estratégica por parte de las autoridades. Aquí se sugieren elementos para un análisis futuro del Estado que maneja el disturbio social, pero que controla sus efectos electorales, como se ha señalado en otros trabajos.66

			Sin embargo, la diversidad de intermediarios en las prácticas informales de abasto incentiva otros mecanismos que pueden estar escapando al control del Estado. La precariedad hídrica reúne actores de todo tipo, cuyos criterios arbitrarios dificultan la pertinencia de un análisis de un Estado centralizador y muestran en realidad cómo se maneja el agua. Es decir, indican una complejidad en la cual dichos actores agudizan una exclusión estratégica de los grupos vulnerables de la ciudad. Esto desafía a la imaginación sobre los problemas políticos del agua. Aquí se sugiere que la arbitrariedad no centralizada y excluyente permite el uso de la noción de informalidad en la hidropolítica porque puede revelar fenómenos que constituyen un tipo de transversalidad entre los actores (sociales e institucionales), las políticas hídricas (su orientación y eficacia) y sus relaciones (intereses, radicalidad, etcétera). Esta transversalidad está concatenada a las prácticas informales del pipeo y el tandeo que prefiguran clientelas hídricas. Dicho de otro modo, la dimensión política en el manejo del agua pone de relieve ciertas escalas combinadas y complejas del conflicto por el agua: aquí se destacaron algunos rasgos de manejo socioelectoral que ayudan a definir geografías de la informalidad en sus aspectos hídricos. 

			En suma, la noción de la informalidad en la hidropolítica, permite analizar el problema del abasto desde tres perspectivas de análisis:




			a) Como el desapego de las instituciones del Estado con las demandas de la ciudadanía, lo que da lugar a los intersticios utilitarios en el abasto y la constitución (o aplicación) de proyectos políticos e imaginarios colectivos. 

			b) Como arbitrariedades geográficas de los intermediarios en las prácticas informales, las cuales definen temporalidades y espacialidades como status de poder (y empoderamiento) hídrico.

			c) Como lo político informal del Estado (formal) que revela relaciones de poder entre actores sociales diferentes a partir del manejo del abasto; que muestra el surgimiento de conflictos a partir de los usos electorales del tandeo y el pipeo.

			


Puede, entonces, concluirse que aquella noción es prometedora para formular nuevas formas de problematizar el agua en relación con procesos sociopolíticos activos y recientes, los cuales consideran otros roles de viejos y nuevos actores sociales. De esta forma, en la ciudad y la metrópoli, la informalidad de la hidropolítica gira entre lo legalmente establecido y lo que se hace; es el producto de un tipo de sociedad inmersa en la incertidumbre y la contingencia en relación al manejo de los recursos naturales, resultado de diversos intereses políticos.67

			En este texto se sugiere un análisis de los problemas del abasto como problemas de voluntad política, porque implican factores multidimensionales que aquejan principalmente a la periferia urbana: el hacinamiento poblacional, la destrucción de los recursos naturales por el proceso de invasión-ocupación y los altos costos que implica el abasto de agua para la ciudad. En ese sentido, la noción de informalidad resulta innovadora para el análisis del desarrollo y del crecimiento de las ciudades, en particular de su relación con el recurso hídrico y sus diferentes dimensiones, entre las que destaca el abasto. 

			Es posible sugerir también que si el Estado muestra capacidad endeble para dar respuesta a las demandas concretas de la población, provocará que se gesten acciones informales y de manejo político.
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Introducción

			La construcción histórica de la identidad nacional y la ciudadana se forjó como la contracara de la constitución del Estado nación mexicano, como un ejercicio de dominio sobre una territorialidad. Específicamente en materia de abasto de agua para consumo humano, la realización de la victoria posrevolucionaria surge a partir de la concentración en manos del gobierno, en los especialistas, de las capacidades en la toma de decisión y gestión del recurso, en detrimento de los distintos sectores sociales que hasta el momento tenían el control. Este ejercicio de concentración de poder se realiza sobre la pérdida de autonomía, no sólo de empresas privadas, sino también de la mayoría del pueblo mexicano que hasta entonces se abastecía de agua de infinitas formas, y, en parte, aún lo sigue haciendo. Esta pérdida de autonomía construye una relación Estado-sociedad cada vez más deficitaria y clientelar. Finalmente, la transformación de las estructuras de gobierno implementadas en México a partir de la década de los ochenta trajo como consecuencia, entre otras, la pérdida de espacios en la toma de decisiones para incidir en el rumbo de las políticas económicas en el país, lo cual disminuyó el papel del Estado en la conformación de políticas redistributivas y en el garante del bienestar general.

			En este sentido, en la medida en que el Estado es incapaz de responder a los grupos menos favorecidos, se produce una crisis en la identidad ciudadana que confronta a diversos sectores de la sociedad de manera cada vez más aguda.1 En este contexto, las confrontaciones por el agua aparecen como una consecuencia de la cada vez más alarmante incapacidad estatal no sólo de transferir recursos y generar un equilibrio social, sino de procurar la sustentabilidad a futuro de éstos y garantizar, en definitiva, los derechos de sus ciudadanos. En el caso específico del agua, la función estatal pasó de ser garantía del bienestar general, a partir de la concentración del recurso en sus manos, a su actual carácter descentralizador y desconcentrador, cuya incapacidad de abastecer agua para todos, en cantidad y calidad suficiente, comienza a inquietar abiertamente. Consideramos que esta transformación de funciones hace que las confrontaciones en torno al agua se muestren como indicadores de la construcción de una identidad ciudadana, siempre que representan parte de los distintos arreglos a partir de los cuales la población se relaciona con el Estado.

			Lo que se intenta realizar en este trabajo es justamente la discusión de las ideas de ciudadanía y ampliación y construcción de ciudadanía, al contraponerlas con la perspectiva de conflicto y confrontación social como constructora de identidad ciudadana. Para lograrlo, analizaremos el desenvolvimiento de las confrontaciones en torno al agua y su relación con la construcción de ciudadanía a través del registro hemerográfico de tres años: 1990, 2000 y 2010.2

			


La construcción de ciudadanía 

			Para comenzar a entender la idea de construcción de ciudadanía en torno a la problemática del agua, partimos de la idea de que el establecimiento de un Estado nación se da a partir de la implicación de las dos partes de su identidad: la conformación de un pueblo en una nación, en la cual deben existir los acuerdos mínimos para que se constituya una territorialidad, y la fundación de un Estado que logre construir la hegemonía necesaria para el establecimiento de la gobernabilidad deseada sobre ese territorio.

			En este mismo sentido, Habermas3 analiza el proceso de conformación de la identidad ciudadana desde la condición prepolítica del Estado nación, en el sentido de la imbricación entre ciudadanía e identidad nacional: reconstruye la historia del significado de ciudadanía basado en la pertenencia a un pueblo-nación y su subordinación a una paz realizada por un Estado. De esta manera, la Edad Moderna europea no se estabilizó en la forma de un imperio unificador de múltiples pueblos, ni tampoco en una estructura federativa al estilo de la surgida en los grupos de ciudades del medioevo, sino que una tercera estructura, el Estado territorial, consiguió estructurar la formación de los sistemas de Estados europeos. 

			Esto aseguró las condiciones marco en las que pudo desarrollarse el sistema capitalista, sobre el cual se constituyó la infraestructura para una administración disciplinada en términos de Estado de derecho y tomó a su cargo garantizar un espacio de acción individual y colectiva, exento y ajeno al Estado; pero lo más importante de este proceso es que se creó la base para la homogeneidad cultural y étnica que sirvió para la objetivación del Estado en un poder hegemónico y centralizado.

			De esta manera, la ciudadanía se realiza a partir de la homogenización de una conciencia nacional referida a una integración cultural que subordina la diferencia a la paz social. El capital industrial en expansión necesitaba la homogeneidad de la identidad ciudadana en el lugar de intercambio entre iguales en la esfera de lo público (el mercado); mientras que la identidad de obrero quedaba supeditada a la privacidad de la expropiación material de los cuerpos, realizada en el momento de la producción. Es así como la libertad individual, la homogeneización de las identidades reales bajo la abstracción de la ciudadanía y su ejercicio constituyen el fundamento de la sociedad burguesa.




			Sociedad que hace que todo hombre encuentre en los demás, no la realización, sino por el contrario, la limitación de su libertad [...]. Ninguno de los llamados derechos humanos trasciende, por lo tanto, el hombre egoísta, el hombre como miembro de la sociedad burguesa, es decir, el individuo replegado en sí mismo, en su interés privado y en su arbitrariedad privada y disociado de la comunidad. Muy lejos de concebir al hombre como ser genérico, estos derechos hacen aparecer, por el contrario, la vida genérica misma, la sociedad, como un marco externo a los individuos, como una limitación de su independencia originaria. El único nexo que los mantiene en cohesión es la necesidad natural, la necesidad y el interés privado, la conservación de su propiedad y de su persona egoísta.4

			


Por lo tanto, la historia del Estado nacional se refleja en la historia del concepto de nación, y, como toda historia, para explicarse necesita de dos componentes esenciales: lo objetivo, qué tipo de dominación se está conformando de acuerdo al desarrollo de las distintas fuerzas productivas y sociales, y lo subjetivo, qué identidad se produce a partir de esta objetividad. Por lo anterior, la construcción histórica del Estado refiere a la nación como portadora de ciudadanía en dos significados diferentes: a) en el sentido de comunidad de descendencia, la comunidad prepolítica; b) a la población de un territorio de dominación (Estado). Y esto constituye la fase prepolítica de la identidad ciudadana, ya que corresponde a la identidad política de los ciudadanos de una comunidad democrática determinada, aferrada a un territorio y homogénea en sus determinaciones.

			Finalmente, con la Revolución Francesa la nación se convierte en una fuente de soberanía Estatal. Esto significa que a toda nación le asiste el derecho de autodeterminarse políticamente y que la pertenencia a una comunidad de origen se sustituye por una comunidad democrática de voluntad. Dicho de otro modo, la nación se ha transformado de una magnitud prepolítica (identidad nacional adscrita) a un elemento constitutivo de identidad política de ciudadanía y comunidad democrática (ciudadanía adquirida). 

			De esta manera, la evolución en los derechos ciudadanos queda expresada en la tradición liberal como un proceso natural de avance de las condiciones de los individuos, que constituiría la base sobre la cual adquirían una identidad de ciudadanos cada vez más plena. Es así como surge la corriente acerca de la ampliación de derechos de ciudadanía que constituye un proceso donde muchos individuos se incorporan con mayor estatus al proceso de ciudadanización producto de la expansión capitalista. Con las guerras mundiales del siglo xx, los derechos avanzaron para la clase trabajadora, especialmente después que sirvieron en el ejército. Y los derechos continúan creciendo para género, raza, etnia y grupos de habilidades.5

			En estos términos, Thomas Marshall, siguiendo el caso inglés, estudió la expansión de los derechos y los deberes ciudadanos en conexión con la modernización capitalista: divide los derechos ciudadanos en derechos civiles, derechos políticos y derechos sociales. Los derechos liberales protegen la libertad y la propiedad del sujeto jurídico frente al Estado. Los derechos de participación política permiten al ciudadano una participación en el proceso democrático de formación de la opinión y la libertad, mientras que los derechos sociales garantizan al cliente del Estado benefactor ciertas prestaciones. Por su parte, los derechos sociales significan, desde el punto de vista de la funcionalidad, la instalación de burocracias de un Estado benefactor y, desde el punto de vista de la normatividad, garantizan el cumplimiento de las legítimas aspiraciones a una participación justa de la riqueza social. Los derechos de libertad y los derechos sociales pueden también hacer posible una renuncia privatista a la parte activa del papel del ciudadano, lo cual reduce las relaciones de un cliente con sus administraciones de las que ha de recibir las correspondientes prestaciones.

			De esta manera, la población habría adquirido gradualmente un estatus de ciudadano cada vez más complejo y más completo que tendría conexión con la expansión de las fuerzas capitalistas. Esto sugiere un desarrollo lineal; es decir, el individuo multiplica su condición de miembro de organizaciones y amplía y diversifica su identidad, a medida que avanza la cantidad y la calidad de individuación necesaria, producto justamente de esta expansión también cualitativa y cuantitativa de las relaciones sociales capitalistas.

			Queda así determinado el concepto de ciudadanía de corte liberal, que, siguiendo a Janoski, sería una unión pasiva y activa de individuos en una nación Estado con ciertos derechos universales y obligaciones universales en un específico nivel de igualdad. De este modo, el modelo liberal se apoya en las virtudes sistémicas del conjunto de las instituciones: apuesta a la integridad moral e intelectual de los representantes, se instala sobre la base del pluralismo de intereses que asegura una cierta cultura homogénea, a través del traslapamiento de identidades y a través de los cuales se produce una normatividad y un orden social que garantiza a los individuos el goce de sus derechos fundamentales.

			Así, la identidad ciudadana construida a la par de la conciencia nacional se constituye en una identidad abstracta, homogénea e ideal, que en la igualdad de los intercambios encubre la identidad real de los individuos que participan, no desde la igualdad aparente de sus productos, sino desde la diferencias e inequidades propias de sus posiciones relativas en el momento de la producción. Por lo que las concesiones y las garantías otorgadas desde el Estado a los ciudadanos han sido, en realidad, una larga lucha que expresa no la emancipación política del ciudadano, sino un largo camino de construcción de ciudadanía que se realiza con mayor o menor fuerza en las distintas territorialidades.




			En realidad toda nueva y aún fluida y cambiante identidad ciudadana constituye la defensa de los territorios y de las condiciones sociales mediante las que los viejos y los nuevos capitalistas se reproducen como tales. ¡Poco importarán las fantasías y los deseos libertarios que los desposeídos expresaron con su participación en esas luchas! Esa victoria no llega a pertenecerles pues su realización les es expropiada y agenciada para los capitalistas; pues las diferencias sociales que la ciudadanía encubre quedan subordinadas a un orden político que las reproduce incesantemente.6

			


Si observamos estos derechos en relación con el agua, tendríamos que los derechos ciudadanos en torno al agua serían los siguientes:

			


Cuadro 1 

			Derechos ciudadanos y aspectos relacionados con el agua.

[image: CUADRO 1. DERECHOS CIUDADANOS]





			Fuente: Tomado de José Esteban Castro, Water, Power and Citizenship. Social Struggle in the Basin of Mexico, Houndsmills/Basingstoke/Nueva York, Palgrave-Macmilla, 2005, (traducción propia).

			





Como bien nos sugiere Castro, ni es lineal su evolución, ni están garantizados de una vez por todas; en realidad, son las luchas que se han sostenido las que han hecho avanzar y colocar en la agenda la necesidad de ampliación de derechos. La construcción de ciudadanía es una lucha de la sociedad por establecer condiciones de intercambio más equitativas, y evoluciona como contracara de las formas que va adoptando el Estado nación como modo de dominación que garantiza de la reproducción ampliada del sistema capitalista de producción.

			Lo inobservado, entonces, en las formas liberales de expresión ideológica del Estado son las confrontaciones que marcan la transformación de la sociedad. Estas confrontaciones surgen a partir de las contradicciones establecidas al interior mismo del sistema de producción dominante y por su forma de evolucionar, por lo que generan desequilibrios y rupturas. Estas contradicciones son expuestas cada vez más con mayor firmeza a través de los conflictos sociales y reflejan la mayor individuación de los individuos y la constitución de una identidad más compleja. De esta manera, el ciudadano no es un hecho dado de una vez por todas, ni un producto con marca de nacimiento; sino, una larga y compleja construcción social en constante evolución.

			En este sentido, los derechos en torno al agua han evolucionado a través de las luchas de la población por mejorar las condiciones de su abasto y saneamiento. Y, por lo tanto, consideramos que las luchas por el agua expresan en todas las dimensiones de la construcción de ciudadanía, como veremos a continuación.




			La construcción de ciudadanía y luchas por el agua

			Los derechos ciudadanos en torno al agua 

			Para comprender la construcción de ciudadanía es preciso recorrer la historia política del agua en México, ya que se entrecruza con la construcción del Estado nación mexicano. Se comprende así cómo se pasa de un modelo de desarrollo e institucionalización del agua fuertemente centralizado en el aparato del Estado, y específicamente en las altas esferas del gobierno nacional, a uno que tiende a la descentralización de las funciones, a la desconcentración de los órganos administrativos y a la apertura de la participación de sectores más amplios de la sociedad en la gestión del agua.

			En primer lugar, de la misma manera que el desarrollo de Estado nación y sus componentes, el desarrollo histórico del modelo de gestión del agua en México no puede escindirse de la forma que adoptó el avance de relaciones sociales y de producción capitalistas sobre el territorio nacional. En un inicio, este avance estaba subordinado a un sistema de hacendados que obstaculizaba la expansión del carácter capitalista de la sociedad, y, en particular, del carácter capitalista de la propiedad de la tierra –y el agua–, lo que hizo que gradualmente se consolidara un modelo de gestión en el manejo del agua, que estuviera orientado a la producción y al desarrollo económico privado, y. con éste, la presencia de un acceso diferenciado al agua, lo cual marcó una mayor desigualdad social, tanto en el campo como en la ciudad.7

			Al desenvolverse un tipo de burguesía bajo la predominancia de un capitalismo cada vez más industrial y bajo ideas liberales, se realiza, al mismo tiempo, un proceso de centralización en la gestión de los recursos hídricos que coincide con la necesidad de consolidar el poder de un estado-nación en gestación y un esfuerzo por lograr trazar su rumbo en detrimento de la gran propiedad. De esta manera, el proceso de construcción del Estado mexicano moderno en la etapa posrevolucionaria, pasa por la forma en cómo el gobierno federal se erige como la principal autoridad gubernamental en la gestión de los recursos hídricos en México, lo que significa que, al mismo tiempo, despoja de derechos, facultades y prerrogativas a los organismos y grupos locales (tanto gubernamentales como sociales –cooperativas– y privados). Este proceso, conocido por los estudiosos como el de la centralización/federalización de la gestión del agua, implica tres aspectos primordiales: la consolidación de la propiedad pública (u originaria de la nación) sobre los recursos naturales; el aumento sustancial de la capacidad de gasto gubernamental en el desarrollo de infraestructura hidráulica e hidroagrícola, y el crecimiento de una burocracia cada vez más especializada.8

			Esta centralización se corporativizó cuando Cárdenas asumió la presidencia. De esta manera, la corporativización de la sociedad y la organización de las fuerzas sociales en fuerzas productivas fue la consecuencia de la subordinación ciudadana a la identidad nacional. Cuando Cárdenas asumió la presidencia, Plutarco Elías Calles (1924-1928) había dejado organizadas las diferentes facciones del poder en el Partido Nacional Revolucionario (pnr), que se había consolidado como un instrumento poderoso de control e integración del caudillismo iniciado con Obregón (1920-1924). De este modo, todos los grupos o caciques en los que el poder político había estado fragmentado, se reintegraron y quedaron sometidos al aparato del Estado que se fortalecía. El partido oficial surgió como una poderosa maquinaria de dominación y control del grupo en el poder, capaz de someter a las fuerzas más diversas. La centralización del poder político a través del pnr se reveló como un instrumento poderosísimo para el perfeccionamiento y la consolidación de las instituciones. Las fuerzas que Cárdenas representaba podían ahora utilizar al partido para atajar y encauzar el descontento popular y canalizarlo hacia un crecimiento productivo del país. 

			Así es como el Estado se destinó a sí mismo la función de construcción de los cimientos de un progreso económico que debería pasar por la industrialización fomentada a partir del equilibrio entre capital y trabajo. De esta manera, el Estado –y Cárdenas como su timón– asumió la función de regulador de los intereses sociales y promotor del desarrollo económico al colocarse por encima de todas las clases para lograr, de esta manera, ser el árbitro de las relaciones, mientras que el avance de la industria, la nacionalización de los ferrocarriles y del petróleo fomentaron el poder económico y político del Estado. Por último, la consolidación institucional del país se basó en la organización de los trabajadores y los campesinos, lo cual favoreció la recuperación económica del salario e hizo por este mismo mecanismo que el mercado interno se expandiera, para fortalecer de esta manera la industria nacional. Puede decirse que el cardenismo transformó al Estado posrevolucionario: de tener un carácter individualista con pocas transformaciones sociales, a un Estado corporativista, mediador de las diferencias de clases a partir de la conformación de una estructura de poder que movilizó y organizó las principales fuerzas sociales (obreros, campesinos, burócratas, ejército), para convertirlas en una herramienta eficaz de respaldo a la actividad y centralidad del Estado como garante del crecimiento nacional.9 

			El corporativismo construido durante el periodo de Cárdenas consistió en que todas las actividades lucrativas (que se desarrollaron por las atribuciones de la autoridad local sobre los bienes, los servicios y el espacio públicos, a través de concesión, licencias, permisos o el simple consentimiento de facto, y cuyo otorgamiento es facultad de la autoridad local) se organizaron bajo las figuras de agrupaciones, asociaciones, cooperativas, federaciones, organizaciones, entre otras, y éstas articularon los intereses de sus miembros a través de líderes que, simultáneamente, ejercieron funciones de representación y control político al utilizar la afiliación partidaria (tradicionalmente la afiliación al pri), y que por este mecanismo cumple las veces de canalización y de disciplinamiento de las demandas y la regulación del acceso a la actividad.10

			Así, el caciquismo se presenta como uno de los mecanismos más importantes, más poderosos y más eficaces para ejercer un sólido control político masivo; pero, a la vez, constituye uno de los fenómenos más peligrosos para la consolidación del Estado y la gobernabilidad democrática: al centralizar los recursos en torno al Estado, también surge un proceso de cooptación de estos líderes y ocasiona que se conviertan en representantes del poder político y, en ocasiones, del poder económico obtenido a partir del primero.11 De esta manera, lo que se denomina caciquismo en México es una forma de control político en zonas rurales característica de un período en que el capitalismo penetra, bajo el control y el impulso del Estado, los modos de producción no capitalistas.12 

			De esta manera, con la monopolización de la ciudadanía política de los integrantes de las distintas organizaciones sindicales urbanas y rurales, se produce una desmovilización y un pacto que constituye, en definitiva, un mecanismo disciplinador de la fuerza social de los diferentes sectores; así, se construye, finalmente, la desmovilización de los mismos. Por consiguiente, en México, la democracia corporativa-clientelar y la extensión de los derechos ciudadanos en esta etapa se establece a partir de la asimilación de todas las clases sociales a una estructura corporativa de masas; lo que, a su vez, constituye uno de los medios a través de los cuales se conforma una doble exclusión: por un lado se los excluye materialmente; y, por otro, se les excluye de la capacidad de ejercer sus derechos ciudadanos, a partir de la subsunción de lo político a lo corporativo o sindical.13 El voto corporativo es la expropiación de la fuerza política en la medida en que, junto con los mecanismos electorales, mantiene el umbral de la participación política de la oposición en los límites, para que no atenten contra el monopolio de la dirección y gestión del proyecto nacional de un partido político.14

			De esta manera, clientelismo y corporativismo representan un problema para el proceso de construcción de ciudadanía autónoma porque implican un modo de incorporación de las demandas, necesidades e intereses de los gobernados, que se contrapone claramente a la ciudadanización de las políticas desarrolladas por los gobiernos locales o agentes individuales, pues, por definición, implican decisiones orientadas hacia destinatarios específicos en lugar de tener como referente la construcción de consensos o mayorías respecto del interés general. Además suponen modalidades de gestión urbana, en las que la aplicación de normas generales, la definición de prioridades, la aplicación de criterios técnicos y la planeación de la acción de gobierno resulta permanentemente subordinada a las lógicas político partidarias.15 De esta manera, durante todo el proceso, la identidad ciudadana quedó subordinada al Proyecto Nacional y a una identidad nacional homogénea que sólo conseguía expresión a través de los canales impuestos para lograrlo: toda insubordinación era castigada con coerción. En materia de agua, la autonomía ciudadana fue transferida a los especialistas que, entonces, eran los encargados de garantizar el crecimiento en función del proyecto revolucionario.

			Esta estructura de dominación en torno al Proyecto Nacional, que tenía al Estado como garantía del bienestar general, comenzó a resquebrajarse a fines de los años sesenta. Para esta época, la edad de oro capitalista –a nivel mundial– entra en crisis y, con ella, el proyecto que guiaba el crecimiento de México; lo cual se tradujo en una creciente pérdida de control de la función desarrollista-intervencionista por parte del Estado, lo que ocasionó un creciente debilitamiento de la articulación de sus habitantes a las nuevas condiciones del capitalismo mundial, cada vez más transnacional.16 

			En México, las crisis del Estado se derivan del endeudamiento masivo de los años setenta para potenciar la industria del petróleo entonces en auge y de la imposibilidad de pagarla por la sustantiva y creciente deuda interna; lo que condujo a la posterior implementación de las medidas de liberalización de los mercados y de las políticas monetarias decretadas por el consenso de Washington, al proceso de achicamiento del Estado y al modelo democratizador-privatizador propio de la ideología neoliberal predominante en los años noventa. De esta manera, las crisis económicas de 1982, 1986 y 1994 condicionaron las medidas de austeridad y una nueva era de legitimidad para el gobierno federal: una legitimidad que, en principio, exigía la inclusión de los estados y los municipios. 

			El debilitamiento de la hegemonía social del Proyecto Nacional sobre la coalición empresarios-obreros-campesinos-Estado se expresa en dos escalas sociales durante las décadas de los setenta y de los ochenta: a) en la dimensión del control territorial; esto es, en la capacidad del Estado de instalar y de reproducir un orden social a partir del cual se garanticen las condiciones materiales para la reproducción social de los habitantes de un territorio;17 b) en la dimensión social, que connota la función estatal de regular y fortalecer aquellas relaciones y procesos sociales mediante los cuales se construyen identidades sociales y se produce la incorporación de individuos al proyecto de nación.18

			Las crisis refuerzan la necesidad de racionalizar la gestión del agua, entre otros. Así es como durante los sexenios siguientes una parte importante del desafío que afronta el Estado es la intensificación de las políticas urbanas que conduzcan a la descentralización de la población y a un desarrollo regional más igualitario y homogéneo. En materia de agua, el diagnóstico establecía: a) la creciente escasez e inequidad en el acceso al recurso; b) la cultura del despilfarro; c) la contaminación y sobreexplotación; d) la necesidad de consolidar la valorización económica del agua, y e) la necesidad de involucrar a la sociedad en el uso del recurso.19 Lo anterior se tradujo en la necesidad de una planificación que refuerce la descentralización y la desconcentración de la gestión del recurso. 

			El aspecto más relevante en la política fue la decisión de descentralizar el recurso, al transformar el artículo 115 constitucional en 198320 y crear un órgano para la realización de esta tarea: la Comisión Nacional del Agua (cna) –actualmente Conagua–, que fue creada en 1989 como un organismo desconcentrado de la entonces Semarnap (actualmente Secretaría de Recursos Naturales), la cual administraba alrededor del 80% del presupuesto destinado a la secretaría.

			Para enfrenar la situación de crisis del recurso, la cna propuso en este documento la total descentralización, la autonomía y el impulso a la participación privada (pp) de los servicios.21 En opinión de Castro, se suponía que la inserción de la participación privada en los servicios de agua potable y saneamiento contribuiría a la:




			Introducción de la competencia y de las habilidades administrativas, para la mejora de las eficiencias canalizar inversión privada para modernizar el sector ayudar a reducir el déficit público, mejorar la calidad de los servicios, extender el acceso a los pobres, y reducir la desigualdad social, y contribuir al proceso de democratización en los países en desarrollo.22

			


Así, en México, en materia de agua, se optó por una combinación de estas dos formas de regulación: con base en la Ley de Aguas Nacionales y su reglamento, en normas ecológicas y en la Ley Federal de Derechos, en la cual se establecen los precios y las tarifas por el uso del recurso y las descargas de agua residuales en cuerpos receptores de propiedad nacional.23 El esquema de carácter fiscal de la Ley Federal de Derecho atañe a la política financiera, al concepto de pago de derechos y, en general, a la estructura tributaria en materia de agua; centra su objetivo en lograr una administración eficiente del agua, inducir la participación del sector privado en el financiamiento de proyectos de infraestructura hidráulica, aumentar la participación de los usuarios del agua en los costos de aprovechamiento y conservación, fortalecer la obligación del pago de cuotas y establecer el monto, las formas y condiciones de recuperación de la inversión federal en obras de infraestructura hidráulica.24

			Bajo este paradigma surge la creación de los organismos operadores25 de carácter municipal y estatal para la gestión del agua y se sigue fortaleciendo la legislación tendiente al aprovechamiento racional y la preservación del agua en el país. Así, en 1990, se modificó la Ley Federal de Derechos en la parte relativa a la Comisión Nacional del Agua: actualizó las cuotas por derechos en materia de agua y suprimió los tratamientos diferenciales que ya no se justificaban a través de la reubicación de la zona de disponibilidad, lo que implicó un incremento de los derechos.26 En 1991 se volvió a modificar para considerar el cobro por descarga de aguas residuales contaminadas;27 un año después las modificaciones legales antes listadas fueron reforzadas por el cambio más radical encabezado hasta ahora por el obierno mexicano a la legislación en materia de agua y tierra: la reforma al artículo 27 constitucional, la cual finalizó el reparto agrario y construyó la capacidad de generar mercados de agua y tierra, que, si bien habían empezado a gestarse antes del cambio legal, se potenciaron a partir de éste en dimensiones como la agroproductiva y la de los servicios públicos (como agua potable y el saneamiento). Para la organización de las extracciones, y con vistas a un futuro mercado de agua, en 1993 se instituyó en México el Registro Público de Derechos de Agua (Repda).28 

			Por otra parte, con la intención de desconcentrar el recurso, a lo largo de 1997 se realizaron las modificaciones pertinentes a las leyes estatales de agua, y en diciembre de ese año, en 17 estados29 de los 32 que constituyen el territorio de México, se reformó la legislación correspondiente para constituirse en el marco legal y regulatorio de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento a ese nivel estatal. 

			En 1999 se reformó nuevamente el artículo 115 para fortalecer la libertad de los municipios. De estas últimas reformas destaca la que estipula que se requiere de una concesión para que un particular se haga cargo de servicios públicos como el drenaje y tratamiento de aguas residuales; asimismo, elimina la concurrencia de los estados en la prestación de los servicios, a menos que sea solicitada por el ayuntamiento de forma temporal; ratifica la libertad de coordinación y de asociación entre municipios para la prestación de servicios, y establece la facultad municipal de aprobar disposiciones administrativas generales que regulen los servicios públicos. 

			En mayo del 2004, durante el sexenio de Vicente Fox Quesada (2000-2004), se desarrollan las últimas reformas realizadas a la Ley de Aguas Nacionales, que apuntan a acelerar y a profundizar el proceso de descentralización de la gestión de los recursos hídricos con base en las cuencas hidrológicas, así como las capacidades del sector privado de asumir la gestión del recurso. 

			Esta reforma intentó, entre otros puntos, orientar los esfuerzos del Estado y de la sociedad civil para atacar los graves problemas que México enfrentó en este periodo en materia de gestión de los recursos hídricos, y, principalmente, la sustentabilidad del recurso, la sobreexplotación, la falta de financiamiento para el abastecimiento y el mejoramiento de la calidad del agua, así como la vigilancia del cumplimiento de la normatividad en materia de aguas que le corresponde, en última instancia, a la Conagua; también profundiza sobre las dos piedras angulares en las que cree que descansa la solución: la construcción de una normatividad para la descentralización de la gestión del recurso y la apertura a la participación de nuevos actores sociales; lo cual se llevará a cabo a través de la creación de distintos organismos que operarán a diferentes escalas territoriales para encauzar la gobernabilidad y la gobernanza del recurso; para lograrlo, se asume la cuenca como la unidad que ordene y guíe la participación.

			Las transformaciones hasta aquí referidas nos muestran una reestructuración del proyecto nacional realizado desde las esferas del gobierno, la Conagua específicamente, pero que construye nuevamente no una ciudadanía de derechos, sino una de ciudadano apegado a los derechos del mercado y, en este sentido, se apela a su participación y a la corresponsabilidad.

			El tema de la participación se ha constituido en una cuestión recurrente en México, no sólo por las presiones de los organismos financieros internacionales, que exigen contar con la participación de los usuarios en los programas y políticas de modernización del sector para el otorgamiento de los créditos30 o por las exigencias de la ley, sino también por la creciente demanda social de participar.31 En un sentido amplio, podemos decir que la participación es el mecanismo por el que los distintos actores (stakeholders) que habitan o desarrollan sus actividades productivas, sociales, profesionales, comerciales y demás en la cuenca, el acuífero, el distrito de riego, el organismo operador, entre otros, tienen influencia parcial o total en una o varias fases de la política hidráulica: en la toma de decisiones que afectan los recursos hídricos, en la implementación de las decisiones adoptadas y en su evaluación. Esta influencia puede variar desde la información de las autoridades a los usuarios, la consulta a los interesados, la invitación a la deliberación sobre las opciones a seguir, hasta la decisión conjunta sobre los cursos de acción.32

			Pero nuevamente tenemos que esta participación que se espera de la población como ciudadano, no constituye una construcción autónoma por parte del individuo: lo que realmente se busca es la legitimación del nuevo proyecto nacional. De esta manera, la corresponsabilidad buscada, en realidad, es la construcción de una obediencia subordinada a la autoridad, en la medida en que no se construyen las capacidades reales de discusión bis a bis. En la actualidad, las instancias de representación que operaron por mucho tiempo -organizaciones campesinas, autoridades ejidales, organizaciones profesionales y sectoriales, organizaciones patronales, los partidos- están en crisis y la participación ciudadana en organizaciones fuertes es aún un proceso en construcción. Asimismo existe una gran desconfianza en las autoridades e instituciones en general, lo que dificulta aún más la participación y contar con representantes legítimos en estos espacios mixtos que se están constituyendo.33

			La transformación de la identidad ciudadana pasó de ciudadano-cliente que, en la medida en que se subordinara a los canales institucionales creados para sus demandas (lo que reprodujo y recreó hasta en los más recónditos lugares una cultura política específica) a ciudadano-consumidor, el cual está coercionado económicamente para la concientización de la racionalización del recurso. Se produce, entonces, la participación no autónoma, sino subordinada del ciudadano para completar la subordinación del hombre al ciudadano, en tanto la corresponsabilidad apela a la conciencia de cerrar el grifo que encubre en definitiva un intercambio desigual.

			Por lo anterior aparece la lucha social como contrapartida de la participación ciudadana, que representa la expresión de abajo hacia arriba del intento de obtener una participación más equitativa, como expresión de una conciencia ciudadana que realiza un ejercicio de poder.




			Las luchas sociales en torno al agua y construcción de ciudadanía

			Como hemos visto, la construcción de la identidad ciudadana en México ha pasado por diversas etapas: desde la subordinación clientelar a un proyecto nacional hasta el intento de disciplinamiento a la subordinación a las reglas del mercado. A pesar de las transformaciones mencionadas, los derechos de ciudadanía sólo resultan garantizados a través de la lucha; por lo que las luchas y su evolución forman parte de la construcción de una ciudadanía cada vez más consciente de sus derechos y de su poder.

			Para avanzar en el conocimiento de las transformaciones ocurridas en estas luchas se construyeron tres bases de datos hemerográficas, en las que la unidad de registro es la acción de lucha, definida como como el encuentro de dos voluntades confrontadas. En este sentido, el observable es el momento de una acción que intenta imponer la propia voluntad o defenderse del avance de esa voluntad.

			Comenzaremos, en primer lugar, por analizar las acciones utilizadas por los individuos-ciudadanos. Estas acciones de lucha pueden ser implementadas dentro del orden jurídico o fuera de él: cuando los individuos hacen uso de sus derechos ciudadanos frente a las autoridades competentes para hacer responder sus peticiones o, por otro lado, cuando comienzan a organizarse con base en sus necesidades con acciones propias del repertorio cultural a su alcance.34

			Por otra parte, consideramos que la acción de lucha parte de la comprensión de un conflicto que es imposible que se resuelva de otra forma si no es con la utilización de algún grado de fuerza moral y material. De esta manera se comprende que en un enfrentamiento intervengan distintos tipos de acción con diferentes gradientes en la utilización de la fuerza física y moral. Podemos decir que el más bajo grado de utilización de la fuerza es la manifestación de una inconformidad a través de la queja, la crítica y la advertencia, ya que éstas suponen la demostración (verbal o escrita) de un problema que es percibido como tal. Cuando a esta queja se le agrega lo que se necesita para subsanar esa inconformidad, se convierte en un pedido: las personas piden (solicitan, reclaman, demandan -no legalmente-, apremian, exigen) cuando entienden y logran expresar qué es lo que necesitan para solucionar su problema en relación al recurso agua; entienden qué es o cuál es la causa que origina el malestar. Lo opuesto a pedir es rechazar lo que se tiene o lo que se intenta instalar. Por ello, el rechazo es una acción verbal de lucha por negación a lo que se ha desarrollado hasta entonces. La inconformidad se convierte en una denuncia cuando se conoce y se expresa el origen o la causa de la inconformidad, cuando los ciudadanos sabe quién es el responsable o el motivo por el cual existe desequilibrio o injusticia.

			Ahora bien, todas estas acciones se mantienen en la esfera del reconocimiento público y bajo la idea o la creencia de que existe alguien que puede dar solución a la problemática planteada. Pero, si se quiebra la creencia de que existe un tercero que solucione, entonces la denuncia progresa en la necesidad de realizar acciones, por propia cuenta, que modifiquen el estado actual de la situación que produce inconformidad; tenemos, entonces, la aparición de la acción directa bajo dos formas: a través de la intervención de la acción judicial o legal (cortes de suministro de agua, corte de suministro de energía eléctrica que redunda en cortes de agua, acciones judiciales, administrativas, tribunal agrario, entre otros), o a través de la acción de protesta (bloqueos, manifestaciones, tomas, cierre de válvulas, no pago del servicio en manifestación de protesta, por mencionar algunos).

			Podríamos decir que los diferentes gradientes en el uso de la fuerza (moral y física) están en correspondencia con el grado de conciencia acerca de su condición de ciudadanos. En el proceso de construcción de conocimiento sobre las luchas por el agua hay, de manera genérica (los procesos no son lineales ni secuenciales), un primer momento en el que los problemas son percibidos. Aparece el qué: la idea de desequilibrio e injusticia a través de una expresión de inconformidad. Una vez percibido el problema, se buscan las causas que lo originan y aparece la denuncia como ejercicio de una presión. La denuncia es la explicitación del quién. Finalmente aparece el qué hacer, que comienza a construir las armas a través de los recursos materiales y los recursos morales para construir lo que se desea. Enseguida surgen las acciones directas, en las que el cuerpo adquiere la inmediatez del instrumento de lucha. Este gradiente en las formas de accionar para la resolución de un problema sentido nos indica que, a mayor capacidad de conceptualización acerca de los motivos que originan los problemas, mejores son las capacidades de gestionar el recurso y de conocer a quién dirigirse ante el agravio. De esta manera tendríamos que en el proceso de construcción de ciudadanía aparecen diferentes formas en las que los ciudadanos luchan por la amplia inclusión de sus derechos.

			En este sentido, si volvemos a clasificar nuestras acciones al unir todas las expresiones de inconformidad y al separarlas de las estrategias vinculadas mayormente a la acción de lucha, tenemos lo siguiente:




			Gráfica 1

			 Acciones de luchas en el tiempo.35
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Tenemos, entonces, cómo se expresan los diferentes conflictos en relación al nivel de conciencia de las luchas. En este sentido, la expresión de inconformidad aumenta año con año, lo que puede deberse a que cada vez existe mayor posibilidad de generar una visibilidad sobre la problemática del agua. También aumentaron en 2000 y 2010 las acciones directas, mientras que la presión ha disminuido dramáticamente a través de denuncias. En definitiva, lo que se observa en la gráfica es una transformación radical a partir del año 2000, en el que comienza la alternancia democrática. Aumentan las expresiones de inconformidad, por un lado, y aumentan las acciones directas por el otro. 

			La ciudadanía aparece entonces como un elemento de conciencia en relación a su posición relativa frente al Estado. Para 1990, el ejercicio de presión a través de la denuncia aparece como la forma de confrontación más importante y, por lo tanto, se presume que hay una creencia sobre que existe un interlocutor válido ante quien interponer la denuncia o, dicho de otro modo, el acto de denuncia supone la existencia de un interlocutor válido que pueda promover las demandas ciudadanas. 

			Para 2000 y 2010 esta creencia se quiebra y aparece de manera más marcada la acción directa. La acción directa supone por el lado de la sociedad civil la toma de conciencia acerca de la inexistencia (o al menos ineficacia) de los canales tradicionales para dirimir las demandas ciudadanas y la necesidad de utilizar la fuerza propia como alternativa válida. Y, por el lado del gobierno, la necesidad de apelar cada vez más a la coerción directa debido a la ruptura de los canales tradicionales de solución de conflicto. 

			Por lo tanto, para estos años aparece con mayor claridad la tendencia a hacer más visible el conflicto y a expresar de manera más directa la inconformidad en relación con los derechos de ciudadanía en torno al agua: hay una concientización acerca de que sólo las fuerzas propias (y no el aparato o los funcionarios del Estado) logran reajustar el equilibrio perdido. De igual manera, los problemas o los agravios por los cuales la población realiza acciones de lucha se presentan de diversas formas, o, lo que es lo mismo, apelan a diferentes gradientes en la toma de conciencia de la fuerza propia. En el primer plano encontramos que entre los problemas por los cuales las personas se movilizan y buscan una solución se encuentran aquellos que tienen que ver principalmente con la falta de agua. La falta de agua en sí misma es un problema que tiene a su vez una causa anterior que puede ser el corte de suministro por reparaciones a la infraestructura (en general se averían los pozos, se corta la luz eléctrica, se dan mantenimiento a las presas) lo que ocasiona el corte o la disminución del suministro por algún tiempo. Si no es debidamente dirigido por las instancias correspondientes, puede ocasionar movilizaciones por parte de los ciudadanos. Una segunda causa de la falta de agua es la falta de inversión en la infraestructura. De igual manera encontramos que esta falla genera descontento, ya que esto provocó en general, suspensiones más prolongadas del suministro. Tanto la reparación como la inversión en nueva infraestructura configuran lo que hemos denominado falta de inversión en infraestructura, como el agravio por el cual se manifiestan los actores sociales.

			También existe una percepción del deterioro en la cantidad de agua recibida, debido a construcciones que afectan la disponibilidad del recurso de los que llegaron primero al lugar; en este sentido, cuando se decide realizar un tandeo en las colonias, por lo general se acciona con base en una decisión que, si no es consensuada con los vecinos, puede generar malestar. En esta línea, las decisiones sobre construcciones, trasvases o suspensión de agua tomadas sin el consentimiento o conocimiento de los vecinos también producen agravios: llamamos a estos agravios políticas de distribución y uso del recurso, lo que, a su vez, está relacionado –como habíamos adelantado– con la falta de agua por al uso político o corrupto del agua.

			Otro de los problemas por los que se manifiesta la gente está relacionado con el cobro o pago del agua cuando éste disminuye si el sujeto es o no organismo gubernamental. En general puede decirse que la sociedad civil se queja por el cobro del agua y las autoridades gubernamentales por la falta de pago. Pero el cobro del agua, en realidad, se convierte en un agravio cuando existe una distribución inequitativa o un servicio que no justifica el pago, o cuando existe un uso político o fraudulento del dinero. En este sentido, creemos que se levanta la queja cuando la construcción ciudadana se realiza exclusivamente sobre la base de un disciplinamiento que se quiere imponer, sin haber realizado ni construido los canales correspondientes para que exista una corresponsabilidad en torno al recurso. En este sentido, el disciplinamiento y su posterior criminalización se realizan unidireccionalmente y ocasiona que los ciudadanos las perciban como injustas y, por lo tanto, que se manifiesten en contra.

			Por último tenemos las inundaciones, la sequía y la contaminación como los problemas que, si bien parecieran ser naturales, tienen una profunda causa social y los hemos llamado capacidad de gestión de riesgos: configuran justamente la capacidad política y social de tomar decisiones; construyen una defensa posible ante los diferentes infortunios de la naturaleza. 

			Veamos ahora cómo se configuran estos agravios a lo largo de los cortes temporales analizados.




			Gráfica 2

			Evolución de los problemas sentidos como agravios.36
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Ahora bien, si observamos la forma en la que se han transformado los problemas que conducen a la conflictividad, vemos que la variación más notoria a lo largo de las décadas fue en relación con los conflictos sobre la distribución y los usos que se realiza del agua. Pareciera que en los últimos años ha aumentado significativamente la proporción de personas que consideran que es injusta la forma en cómo se distribuye el agua, ya que es una tendencia en aumento: las acciones de enfrentamiento realizadas forman parte de la lucha en contra del modo en que el Estado o una fracción del mismo distribuye el agua. Son luchas por el gobierno del agua en tanto se comprende que no es la escasez por sí misma el problema, sino el modo en cómo se gobiernan los recursos escasos lo que genera el conflicto.

			Por otra parte, también es notable el aumento en la gestión de riesgos, ya que se han dado varios casos en 2010 de inundaciones y malos manejos de las políticas que evitan las inundaciones, como es el caso de las inundaciones con aguas negras por la ruptura del canal de Charco, la ruptura del río los Remedios en la delegación Gustavo A. Madero, las inundaciones en Tabasco y la falta de previsión de la época de canales y los desfogues de las presas en el norte del país, conflictos que enfrentaron a distintas dependencias del gobierno entre sí. Estos aumentos en la intensidad del conflicto sobre a la distribución y gestión de los recursos se realizan en detrimento de los otros problemas que, en proporción, han disminuido su magnitud, como la disminución relativa que han tenido los problemas del cobro del servicio y la inversión de infraestructura. Sin embargo, el problema de gestión de riesgos está directamente relacionado con la inversión en infraestructura, pero se muestra como gestión de riesgo porque lo que aparece como más evidente es la falta de voluntad política para gestionar el riesgo que esto provoca.




			Conflictos por el agua, toma de conciencia y construcción de ciudadanía 

			Hemos visto cómo se produce teóricamente la idea de ciudadanía y la construcción de identidad ciudadana, en relación con los derechos universales de agua y servicios esenciales derivados, además de su contradicción fundamental con las formas en que se abastece actualmente de agua a la población. 

			El acceso al agua en México está formalmente garantizado como un bien público universal en el artículo 27 de la Constitución, que no sólo le otorgó a la ciudadanía los derechos, sino que proclamó al Estado como el garante de estos bienes. Sin embargo, a pesar de los principios establecidos, las políticas que siguieron e institucionalizaron al Estado posrevolucionario se caracterizaron como dinámicas internas de inequidad; estas dinámicas excluyeron a la población de los servicios básicos en tanto mecanismo de construcción de ciudadanía. Efectivamente desde 1980 el Estado mexicano ha adoptado progresivamente políticas de corte neoliberal al minimizar su capacidad para conducir y organizar el bienestar general. Ante la pérdida de esta capacidad podría pensarse que ya no es el Estado el garante de la ampliación de los derechos de servicios de agua, sino, en realidad, es la acción directa por parte de la población la que les permite acceder a estas prebendas.

			Por lo tanto, las luchas observadas constituyen mecanismos de confrontación entre un modelo de organización social que intenta incluir cada vez más habitantes en la esfera de las garantías ciudadanas y una estructura sistémica excluyente del territorio de la ciudadanía, que se ha exacerbado desde las reformas neoliberales implementadas desde 1980.37

			Por esto, consideramos a las luchas en torno al agua como un síntoma de la incapacidad por parte del Estado de otorgar las garantías mínimas de ciudadanización a sus habitantes. Y vemos, finalmente, que cada una de las acciones comprometidas en las luchas y los problemas que instalan esas acciones tiene que ver con una relación determinada entre Estado y la sociedad.




			Gráfica 3

			Las distintas acciones de lucha en relación al problema.38
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Si observamos las acciones directas, el pago del servicio y el disciplinamiento ante esta acción es donde se observa más de la mitad de las acciones de lucha. Estas acciones son realizadas por parte de los diferentes organismos del Estado y por parte de la ciudadanía que se niega a subordinar su identidad a una relación comercial. Este es el efecto del pasaje de una relación clientelar a una relación de Estado proveedor-ciudadano consumidor, en el que se apela a la corresponsabilidad.

			Por su parte, la utilización de la acción directa también surge, fundamentalmente, por parte de la ciudadanía en las políticas de distribución y uso. En esta problemática, las acciones directas llegan a un 43% del total de las acciones realizadas en función de esta problemática y consideramos aquí se expresa otra de las contradicciones de la relación Estado-sociedad: la incapacidad gubernamental de construir una relación equilibrada entre los ciudadanos y su acceso al agua.

			Finalmente, en los problemas derivados de la gestión de riesgos y de la falta de inversión en infraestructura prevalece la denuncia como forma de lucha. Lo que nos lleva a considerar que es la forma en la que se apela al Estado como interlocutor. En estos problemas, el Estado todavía tiene la injerencia y las capacidades para la resolución de problemas; por lo tanto, se apela a la denuncia como mecanismo de solución de los mismos.




			Conclusiones

			Durante la construcción histórica del Estado nación mexicano, se ha pasado de la apelación a la idea de identidad ciudadana homogénea y cada vez más dependiente de las determinaciones desde arriba, que subsume su poder político a una estructura corporativo-sindical, a un modelo que, al achicar al Estado, lo desliga de las relaciones paternalistas y clientelares y propone en su reemplazo una ciudadanía corresponsable. La corresponsabilidad ciudadana pasa no por la apelación a una identidad ciudadana, sino, en realidad, a la subordinación de la identidad ciudadana al mercado, que instala en el consumo y en la capacidad de pago el derecho a pertenecer. Ante estos modelos, profundamente excluyentes, la ciudadanía construye alternativas de lucha que han variado en relación con las distintas alternativas relaciones Estado-sociedad propuestas. Por lo anterior, las luchas observadas constituyen mecanismos de confrontación ante modelos de organización social excluyente del territorio de la ciudadanía.

			La evolución de las acciones de lucha observadas como denuncia-ejercicio de presión y de la acción directa nos pueden dar una pista sobre esta transformación en la confrontación: pasamos de una forma de lucha en la que se apela al Estado como garante y posibilitador de la ampliación formal del estatus ciudadano a una acción directa cada vez más representativa de las acciones de lucha en la que se desplaza la posibilidad de participación estatal por el uso del propio cuerpo como constructor de una alternativa más equitativa.

			Por otra parte, el uso de la acción directa, si bien está cada vez más extendido, no se observa homogéneamente en todos los problemas; en realidad, existen determinadas confrontaciones que llevan con más determinación al uso de la acción directa. Tenemos, entonces, que la subordinación del pago por el servicio genera la mayor cantidad de acciones directas: una forma de confrontación con la identidad ciudadana que se intenta establecer a partir de la instalación de las medidas neoliberales de las últimas décadas. Por su parte, la forma en la que se distribuye el recurso también apela al uso de la acción directa; podemos considerar que es la pérdida de los canales con que tradicionalmente se dirimían los conflictos en este proceso de achicamiento y democratización del Estado lo que produce que la ciudadanía apele al uso del propio cuerpo como mecanismo equilibrador de las relaciones entre ciudadanos y con el agua. Son, en definitiva, procesos de toma de conocimiento y de confrontación sobre el Estado de las relaciones y de la propia capacidad de instalar una determinación; constituyen la otra cara de la corresponsabilidad, lo que supone una transformación en las formas en que los ciudadanos se relacionan con el Estado y asumen la construcción de ciudadanía en sus propias manos. 

			Finalmente, podemos decir que la observación de los desequilibrios vividos como injusticia social y ambiental refuerzan la necesidad de luchar por obtener derechos de ciudadanía. De esta manera, el ciudadano no es un hecho dado de una vez por todas, no es un producto con marca de nacimiento, sino que es una construcción social en constante evolución. Esta evolución está marcada por las formas en las que se producen las confrontaciones sociales que construyen una territorialidad en la que el agua forma parte cada vez más esencial de esta lucha de poder.

			Estas luchas nos muestran la posición relativa de los ciudadanos en relación con el Estado y, por lo tanto, nos demuestran que en su desenvolvimiento ha sido incapaz de generar las condiciones básicas de disfrute de los derechos sociales por lo que los ciudadanos construyen alternativas de lucha a partir de la toma de conciencia de sus propias fuerzas.
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Introducción

			Los planificadores y los constructores de infraestructuras suelen creer que el territorio no tiene historia y que éste es semejante a una hoja en blanco sobre la cual se traza el nuevo proyecto. Sin embargo, el territorio es un palimpsesto vivo, un conjunto de relaciones de poder sedimentadas en el espacio, una realidad material que en sí misma expresa y reproduce un conjunto de relaciones sociales en tensión, conflicto o cooperación. La materialidad de un territorio, además, no es algo estático, sino que se encuentra en proceso de transformación constante. Ambos elementos, la estructura y la dinámica del territorio, son pensados e imaginados por cada uno de los agentes sociales que habitan y actúan sobre ese territorio al apropiarse del mismo o de alguna de sus porciones o componentes. Esto equivale a decir que cada agente tiene simultáneamente una apropiación simbólica y estratégica del territorio en su presente y una imagen del mismo hacia un futuro deseable.2 Cada agente construye esta representación del territorio a partir de sus intereses y sus valores. Cada agente (individual o colectivo) se encuentra inmerso en una situación específica que es la que le plantea oportunidades determinadas y ante la cual construye una apuesta de sí mismo y de su relación con los demás a través del territorio.

			¿Qué hay en la memoria colectiva de los agentes sociales que se reproducen y actúan a través de las múltiples apropiaciones de un territorio? Eso es lo que los planificadores deben conocer antes de diseñar un proyecto que suponen benéfico para cualquier población, ya que todo nuevo proyecto suscita reacciones de los actores que serán afectados positiva y negativamente en su simbiosis con el territorio.3 Las reacciones defensivas suelen ocurrir incluso antes de que el proyecto inicie, apenas cuando se corre el rumor de que algo se modificará, o bien cuando ya existe el proyecto, pero no es público. En todos estos casos, se puede gestar y desatar un conflicto social cuya solución requiera de la intervención de instancias mediadoras o de espacios de negociación. Hay que decir que los sistemas de representación política suelen no ser los ámbitos óptimos para la resolución de estos conflictos. 

			Los nuevos sistemas de representación de intereses especializados (como los consejos de cuenca, los comités de cuenca, los consejos técnicos de aguas subterráneas, por mencionar únicamente los sistemas de representación de intereses hídricos) también enfrentan una serie de limitaciones.4 Cuando los conflictos no se resuelven dentro de estos espacios en los que dialogan los representantes de los intereses en juego, entonces suelen llegar hasta otro tipo de espacios como la denuncia mediática a través de acciones de impacto simbólico que permiten atraer la atención pública sobre su causa, o bien la mesa de negociación en la que intervienen las instancias de los gobiernos federales o de los gobiernos locales. Y, en cada vez más ocasiones, los conflictos o las diferencias son llevados a los tribunales y, en última instancia, pueden convertirse en controversias constitucionales. 

			En este sentido, la elaboración de un plan maestro de rescate de un río constituye un espacio de previsión-anticipación a los conflictos potenciales, ya que incorpora en el diseño mismo del proyecto los puntos de vista y las representaciones sociales de los diferentes actores del territorio sobre el cual se efectuará la intervención. Hablamos, evidentemente, de un plan maestro multidisciplinario y participativo, no de los tradicionales planes maestros que eran elaborados desde una sola perspectiva disciplinar (ingeniería civil o hidráulica). Este nuevo tipo de planeación comienza a existir en México durante la primera década del siglo xxi. Los enfoques actuales de restauración y de rehabilitación de ríos urbanos no se restringen a proyectos de saneamiento y de captación de agua para aumentar el abastecimiento a las ciudades; en realidad, estas iniciativas se vinculan a proyectos económicos de desarrollo urbano, mejoramiento del paisaje, desarrollo de parques lineales, recuperación del patrimonio histórico y espacio público, entre otros. Se trata de proyectos multiobjetivo que requieren de la participación activa y comprometida de los distintos actores que habitan y usan la cuenca del río que será intervenido.5

			En el presente documento exponemos cómo un proceso de planeación participativa se enfrenta al desafío de entender e integrar las representaciones sociales de una pluralidad de actores. El estudio de caso sobre el cual realizamos nuestro análisis fue la elaboración del Plan maestro de manejo integral y aprovechamiento sustentable de la cuenca del río Magdalena,6 Distrito Federal. Ambos autores formamos parte de la coordinación académica del proyecto a lo largo de 14 meses (de noviembre de 2007 a diciembre de 2008), periodo en el que se reunió material para organizar e interpretar las diferentes representaciones territoriales que existían sobre el río.

			Este capítulo está organizado en tres partes: la primera es una aproximación conceptual a las representaciones sociales del territorio; el segundo apartado es la descripción y el análisis de las representaciones identificadas durante el proceso de elaboración del Plan maestro del río Magdalena, para lo cual se describe a los actores sociales de la cuenca y a sus respectivas estrategias discursivas. La tercera parte es una reflexión sobre los desafíos implicados al integrar perspectivas diferentes y representaciones sociales que pueden llegar a ser antagónicas. 




			¿Un mismo río para todos? Representaciones sociales del territorio

			Thomas Kuhn se pregunta en su artículo “Las ciencias naturales y humanas”7 si el cielo es el mismo para los griegos de la época clásica que para nosotros. Después de una reflexión sobre la dependencia teórica de la observación, termina afirmando que no: son cielos diferentes porque los diferentes conceptos y las diferentes teorías crean distancias cognitivas entre las observaciones griegas y las nuestras. La observación no es un proceso neutral, ya que está cargada de una serie de valoraciones, conocimientos prácticos y conceptos que le dan sentido. De la misma manera, sería adecuado preguntarnos si todos los habitantes de una ciudad ven un río de la misma manera.

			El enfoque científico más recurrente para delimitar el espacio geográfico ocupado por un río toma como base el parteaguas natural de su cuenca; es decir, la superficie donde todos los escurrimientos desembocan y forman el cuerpo de agua principal. Ahora bien, cuando es urbano, es recurrente utilizar métodos híbridos que consideran el trazo de la poligonal de acuerdo al grado de alteración que ha tenido en la ciudad, ya que el río puede estar incorporado a la red de drenaje, entubado o canalizado.

			El territorio es la entidad espacio-temporal apropiada y valorada por un grupo social para satisfacer sus necesidades.8 El territorio no es el reflejo del espacio-tiempo, es una construcción sesgada por el proyecto trascendente que tiene el autor de la descripción y de una mirada particular que lo transforma, selecciona, recorta y discrimina elementos para crear una descripción inteligible y verosímil.9

			Los aspectos materiales del territorio, la disputa por su posesión, sus usos sociales y sus diferentes connotaciones simbólicas generan un entramado complejo de relaciones plasmadas físicamente en su estructura, en su funcionamiento y en las imágenes sobre el presente y el futuro que los actores se hacen sobre el mismo. Se trata de una realidad múltiple y en tensión, simultáneamente material y simbólica. Por ello, cuando se intentan modificar las tendencias negativas que ponen en riesgo su continuidad (como la contaminación o la desecación de un río) es importante entender y actuar sobre todas las dimensiones implicadas.

			Los aspectos materiales de un territorio son todos aquellos procesos y recursos naturales modificados por la actividad humana, así como el sistema de objetos físicos producidos por el trabajo y el avance tecnológico acumulado.10 La dimensión física de un río urbano abarca el suelo y sus procesos degradativos, la orografía, el régimen de lluvias, el flujo de agua subterránea y superficial, las comunidades vegetales y arbóreas, la flora, la fauna, las presas, el sistema de drenaje urbano, las plantas de tratamiento, las potabilizadoras y cualquier otro tipo de obra hidráulica que altera su funcionamiento natural. El patrimonio cultural objetivado como las edificaciones arquitectónicas históricas y próximas al cauce pueden ser tomadas en cuenta en esta dimensión, al igual que la vivienda y el desarrollo inmobiliario ubicado en la cuenca, especialmente el que se encuentra a las orillas del cuerpo de agua principal. Los aspectos materiales no son inertes: permiten o restringen la realización de ciertas prácticas humanas.11

			Los usos sociales del territorio conllevan un sistema de acciones que consolidan y alteran su estructura y su dinámica, por lo que su conocimiento profundo no puede omitir la comprensión de las prácticas y los usos que lo construyen socialmente. Por el contrario, cuando no se toma en cuenta la relación entre la acción social, sus representaciones y la materialidad del territorio, parecería que el territorio es una entidad inmutable y naturalmente dada, lo que oculta el papel activo de los sujetos sociales en su construcción y en las relaciones sociales inscritas, expresadas y reproducidas en su configuración material y en su funcionamiento. Dicho con otras palabras, detrás de cada territorio se encuentran varios órdenes sociales en conflicto y en cooperación.

			En general, puede decirse que los principales usos y disputas por un río urbano tienen que ver con el control de los recursos naturales, particularmente del agua como una fuente de abastecimiento para las comunidades locales. En esta disputa, se encuentran todos los usuarios asentados a lo largo del cauce: quienes lo utilizan como fuente de riego, para su potabilización o como fuente de energía eléctrica.12

			La dimensión simbólica del territorio incluye las creencias, valoraciones y significados que orientan el sistema de acciones de un grupo social. En torno a los símbolos con los que se representan los elementos de un territorio convergen las expectativas, los sueños, las esperanzas, los afectos y las historias comunes que le permiten a los sujetos individuales tener una relación particular con los demás y con el espacio.13 La construcción simbólica del territorio necesariamente es un lugar de comunión y de cohesión social. 

			Sin embargo, los actores sociales que habitan un territorio tienen distintas representaciones simbólicas que fundamentan significativamente los usos y la realización de sus prácticas sociales. La representación no es una descripción fija de la entidad espaciotemporal que pretende incluir y copiar la totalidad de sus elementos como aparentemente lo hace una fotografía, sino que es una representación-herramienta con una intencionalidad implícita, legible, descifrable en el contexto de un campo social que la produce y que le otorga credibilidad, legitimidad y verosimilitud.14 Por ello, la construcción simbólica del territorio no consiste solamente en la creación de un discurso para que un grupo social se reconozca como una colectividad unida por una misma suerte o un mismo destino histórico, sino que también expresa las rivalidades que ponen en peligro su continuidad y permanencia.15 La relación entre estas diferentes construcciones simbólicas no es un diálogo neutro y simple, sino que expresa las tensiones derivadas de los intereses y valores de los actores colectivos e individuales. Cada uno de ellos busca que su versión del territorio sea la legítimamente aceptada, es decir, hegemónica, ya que a partir de ésta se instaura una versión común de la historia, una manera socialmente aceptada de habitarlo y la definición pública de sus usos permitidos. 




			Actores sociales y representaciones territoriales en el rescate del río Magdalena16

			En la ciudad de México, el río Magdalena ha llamado desde hace décadas la atención de autoridades delegacionales, urbanistas y arquitectos; sin embargo, no fue sino hasta 2006 que, por iniciativa de la sociedad civil y la Universidad Nacional Autónoma de México, entró en la agenda del Gobierno del Distrito Federal y se propuso convertirlo en el primer proyecto de rehabilitación de ríos urbanos en la capital. Este río fue elegido porque, a pesar de las tendencias históricas de entubamiento y de conversión en vialidades de los ríos urbanos en la capital,17 el Magdalena es el único río perenne que entra con cauce abierto a la zona urbana y atraviesa espacios públicos de alta concentración como el Parque de los Dinamos, el Foro Cultural Contrerense y los Viveros de Coyoacán, por mencionar algunos. El río comienza en el Valle de Cieneguillas, Sierra de las Cruces, al Surponiente del Distrito Federal. Su extensión es de 28.2 km, de los cuales 14.8 están en suelo de conservación, es decir, aguas arriba de la ciudad.18 En el área natural la calidad del agua es excelente de manera que cuando se inició este proyecto se aprovechaban aproximadamente 200 l/s mediante una planta potabilizadora. Los tres tipos de bosque (pino, encino y oyamel) que forman la cobertura vegetal están bien conservados y son relativamente jóvenes.19 El río recorre 13.4 km dentro de la zona urbana, de los cuales 4.6 ya se encuentran entubados y forman la avenida Río Magdalena. Hay que señalar que en el punto donde el río entra en la ciudad, es decir, después de la segunda planta potabilizadora, el agua comienza a recibir una gran cantidad de agua residual y de basura.20 Algunos colectores marginales y subterráneos que se construyeron para subsanar la contaminación del cauce están fracturados, por lo que vuelven a verter toda su descarga. Otros ríos se unen al Magdalena en diferentes secciones y el Eslava es la fuente de contaminación más importante.21 La falta de integración al paisaje urbano se aprecia en la falta de accesos peatonales, de zonas de estación, en la construcción de bardas que impiden el libre acceso al cauce y en la invasión consolidada de las márgenes del río que se definen como zona federal. Esta invasión no es únicamente de viviendas populares y precarias, sino también de residencias de clase media y alta.22

			


Mapa 1

			Ubicación del río Magdalena, Distrito Federal.23
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Como se aprecia en el Mapa 1, el cauce del río Magdalena vincula cinco delegaciones políticas del Distrito Federal: Cuajimalpa, Magdalena Contreras, Tlalpan, Álvaro Obregón y Coyoacán. El gobierno federal otorgó una concesión a la capital para el aprovechamiento del agua, la cual es operada directamente por el Sistema de Aguas de la Ciudad de México (sacm). Las intervenciones hidráulicas al río son considerables, de manera que no hay continuidad en el flujo del cauce, principalmente porque las aguas negras que corren entubadas bajo la avenida Revolución se incorporan al Interceptor Poniente. Este interceptor es una obra diseñada para evitar las inundaciones mediante la derivación controlada del flujo de varios ríos provenientes del Poniente de la ciudad; estos ríos, conducidos por un gran colector, son expulsados de la ciudad. A partir del punto donde el río Magdalena entra al Interceptor Poniente y hasta su incorporación al río Churubusco, el cauce recibe exclusivamente agua residual.24 Otras obras hidráulicas en el río Magdalena son 57 presas de gavión en la parte alta de la cuenca, dos plantas potabilizadoras y la presa Anzaldo, la cual cumple la función de vaso regulador, indispensable para el control de inundaciones en la zona.25

			Los trabajos formales para la elaboración del Plan maestro comenzaron con la instalación del Grupo Promotor para el Rescate del Río Magdalena en el primer trimestre del 2007. Este Grupo Promotor estuvo formado por aproximadamente 100 personas entre ciudadanos, académicos, consultores privados y funcionarios, quienes coincidieron en la importancia de generar un proceso incluyente y promover la participación ciudadana en todas las fases de trabajo. La coordinación académica del proyecto quedó a cargo del puec, unam y la Secretaría del Medio Ambiente del Gobierno del Distrito Federal (sma, gdf) formó un equipo de trabajo especial para la coordinación técnica y política.

			Los estudios elaborados mostraron que en el área de planeación (3 520 hectáreas) habitaban aproximadamente 107 294 personas.26 La manera en que la sma, gdf promovió la inclusión de la mayor cantidad de actores sociales fue a través de los siguientes mecanismos:




			a) Reuniones plenarias del Grupo Promotor.

			b) Talleres de planeación participativa. La sma-gdf contrató a un equipo consultor al que le encomendó la tarea de realizar los talleres necesarios. El equipo consultor organizó cinco; tres de ellos fueron con la comunidad rural y los dos restantes con actores urbanos.

			c) Reuniones de trabajo entre la Coordinación Académica (encargada al puec, unam) y la Coordinación Técnica (efectuada por la propia sma, gdf).

			d) Reuniones entre la Coordinación Académica y funcionarios de diferentes subsecretarias de la sma, gdf.

			


Los mecanismos de planeación participativa convocaron a diferentes actores sociales interesados en influir en el diseño del Plan maestro. El debate sobre la manera en que debía rescatarse el río reflejaba diferencias sobre las representaciones territoriales que cada actor social tenía sobre la cuenca. Los cinco talleres de planeación participativa permitieron recabar las diferentes voces que estaban participando. No se trataba de dictaminar cuál representación era la más realista o adecuada, sino de comprender las posiciones y demandas que estaban en disputa. Identificar las diversas representaciones sociales del territorio permite dejar de considerarlo como una entidad predeterminada y natural: el mismo río puede ser apreciado como patrimonio ambiental, como fuente de abastecimiento de agua, como una amenaza natural debido a las inundaciones, como un drenaje a cielo abierto, entre muchas otras cosas.

			En un proceso de planeación participativa, las representaciones sociales del territorio se identifican a través de las estrategias discursivas que usan los diferentes actores sociales para comunicarle al resto de los interlocutores la relación que guardan con el río y la importancia de su presencia en el proyecto de rescate y los principales problemas del territorio de la cuenca. 

			A continuación identificamos a los principales actores sociales que intervinieron en el proceso de elaboración del Plan maestro. En esta categoría no entran todos los habitantes de la cuenca ya que, si bien sus acciones pueden tener un alto impacto en los procesos degradativos que afectan al sistema socioambiental del río, no se cuenta con suficientes elementos para conocer sus representaciones porque no formaron parte de las sesiones de trabajo. Por esta razón, los dos actores ausentes más importantes son los turistas y los pobladores de los asentamientos irregulares.

			El turista es una categoría situacional debido a su carácter transitorio, aunque hay que señalar que todos los actores pueden ser turistas en ciertos momentos. Se calcula que cerca de 120 mil personas al año visitan las partes altas de la cuenca.27 Es probable que su representación esté asociada a la concepción del río como proveedor de servicios recreativos y como un paraíso natural: sus actividades suelen tener un impacto muy fuerte en las condiciones naturales de la cuenca, especialmente por la acumulación de basura en los lugares más concurridos.

			En el suelo de conservación del río Magdalena se encuentran cuatro asentamientos irregulares: Cazulco-Ocotenco, Laderas de Sayula (dos polígonos), los Dinamos (tres polígonos) y el Ocotal; sus habitantes son un actor colectivo que presiona fuertemente el equilibrio ambiental de la cuenca y que se ubica normalmente en zonas de alto riesgo (barrancas y piedemontes). El hecho de que estos asentamientos no estén reconocidos por los planes y los programas de desarrollo urbano del Distrito Federal impidió que fueran convocados por las autoridades capitalinas a las sesiones de trabajo del Plan maestro. El problema de los asentamientos irregulares está fuertemente ligado al clientelismo político y a las prácticas de corrupción, situaciones que en algunos casos han favorecido la permanencia de algunos asentamientos por más de 11 años.28 Las autoridades decidieron no involucrarlos en las tareas de planeación para no generar la expectativa de legalizar estos asentamientos y provocar un crecimiento explosivo de los mismos a partir de un rumor sobre la posible legalización. Sin lugar a dudas, éste es un problema característico del crecimiento desordenado de la ciudad y deberá contemplarse en muchos casos de restauración de cuerpos de agua en México. 

			En este capítulo clasificamos a los grupos que participaron en la elaboración del Plan en seis tipos de actores colectivos de acuerdo al uso social que hacen de la cuenca y su representación territorial respectiva:




			a) Actor rural: corresponde a la comunidad de la Magdalena Atlitic. Su propiedad comunal (2 393 hectáreas) prácticamente coincide con el suelo de conservación de la cuenca del río Magdalena. El censo agrario oficialmente identifica a 1 779 comuneros. Este actor colectivo participó en tres talleres de planeación (22 de febrero, 3 de marzo y 20 de marzo de 2008) y sus líderes hicieron acto de presencia en los eventos plenarios del Grupo Promotor. 

			b) Actor urbano: se trata de los vecinos del río en el área urbana, mismos que exponen su punto de vista de manera individual (intelectuales o personajes de la vida pública) u organizada (representantes de barrio, colonia o condominio). En el proyecto, los actores urbanos que participaron lo hicieron fundamentalmente a partir de dos talleres llevados a cabo en las colonias Jardines del Pedregal (6 de marzo de 2008) y Chimalistac-Francisco Sosa (8 de marzo de 2008).

			c) Actor científico: en el proyecto colaboraron 76 investigadores de la unam, entre especialistas con grado de doctorado hasta pasantes de licenciatura cuyas tesis se relacionaban con la cuenca del río Magdalena. Los campos del conocimiento involucrados fueron: ingeniería ambiental, ingeniería hidráulica, biología, hidrología, geohidrología, geografía física, geografía económica, sociología, antropología social, derecho, arquitectura del paisaje y urbanismo.

			d) Actor burocrático-político: está formado por los funcionarios y mandos medios que participaron en reuniones del Grupo Promotor y en reuniones de trabajo directamente con la coordinación académica. Hubo representantes de diferentes delegaciones y de la Secretaría del Medio Ambiente del gdf (Comisión de recursos naturales y Sistema de Aguas de la Ciudad de México).

			e) Actor civil organizado: en esta categoría se incluyen a las seis organizaciones no gubernamentales (asociaciones civiles y fundaciones) que participaron en las sesiones del Grupo Promotor, eventos relacionados con el rescate del río Magdalena y reuniones con el comité técnico de la sma.29

			f) Actor planificador: se trata del equipo coordinador de la integración del Plan maestro realizada por integrantes del Programa Universitario de Estudios sobre la Ciudad (puec, unam).30

			


El territorio del actor rural

			La comunidad rural de la Magdalena Atlitic se caracteriza por una fuerte presencia en las partes altas de la cuenca, es decir en los terrenos de su propiedad social: se trata de zonas boscosas de escaso o nulo desarrollo urbano. Los principales usos que los comuneros hacen del área natural se relacionan con las actividades primarias como la agricultura, la ganadería, la recolección y la piscicultura. El Parque de los Dinamos –situado en esta área– tiene una fuerte afluencia de visitantes, lo que ha consolidado las actividades terciarias relacionadas con el ecoturismo: venta de alimentos, excursiones, paseos a caballo, zonas de campamento, zona de juegos o actividades extremas, entre las más importantes.

			La representación territorial de esta comunidad está anclada en su relación histórica con el medio ambiente: suelen denominar a la cuenca el territorio de nuestros antepasados y permanentemente aluden a su relación ancestral con el río. Es posible afirmar que el discurso de este actor maneja una relación de la comunidad y la cuenca in illo tempore: “estuvimos aquí antes que ustedes, estamos y seguiremos estando a pesar de todo”.

			De esta representación se desprenden tres estrategias discursivas centrales:




			El derecho ancestral de propiedad y uso de los recursos naturales de la cuenca

			Este actor colectivo se asume así mismo como el poblador originario de la zona, o al menos como el primer poseedor reconocido. La búsqueda de un documento o de cualquier tipo de evidencia histórica con la que pueda demostrar la posesión de la cuenca es una manera de tener un dispositivo legal que ninguna autoridad puede desconocer. En las reuniones de trabajo fue recurrente que alguno de los líderes políticos (legales o de facto) comenzaran por hacer un recorrido histórico de su presencia en la cuenca; ocasionalmente hacían alusión a un códice prehispánico a partir del cual les fue reconocida su propiedad originaria durante el sexenio del presidente Luis Echeverría. Esto significaba que esta comunidad no había recibido sus tierras a partir del reparto agrario del siglo xx, sino que simplemente se les reconocía su posesión desde hacía más de cinco siglos. 

			Este actor también alude constantemente al decreto presidencial de 1932, que establece como parque nacional a la Zona Protectora Forestal Cañada de Contreras, la cual coincide espacialmente con el Parque de los Dinamos y con el predio particular identificado como Ex Hacienda de la Cañada. Sin embargo, la paradoja consiste en que precisamente este último documento, si bien los reconoce como sujetos de posesión, les prohíbe hacer uso de los recursos forestales, situación que consideran negativa para el bienestar de la comunidad y del propio bosque, ya que no pueden sacar árboles muertos o plagados de la zona para vender la madera: “Somos inmensamente ricos pero no podemos usar nuestra riqueza. Por eso somos pobres”, afirman.

			Para el actor rural las autoridades gubernamentales y los habitantes de la ciudad desconocen a los verdaderos dueños del bosque y del río. Con el uso de esta estrategia discursiva, los comuneros enarbolan un capital simbólico que las instituciones burocráticas federales, estatales y delegacionales no pueden desconocer: ellos son los descendientes directos de los pueblos originarios que poblaban el territorio incluso antes de la conquista española; a ellos les pertenece el derecho ancestral de utilizar los recursos naturales del lugar.

			Las fronteras imaginarias que este actor colectivo traza sobre el territorio destacan porque, a pesar de que la delimitación territorial de la comunidad sea jurídicamente muy precisa, persiste una lógica difusa en el discurso de la comunidad para trazar las fronteras de su territorio que de manera natural coinciden con los límites de la cuenca. Es probable que esta extensión natural del territorio sea de utilidad para resolver a su favor problemas legales que han mantenido por mucho tiempo con comunidades agrarias vecinas y con asentamientos irregulares.31

			


La necesidad de terminar con el despojo del que son objetos por parte de la ciudad

			Los comuneros aseveran que son ellos quienes, al proteger sus bosques y su río, les dan agua a los habitantes de la ciudad. Asimismo, señalan que ellos defienden el suelo de conservación y sus bosques frente al crecimiento urbano, en su mayoría de tipo ilegal. A cambio, la comunidad considera no recibir ningún tipo de compensación o retribución económica; sino que, por el contrario, se les prohíbe cualquier tipo de explotación del medio forestal: el actor rural se considera en una relación asimétrica con la ciudad. 

			Desde esta perspectiva los comuneros plantearon un pliego petitorio al que debían responder las autoridades. El pliego era una herramienta que algunos miembros de la comunidad consideraban clave para dejar de lado la situación de marginación económica y terminar la explotación inequitativa que hace la ciudad sobre sus recursos naturales. Esta estrategia discursiva refleja una práctica defensiva y de resistencia más amplia, la que ha caracterizado a muchas comunidades rurales e indígenas para exigir que sean tomadas en cuenta en los proyectos modernizadores que se quieren instrumentar en su territorio. 

			


Pliego petitorio de los Bienes comunales del poblado Magdalena Atlitic, 2007. (Síntesis)

			1. Respuesta favorable al Plan de Regeneración Ecológica y Desarrollo de Proyectos Productivos y Ecoturísticos.

			2. Respeto a la dotación de 78 l/s de agua que tiene la comunidad desde 1924.

			3. Establecimiento de una zona urbana comunal en terrenos ya reconocidos que garantice la vivienda para los comuneros.

			4. La gratuidad del servicio de agua para los comuneros permanentemente.

			5. Pago a la comunidad de dos pesos por m3 indexado al salario mínimo, para generar empleos permanentes para los comuneros y para el mantenimiento del bosque; de esta manera se garantizaría la producción de agua: “Ya que en toda el agua que escurre por el río Magdalena, y además el agua subterránea que no se contabiliza, es captada por nuestro bosque”.

			6. Pensión de mil pesos mensuales para cada comunero debido a que el Ordenamiento Ecológico, el Plan de Desarrollo Urbano Delegacional y la veda forestal les limita muchas actividades productivas.

			7. Dotación de agua las 24 horas del día para los comuneros. 

			8. Proyecto de dos plantas embotelladoras de agua que incluya el transporte para su comercialización.

			9. Construcción de un auditorio de la comunidad con capacidad para 1 800 personas.

			10. Construcción de oficinas para la comunidad.

			11. Permuta de la superficie del terreno para el tanque El Ocotal por una casa o un terreno en la zona urbana. 

			12. Financiamiento para un vivero forestal con especies nativas que reforeste la zona a futuro.

			13. Firma del convenio, ante notario público, por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el Delegado y la Asamblea de Comuneros.

			14. Consulta formal a la comunidad con base en el convenio 169 de Organización Internacional de Trabajo (oit) de la onu.

			15. Apoyo a la elaboración de un estudio de la microcuenca y un programa de manejo de la misma por parte de los comuneros en forma independiente a los estudios que realizan las autoridades.

			16. Construcción de un balneario comunitario en terrenos de la comunidad.

			17. Cercado de los accesos a la comunidad con malla ciclónica para evitar el saqueo del bosque.

			18. Establecimiento de un corredor comercial y turístico para los comuneros.

			19. Donación de tres vehículos para hacer una vigilancia adecuada del bosque.

			


Este pliego petitorio permite apreciar la manera en que la coyuntura del rescate del río Magdalena fue considerada por los líderes de la comunidad como una posibilidad de inclusión en el desarrollo urbano y económico de la ciudad. Desde esta perspectiva son comprensibles las demandas de vivienda (3 y 11), ingresos económicos directos (5 y 6), proyectos productivos (1, 8, 12, 16 y 18) y acceso gratuito al abasto de agua (2, 4 y 7). En el pliego petitorio se hace alusión al rescate del río como el contexto en el que surgen sus demandas, por lo que el proyecto de rescate puede ser considerado un medio para modificar sus condiciones de miseria y subsistencia, originadas, de acuerdo a sus propias declaraciones, en la imposibilidad de aprovechar los recursos naturales de su territorio.

			Del pliego petitorio se desprende otro aspecto relevante para el análisis: en la primera demanda se hace alusión a un Plan de Regeneración Ecológica y de Proyectos Productivos, que, además de contener otros proyectos productivos para el beneficio de los comuneros, era el fundamento técnico de sus propuestas a partir de un estudio que ellos encargaron a un ingeniero forestal; el tema principal fue el aprovechamiento del agua. Además de la exención de cualquier tipo de pago, los comuneros justificaban la viabilidad de un balneario, dos plantas embotelladoras y la dotación de 78 l/s. Los estudios que se realizaron posteriormente para el Plan maestro demostraron que la disponibilidad del gasto medio (aproximadamente 450 l/s) no permitiría la ejecución de todos estos proyectos al mismo tiempo.

			Basados en la reivindicación de su derecho ancestral sobre el territorio, los comuneros no se oponían abiertamente a la elaboración del Plan maestro, pero permanentemente amenazaban con detener su ejecución si no se daba una respuesta satisfactoria a su pliego petitorio. Lo que para el resto de los interlocutores era un acto de intransigencia, para los comuneros era una oportunidad para solicitar justicia y mejores condiciones de vida.

			


El destino compartido de la comunidad y del río

			Del discurso de los actores rurales se desprende la idea de la fusión natural entre el destino de la comunidad y el de la cuenca. En el pasado, los comuneros fueron sus principales protectores y la disponibilidad de los recursos naturales les permitió subsistir; en el presente se asumen como los principales defensores del río frente al crecimiento urbano y evalúan negativamente el estado general de la cuenca, así como el de su comunidad. Consideran que, en el futuro, si el río desaparece, la comunidad correrá con la misma suerte. 

			Los comuneros consideran que este destino compartido justifica su derecho a participar en la planeación de la cuenca, ya que esto también implica defender su derecho a la existencia: la comunidad de la Magdalena Atlitic relaciona el proceso de decadencia del bosque con su propia situación económica. Actualmente existe un impedimento legal (Ley de Veda Forestal) para explotar bosques ubicados a más de tres mil metros sobre el nivel del mar como es el caso del bosque ubicado en esta cuenca. De acuerdo a la participación de los comuneros en los talleres de planeación participativa, los actuales impedimentos legales para aprovechar los recursos forestales de la cuenca han favorecido la proliferación de árboles viejos, plagados, zonas erosionadas y zonas con material combustible que de tanto en tanto generan incendios importantes. Los comuneros consideran que esta falta de manejo forestal agudiza su situación de pobreza por la carencia de fuentes de autoempleo y de acceso a materias primas que naturalmente les da el bosque.

			


El territorio de los actores urbanos

			Durante el siglo xx, los ríos de la ciudad de México fueron considerados como un peligro para la población por las inundaciones ocasionadas cuando se desbordaban o por ser un vector de enfermedades debido a su contaminación. Desde esta perspectiva se entubaron aproximadamente 83 km de cauces urbanos, los cuales fueron incorporados al sistema de drenaje de la ciudad. La visión modernizadora del crecimiento urbano consistía en prevenir enfermedades y desastres naturales.32

			El río Magdalena es una excepción a la tendencia general que consistió en la desaparición de casi la totalidad de los ríos del paisaje urbano de la ciudad de México. Actualmente, el discurso sustentable del desarrollo y su manejo presentan un enfoque radicalmente distinto, el cual consiste en sanearlos e integrarlos a la ciudad como ejes urbanísticos vinculados a espacios públicos, parques y jardines.

			La representación territorial que tienen los actores urbanos sobre el río Magdalena depende en gran medida de una lógica de proximidad y del capital cultural que les permite valorar la importancia de una iniciativa de rescate. Tomemos como ejemplo el taller de planeación participativa realizado con los vecinos de Chimalistac y Francisco Sosa. Resalta el hecho de que su participación correspondió más a una preocupación por los problemas ambientales de la ciudad que a una situación particular que los afecta en su vida cotidiana.33 Por lo que respecta a la propuesta de desentubar el río en el tramo de los puentes de Chimalistac, estuvieron unánimemente en contra: si se permitiera, generaría una afluencia de visitantes de otras colonias, habría ambulantaje y se incrementaría el riesgo de violencia y asaltos. Por esta razón sostuvieron la posición de no desentubar el río y mantener la exclusividad del espacio público de los puentes sobre el cauce entubado. Por el contrario, en el taller con los vecinos de Jardines del Pedregal la situación estaba orientada a resolver los malos olores y el paisaje desagradable de la Presa Anzaldo.

			Sobre las condiciones del río se identificaron dos representaciones territoriales antagonistas: la primera correspondía a la visión sustentable de la ciudad que consideraba al río como una gran oportunidad para mejorar el ambiente y la calidad de vida de la ciudad; en esta coincidían prácticamente todos los asistentes a los talleres. Una segunda representación, recogida únicamente a partir de entrevistas en los recorridos de campo, fue la percepción del río como un drenaje a cielo abierto que debería ser entubado por la amenaza que representa para la población local, especialmente por la proliferación de enfermedades y la fauna nociva: es la subsistencia del paradigma sanitarista en los albores del siglo xxi.

			A pesar de lo radicalmente distintas que puedan ser las dos representaciones, coinciden en la forma de su estrategia discursiva.

			


El río necesita modernizarse e incorporarse a las necesidades de la ciudad

			Modernizar el río es la forma común del discurso urbano; la manera en que esto pueda realizarse de manera particular dependerá del capital cultural y social del sujeto. La percepción del paradigma sanitarista (entubar aguas residuales y expulsarlas de la ciudad para prevenir enfermedades) y la visión sustentable de reciente circulación (crear un área de valor ambiental intraurbana mediante la limpieza del agua) coexisten en los vecinos del río Magdalena. Cabe señalar que ésta es la representación que más peso tuvo en los participantes de los talleres.

			


El territorio de los científicos 

			El Plan maestro del río Magdalena permitió que varios científicos que habían trabajado en la cuenca desde hace años, ceñidos a su campo disciplinar, se conocieran y establecieran nexos de trabajo para plantearse problemas interdisciplinarios. Las sesiones de trabajo que llevaron a cabo los especialistas de la unam fueron avanzando hacia una representación territorial de la cuenca más compleja y multidimensional. Entre los especialistas de diversas disciplinas comenzó a surgir un vocabulario común en el que circulaban conceptos provenientes de distintas ramas del conocimiento.34

			El uso principal que hacen los científicos sobre la cuenca y el río es la construcción conceptual de objetos de conocimiento para el desarrollo de sus investigaciones. La representación territorial de este actor no deja de ser divergente, ya que varía de acuerdo al marco conceptual utilizado: según su disciplina, el científico define su aproximación a la cuenca y zonifica a una escala de acuerdo a los criterios establecidos por su comunidad epistémica. Al igual que el resto de los actores, no tiene el conocimiento de todos los procesos socioambientales de la cuenca, incluso con respecto a los que corresponderían a su propia disciplina; pero, a diferencia de los otros actores, en este grupo se destaca el ideal de continuar acumulando información para precisar sus generalizaciones territoriales. A pesar de las múltiples representaciones disciplinarias del territorio, todas coinciden en considerar a la cuenca como un objeto de conocimiento y en utilizar, en términos generales, las mismas estrategias discursivas.




			El conocimiento neutral e imparcial del territorio

			Durante el proceso de planeación y frente a los debates establecidos por otros actores, los científicos consideraron estar en una posición políticamente neutral, exclusivamente orientada a la producción de más y mejor información sobre los problemas socioambientales de la cuenca. Esta validez de las representaciones territoriales científicas es normalmente aceptada por la sociedad en su conjunto. Sin embargo, es muy importante cuestionar esta supuesta imparcialidad política del conocimiento científico: en este tipo de proyectos los objetos de estudio de los diferentes especialistas se preconstruyen a partir del interés público, y por lo tanto político, que consiste en rehabilitar el río.35 Los científicos definen sus investigaciones para dar respuesta al objetivo predefinido de manera extracientífica, es decir, que no es el debate científico lo que define el objeto de estudio, sino el objetivo de actuar sobre la cuenca para restaurar sus condiciones ambientales. 

			Al interior del Grupo de Trabajo Multidisciplinario existían diferentes posiciones sobre ciertas recomendaciones políticas complejas; por ejemplo: ¿qué hacer con los asentamientos iregulares? Fue interesante escuchar cómo los científicos no son ajenos a las consecuencias políticas que pueden derivar de la interpretación de su información. No obstante, su ideal regulativo estaba prioritariamente orientado a generar una representación territorial que permitiera predecir y controlar el proceso de rehabilitación del río.




			La importancia de lograr relaciones equitativas entre los grupos para conservar el río

			Los investigadores de ciencias sociales (geógrafos sociales, sociólogos y antropólogos) tenían como una de sus principales tareas proponer líneas de acción referentes a los asentamientos irregulares y a la comunidad agraria. Esta búsqueda no contradice su discurso sobre la objetividad y la neutralidad de la postura científica; por el contrario, mediante estos valores, consideraban estar en mejores condiciones para plantear alternativas de solución, ya que lejos de compromisos políticos o intereses sectoriales, su enfoque se basaba en un compromiso ético con la colectividad en su conjunto. La postura implícita de esta segunda estrategia consideraba que una sociedad equitativa generaría sujetos con circunstancias materiales suficientes para hacer un uso adecuado y no depredador de los recursos naturales. En otras palabras, la persistencia de un grupo social marginado tiene como consecuencia un sujeto desinformado que impacta negativamente el ambiente y con carencias materiales que promueven el uso ilegal de los recursos del entorno para satisfacer necesidades básicas, como la vivienda y la alimentación. En algunas sesiones de trabajo resultó interesante escuchar la afirmación por parte de ingenieros y biólogos que el problema más complicado de la cuenca era el aspecto social: la presencia de actividades ilegales en la zona no favorecían el trabajo de campo.




			El territorio de los funcionarios públicos y los políticos 

			La división administrativa del Gobierno del Distrito Federal en secretarías, subsecretarías y delegaciones resulta un complejo entramado de intervenciones gubernamentales en la cuenca: secretarías encargadas de la aplicación de ciertos programas, autoridades locales de elección popular con un margen determinado para decidir sobre la totalidad o una sección del río, por mencionar algunas. Lo ideal en el manejo de la cuenca sería una coordinación efectiva entre todas las instancias de autoridad existentes en la zona.36 Sin embargo, aunque todavía falta mucho para lograr la coordinación entre las distintas instancias de gobierno, destacan avances importantes para lograrlo: el primero fue la conformación del Gabinete de Desarrollo Sustentable del Distrito Federal integrado por la Secretaría del Medio Ambiente, la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda y la Secretaría de Obras y Servicios. Si bien, en términos operativos, este gabinete no tuvo mucha visibilidad en la etapa de planeación (sólo participaron en la primera reunión interna del Grupo Promotor), se espera que se refleje a lo largo de la implementación de los proyectos del Plan maestro. Por otro lado, el Grupo Promotor fue una instancia de suma importancia para reunir a diferentes mandos medios y superiores de secretarías y delegaciones políticas. En las reuniones se tuvo información sobre proyectos en curso y estudios previos de la zona. Posteriormente, el Grupo se fue desactivando por la falta de tareas claras y de un calendario de actividades preciso. La ausencia del Gobierno Federal y de algunas delegaciones políticas (Coyoacán, Tlalpan y Álvaro Obregón) se dio por distintos motivos, desde conflictos políticos entre los partidos gobernantes hasta la falta de interés. 

			La representación territorial de este actor burocrático-político considera al río como un espacio en el que ejerce su capacidad de decisión y que tiene bajo su administración durante el tiempo que dura su mandato. Ésta sería la mayor abstracción posible para identificar su representación, ya que incorporar connotaciones como “para proteger el bien común” y “fomentando la gestión democrática”, resulta en la idealización de lo que se considera que debería ser la práctica política. Para evitar estos juicios de valor, se propone que el núcleo duro de la representación territorial de este actor sea simplemente considerarlo como un espacio en el cual se ejerce el poder. Como estrategias discursivas de los funcionarios y políticos se identificaron las siguientes:




			Una planeación horizontal del territorio de acuerdo con las necesidades de los ciudadanos

			Se podría criticar la forma en que la consultora contratada por las autoridades organizó los talleres de planeación participativa: deficiente convocatoria y falta de algunos actores estratégicos; pero, más allá de estos errores operativos, las autoridades mostraron interés en escuchar las demandas ciudadanas sobre las tareas de rescate, lo que implicaba, en muchos casos, aceptar los reclamos más duros de los actores rurales. La sociedad capitalina ha avanzado en la conquista de espacios democráticos para la gestión del territorio, la cual comienza con la elección del Jefe de Gobierno a partir de 1997: la presencia de un gobierno identificado con la izquierda política ha promovido la participación ciudadana en proyectos específicos. A diferencia de las experiencias de rescate previas del río Magdalena, la del 2008 fue una iniciativa del Gobierno del Distrito Federal más abierta a los actores locales de la cuenca.




			La legitimidad para tomar decisiones sobre el manejo de la cuenca

			La realización del Plan maestro descansa, de alguna manera, en esta estrategia, ya que la elaboración y la ejecución de estos dispositivos territoriales es una atribución exclusiva de las autoridades. Mediante ellos se identifican, clasifican y ordenan los elementos físicos del territorio para tener un control más eficiente de los mismos. Los burócratas y los políticos suelen tener la mayor cantidad de información estratégica mediante bases de datos y representaciones cartográficas porque vinculan el conocimiento con la administración territorial. Detrás de su representación descansa la triada poder-saber-territorio a partir de todas las técnicas posibles del conocimiento encaminadas a la medición y al escrutinio territorial como censos, conteos, inventarios, sistemas de información geográficos y catálogos.37

			Finalmente, esta estrategia discursiva también se apoya en el aparato jurídico y legal previamente creado o de reciente creación que tiene que ver con el manejo y el control de la cuenca. Los dispositivos jurídicos serían la máxima expresión del ejercicio de poder territorial: contienen las reglas de los usos permitidos y prohibidos en el territorio, la identificación de los actores reconocidos para participar en el manejo y aprovechamiento, así como las sanciones imputables por el incumplimiento de la ley.

			En el manejo del agua, las autoridades federales han ejercicio no sólo una representación, sino una apropiación del recurso y del territorio nacional: “El agua es propiedad de la nación”. Éste ha sido el requisito para ejecutar sus intervenciones hidráulicas en aras de garantizar el abastecimiento en los lugares de población y producción. Sin embargo, el avance hacia una gestión democrática del territorio ha permitido el cuestionamiento de esta apropiación federal naturalizada del territorio.38 De ahí que en el rescate del río Magdalena haya sobresalido el conflicto entre la propiedad federal del agua con la ancestral de las comunidades originarias, rurales e indígenas. Ha quedado atrás el tiempo en que los políticos negaban la existencia y los reclamos de las comunidades. Ahora los proyectos relacionados con el manejo integral del agua no se pueden realizar sin tomar en cuenta las demandas específicas de la población local y sin una adecuada coordinación entre las autoridades municipales, estatales y federales.




			El territorio de las organizaciones no gubernamentales

			Las organizaciones no gubernamentales participaron en el Grupo Promotor desde que comenzaron las juntas previas a su instalación oficial. Algunas de ellas realizaron declaraciones sobre la urgencia de rescatar el río Magdalena en diferentes medios de comunicación impresos.39 En sus declaraciones y en las sesiones plenarias, las organizaciones que participaron en el proceso respaldaban las demandas de los actores rurales, ya que se asumían como un contrapeso ciudadano frente a las instituciones gubernamentales. A partir de su auto-identificación, algunas de las organizaciones se proponían como instancias posibles para realizar los talleres de planeación participativa. 

			La presencia de las organizaciones en el área de planeación era muy escasa; sólo algunos integrantes de estas ong declaraban ser vecinos, pero la mayoría se decían ciudadanos interesados en el rescate de un río en el Distrito Federal. Los representantes se conocían entre sí, lo que demuestra el trabajo en red que realizan para aprovechar al máximo sus recursos humanos y materiales. Algunas organizaciones mencionaron que sus contactos internacionales permitirían obtener recursos para la etapa de implementación. 

			En términos generales su representación territorial es la de mayor escala entre todos los actores. En algunos casos la organización identificaba su trabajo como un esfuerzo local encaminado a mejorar las condiciones del Planeta-Tierra. De esta manera, su representación particular de la cuenca es la de un espacio de acción concreto para mejorar las condiciones ambientales de una ciudad, un país o el mundo. De su representación se desprenden dos estrategias discursivas: El compromiso con la naturaleza y el conocimiento conocimiento de experiencias internacionales en el rescate de ríos urbanos.




			El compromiso con la naturaleza

			Las organizaciones civiles consideraban que su interés primordial para participar en la elaboración del Plan maestro era proteger el entorno ecológico de la cuenca y de la ciudad. No hay un discurso monolítico de las organizaciones sobre la manera en que se debía proteger a los ecosistemas de la cuenca: la gama de posibilidades iba desde señalar la importancia de lograr mejores condiciones de vida para los grupos marginados como una premisa ineludible para el desarrollo sustentable (educación ambiental, proyectos productivos, por ejemplo) hasta la posibilidad de convertir el territorio en un santuario libre de la actividad humana (declararla área natural protegida exclusivamente de conservación). 

			Las propuestas de las organizaciones para el saneamiento del río fueron diferentes a las propuestas tradicionales de las ingenierías, que generalmente vislumbran plantas de tratamiento y colectores marginales. De hecho, estas últimas eran consideradas insuficientes por provenir de un paradigma urbano-céntrico que no restauraría a fondo los problemas ambientales que él mismo generó. Por el contrario, las organizaciones ambientalistas consideraban sus propuestas de ecotecnias como realmente alternativas, ya que iban al fondo del problema anteponiendo la defensa de los ecosistemas a cualquier otro objetivo. 




			El conocimiento de experiencias internacionales en el rescate de ríos urbanos

			La segunda estrategia discursiva aludía a su conocimiento de otros casos de restauración de ríos a nivel internacional en los que han colaborado directamente o de los cuales declaraban tener información de primera mano. Esto los convertía en un actor clave para replicar la experiencia exitosa con base en acciones ya probadas en otras latitudes. En cierto sentido, esta representación se puede considerar como parte de la segunda modernidad que percibe a la naturaleza como una entidad amenazada que se debe proteger desde un esfuerzo global.40 Su bagaje internacional también es sustento para proponer una intervención más radical en el territorio: “Si en otro país se pudo, ¿por qué aquí no es posible?”.




			El territorio de los planificadores

			Las autoridades frecuentemente delegan a los planificadores la supervisión y el establecimiento de los alcances concretos de las investigaciones científicas. El principal insumo de los planificadores fue el resultado de las investigaciones del grupo de científicos que colaboraron en el proyecto: una de las tareas para la integración consistió en crear espacios de debate y diálogo entre los científicos para generar propuestas transversales como resultado de un trabajo verdaderamente interdisciplinario. Los planificadores seleccionaron la información que consideraron estratégica para la toma de decisiones a partir del interés pragmático en los reportes de investigación. 

			En ocasiones, el ideal regulativo de los científicos para tener más y mejor información es un obstáculo para la velocidad con la que debe elaborarse un plan maestro. En varias ocasiones, para subsanar esta falta de información, el planificador solicita estudios y proyectos previos: ha escuchado que algunas dependencias gubernamentales poseen estos documentos o asume que los tienen. La circulación de información entre dependencias de gobierno y el equipo planificador suele ser deficiente: normalmente los gobiernos locales tienen una cantidad de información considerable, pero carecen de una sistematización que la haga accesible; esta información gris suele perderse en los gabinetes de los funcionarios. Además, no es cosa menor la desavenencia entre distintas dependencias de gobierno por problemas burocráticos o de filiación política, lo que genera una falta de colaboración e intercambio de información que ralentiza los proyectos.

			El trabajo de integración fue precedido de un reconocimiento del sistema de actores sociales que intervino en el proceso de planeación: la creación de espacios dialógicos para el intercambio de propuestas y demandas fue un requisito indispensable para la apertura de canales de comunicación. Los planificadores presentaron dos estrategias discursivas: la representación territorial de un actor es sólo una posible entre varias y no hay una representación verdadera y concluyente.




			La representación territorial de un actor es sólo una posible entre varias

			Los actores deben reconocer la pluralidad ideológica que caracteriza un ejercicio de planeación. El punto de partida fue reconocer que en esta pluralidad había muchas afirmaciones y creencias que no coincidían con el marco de valores del rescate del río. Además de escucharlas, fue importante crear una atmosfera de reconocimiento. Se trató de avanzar hacia una mayor apertura de la disponibilidad del equipo planificador a escuchar y a comprender la alteridad. Esto también posibilitó la incorporación de conocimiento empírico de distintos actores y no exclusivamente de los científicos.




			No hay una representación verdadera y concluyente

			Es fundamental no levantar falsas expectativas en los actores y ser consistentes con todo el planteamiento epistemológico sobre las representaciones sociales del territorio. La búsqueda de un reconocimiento de la pluralidad de representaciones no tuvo como resultado la gran representación territorial como una copia fiel y exacta de la realidad. No se propuso la fusión de las diferentes representaciones territoriales, sino encontrar puntos de acuerdo para la solución de problemáticas comunes: se consideró que la pluralidad persistiría y que el territorio seguiría transformándose de manera imprevisible a las expectativas y pronósticos de todos los actores sociales.




			Los desafíos de la integración de diferentes representaciones sociales en un plan maestro

			El trabajo de integración de las representaciones sociales del territorio durante la elaboración del Plan maestro tuvo al menos dos mecanismos: el primero ocurrió en las sesiones del Grupo de Trabajo Multidisciplinario (gtm), en las cuales se debatió intensamente sobre el tipo de rescate planteado para el río Magdalena. Hay que señalar que en el debate internacional existen básicamente dos paradigmas: a) la restauración, que consiste en realizar trabajos orientados a devolver las condiciones originales, naturales, del río, es decir, se trata de una visión ecologista; y b) la rehabilitación, que significa acondicionar el río como un eje urbanístico de espacio público, de servicios y de recreación.41 En los talleres del gtm se definió una estrategia mixta: la parte alta de la cuenca del río sería objeto de una restauración y la parte baja, ya urbanizada, de una rehabilitación. El territorio de los planificadores, es decir, el polígono de intervención fue también un híbrido que resultó del uso de diferentes criterios de delimitación: mientras que en la parte alta de la cuenca (en el suelo de conservación) se utilizó el parteaguas natural de la cuenca, en la ciudad se intentó inicialmente delimitar de acuerdo a la estructura de los drenajes que se vierten en el río. Sin embargo, los ingenieros del equipo pronto se dieron cuenta de que la derivación artificial de otros cuerpos de agua y drenajes que descargan en el Magdalena y en la Presa Anzaldo dificultaban el conocimiento sobre el origen de todas las descargas; por lo que la delimitación del polígono de intervención en el área urbana se realizó mediante un criterio urbanístico que establece un buffer de 250 m a cada uno de los lados del cauce. El segundo mecanismo consistió en la elaboración de una imagen objetivo a partir de los insumos de los talleres de planeación participativa y de las sesiones del gtm. El equipo planificador partió de la idea de que todas las representaciones podían coincidir en varios puntos cuando se diseña un territorio deseable en el futuro: el proyecto de futuro que tienen los actores sociales es lo que preconstruye una imagen objetivo de territorio, un territorio ideal, una especie de deber ser del espacio apropiado.

			En el caso de los ríos urbanos, la creación de una imagen objetivo permite el encuentro de marcos prescriptivos compartidos por todos los actores participantes en el proceso: la idea de rescatar el río, de devolverle su dignidad y asegurar su existencia para las generaciones futuras. La imagen objetivo del río Magdalena también tuvo dos ideales territoriales distintos prefigurados por los conceptos de restauración en la cuenca alta y rehabilitación en la zona urbana: 




			Cuadro 2

			Síntesis de la imagen objetivo participativa del Plan maestro del río Magdalena

			[image: CUADRO 1.]





Como se puede observar, las proyecciones a futuro combinaban el ideal de la restauración (fuente de servicios ecosistémicos y un río vivo) con la vocación de un río rehabilitado y orientado a las actividades públicas y recreativas de la población mediante la creación de un gran parque lineal. En el imaginario de los participantes también se construyó el ideal sobre la importancia simbólica del río para la sociedad: su recuperación sería una excelente oportunidad para crear una identidad colectiva a nivel de cuenca, ya que la recuperación del río permitiría la emergencia de un sentido de comunidad a partir de un mayor reconocimiento sobre la importancia y existencia de los vecinos de aguas arriba y aguas abajo.




			Conclusiones

			La intención de este capítulo no es sólo testimoniar la existencia de diferentes grupos sociales y sus respectivas representaciones del territorio, sus expectativas y sus estrategias discursivas, sino reflexionar sobre lo que implica pretender integrar esta diversidad en un plan de acción consensuado. En este sentido, un plan maestro implica la elaboración de un documento cuya característica principal consiste en haber pasado varios filtros, de manera que sólo quedan las propuestas que suman la voluntad de los actores sociales y que pasan el dictamen técnico de los especialistas. La construcción de un instrumento de planeación así implica un trabajo político de escucha de propuestas y de construcción de acuerdos, al mismo tiempo que un trabajo técnico con el mayor rigor científico. El resultado es idealmente un documento políticamente viable que concentra las propuestas sociales y especializadas que cumplen con la factibilidad técnica. La puesta en marcha de un proceso de planificación se caracteriza por las relaciones entre el sistema de actores preexistente y el creado por el proyecto. Cada uno de los actores busca que su representación territorial sea la columna vertebral del programa y considera a su representación como la imagen real de la cuenca y del río. Como todos los grupos parten de esta creencia y no perciben que hay muchas representaciones territoriales sobre la misma cuenca, en el proceso de planeación no es sencillo convencer a todos los actores de que su representación es solamente una posibilidad entre varias. 

			Las diferentes representaciones sociales del territorio no son fácilmente traducibles a otro esquema de valores. Hay que considerar que un plan maestro de rescate de un río es eso: un esquema de valores orientado hacia el bien común. Éste es el principal reto de la integración epistemológica y valorativa de las diferentes representaciones sociales del territorio, especialmente cuando el trabajo no se considera como una suma o un compendio de los diferentes conocimientos sociales, disciplinares y políticos. Si no fuera una tarea especialmente compleja, bastaría con elaborar un índice sobre las diferentes propuestas y diagnósticos que hay sobre la cuenca y adicionarlos sencillamente.

			Para la escuela de planeación comunicativa, la integración se debe realizar a partir de una serie de ciclos de retroalimentación en donde los diferentes actores sociales discuten e intercambian ideas logrando aproximaciones sucesivas y consensos mínimos que permiten avanzar en la construcción de un plan o proyecto.42 Para esta escuela, la interacción cara a cara entre los actores es un elemento fundamental para todo el proceso. Una visión muy distinta considera que lo más importante en la construcción de un plan es la existencia de un mecanismo especializado que favorezca la integración de los diferentes saberes.43 Para ello no es necesaria la interacción de los actores, sino que, por el contrario, es deseable que cada quien realice su razonamiento y llegue a sus propias conclusiones: esto permite una mayor libertad de pensamiento a los individuos y disminuye la posibilidad de que persistan voces dominantes que monopolicen la palabra en las sesiones de trabajo. Esta corriente de planeación admite que, si bien la colectividad permite proyectar diferentes escenarios, la responsabilidad de la toma de decisiones final siempre recae en una instancia ejecutora.

			En nuestra experiencia, no descartamos la importancia que tiene la interacción y el debate entre los diferentes actores, pero resaltamos la importancia que tuvo el gtm como entidad integradora o coordinadora a partir del establecimiento de reglas mínimas de interacción y procedimientos metodológicos que facilitaron el planteamiento del problema y el logro de acuerdos. Esta instancia de coordinación no necesariamente aceptó y sumó todos los puntos de vista posibles y existentes en el territorio; por el contrario, los confrontó críticamente y tomó decisiones colectivas basadas en el conocimiento disponible y asequible en ese momento.

			La inclusión de actores múltiples y heterogéneos en ejercicios de planeación participativa aumenta los costos de transacción en la generación de cualquier política pública. La obtención de consensos lleva tiempo por la cantidad de acuerdos y negociaciones no sólo epistémicos, sino sobre todo políticos que tienen que hacerse con los intereses preexistentes y creados. Algo que queremos resaltar es que el logro de consensos no implica que desaparezca el disenso: no existe plan en el cual todos los actores se identifiquen totalmente. El plan resultante es la narrativa social y científica que emergió de las diferentes interacciones, pero que se fue construyendo a costa de otras posibilidades que no dejan de existir, el disenso nunca desaparece. Quien tiene clara esta premisa son los actores de veto: los actores que consideran lastimados sus intereses con la implementación de la política.44 Si no logran disuadir en la etapa de planeación mediante presiones y negociación, pueden oponerse en la etapa de ejecución mediante diferentes instrumentos jurídicos, ejercicio de influencias o muestras de poder social (movilizaciones). El sentido común nos diría que la inclusión de estos actores en la planeación disminuiría la posibilidad de que obstaculicen la implementación de la política, pero en la práctica no siempre ocurre así.45

			Finalmente, el proceso de elaboración del Plan Maestro de Rescate Integral del Río Magdalena fue un proceso que abrió varios espacios de diálogo y de mediación de intereses, así como de integración de representaciones sociales del territorio. Este proceso dio origen a un documento que incorporó puntos de vista muy diversos que pasaron por el filtro de varios dictámenes técnicos de los especialistas del gtm. Sin embargo, sería erróneo suponer que habiendo terminado la elaboración del Plan Maestro sólo haría falta implementarlo. A partir del momento en que se hizo público, el Plan también comenzó a ser objeto de diferentes apropiaciones por parte de los actores sociales y políticos. Se concluyó el diseño del Plan Maestro y ahora resulta imperiosa una nueva etapa en la que se tiene que renovar el proceso de participación y de mecanismos de inclusión de los diferentes actores en las decisiones de implementación y de evaluación de los avances del rescate del río Magdalena. 
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			Actores, prácticas y representaciones sociales del agua en la ciudad de México, siglo XX: apuntes sobre otra configuración de ciudadanía
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			Introducción




			El punto de partida de algunos trabajos especializados en el estudio del agua en la ciudad de México ha sido el de identificar los principales factores que han incidido en las múltiples formas de abastecimiento del agua. En la escala regional, la disponibilidad del agua al nivel de cuenca,; en la escala intermedia, al nivel del valle de México, hasta las escalas menor y micro de la ciudad de México y de sus barrios, pueblos y colonias; ello tiene estrecha relación con las fuentes del agua que han existido bajo distintas formas a lo largo del siglo xx, tales como ríos, canales, manantiales, pozos, presas y mantos subterráneos. 

			Esto nos obliga a revisar, en primera instancia, las condiciones bajo las cuales se encuentra la disponibilidad del agua en la cuenca del valle de México, lugar donde se sitúa la ciudad de México y su área metropolitana. El área metropolitana de la ciudad de México se localiza en la porción sur de la cuenca del valle de México, ubicada en la parte sur de la Mesa Central de la república Mexicana y está comprendida por el Distrito Federal y 17 municipios de la ciudad de México. Según se ha mencionado, la altitud del valle de México es de más de 2 240 m s. n. m. y se cierra en el Sur por la sierra de Chichinautzin, al oeste por la sierra de las Cruces y al Este por la sierra Nevada, montañas con una altitud de más de tres mil m s. n. m. el área plana del valle se inclina levemente hacia el Sur. 

			En relación con la disponibilidad del agua que aún presenta el entorno natural de su cuenca, encontramos que éste se ha alterado sustancialmente como consecuencia de la expansión demográfica y las numerosas obras hidráulicas construidas tanto para la extracción del agua, como para su drenaje. A pesar de las enormes inversiones para traer agua de otras cuencas, desde 1950 se han sobreexplotado los acuíferos del valle. Ello comienza a generar pérdidas en la capacidad de suministro y contaminación de algunos mantos subterráneos, acelerando el proceso de hundimiento. 

			En este sentido, la sobreexplotación del acuífero del valle de México y la disminución de sus áreas naturales de recarga, como consecuencia de la expansión de la mancha urbana, han modificado el equilibrio natural del mismo, lo que genera efectos como los hundimientos diferenciales y regionales del terreno, que van desde los seis a los 40 cm anuales, lo que propicia un incremento del número de fugas en la red de distribución y en las líneas de conducción de agua potable. Al respecto Castañeda1 (1993) plantea que la sobreexplotación de los mantos acuíferos y la depredación de vastas áreas forestales en el valle de México han ocasionado numerosos y graves trastornos, como el hundimiento de terrenos, la erosión de tierras agrícolas y boscosas y, por consiguiente, una ligera disminución de la capacidad de recarga de los recursos acuíferos.2

			El abatimiento de los niveles de agua subterránea alcanza en algunas zonas, como Tlalpan, Naucalpan y Tlalnepantla, los 3.5 m por año, lo que se traduce en una reducción de caudales. Los hundimientos del terreno en las inmediaciones de Xochimilco y Tláhuac, en el Distrito Federal, y Ecatepec, Nezahualcoyotl y Chalco, en el estado de México, han registrado hasta 30 cm anuales con el consiguiente daño al drenaje y a las edificaciones. El caso más extremo lo registra el centro de la ciudad con diez m de hundimiento en los últimos sesenta años.3

			Debido a las características de la arcilla del subsuelo de la parte plana del Distrito Federal, antes zona lacustre, la infraestructura hidráulica es especialmente vulnerable ante movimientos sísmicos: este hecho se ve más agravado en la red de distribución de agua potable debido al tipo de materiales que se ha utilizado en su construcción (asbesto, cemento y concreto presforzado).4

			Las cifras dan cuenta de la sobreexplotación del acuífero de la región y reflejan, a su vez, los déficits existentes de la demanda del líquido.5 Cabe mencionar que el agua que se renueva en el acuífero es de 1 109.8 millones de m3 al año y, de ese volumen, 750 millones de m3 al año corresponden a la recarga natural; 359.8 mm3 son de la recarga incidental que se pierde en las fugas de distribución de agua potable y que se obtiene de la recolección de aguas pluviales y residuales. Junto a ello se registra el costo tan alto que representa el traer agua de cuencas externas.

			Los consumos del agua distribuidos en los usos agrícola, doméstico e industrial han cambiado a lo largo de este periodo histórico. En este sentido, la disponibilidad del agua en los ríos y su distribución se ha visto afectada a lo largo de los 100 años; entre los factores que influyen se encuentran el aumento de la demanda del líquido por el crecimiento de la población –asentada en barrios, colonias, pueblos y conjuntos habitacionales– y por la expansión urbana de la ciudad de México, causada por la concentración de industrias, servicios y comercios. La demanda cada vez más creciente del agua ha hecho que las autoridades locales responsables de la administración y de la gestión de los servicios de agua potable instrumentaran programas gubernamentales que se materializaron en medidas concretas para traer agua de fuentes externas al valle de México para satisfacer la demanda de la gran ciudad. Por otra parte, el abastecimiento del agua ha implicado un proceso integrado por varias etapas, que van desde la captación, la conducción, el almacenamiento, la potabilización y la distribución, en las que se ven involucradas diferentes escalas del territorio: la cuenca, el valle y la ciudad, y en donde participan diferentes actores sociales que son los agentes institucionales, administrativos y técnicos, de carácter público, privado y social, cuyo radio de acción se encuentra en la planeación, la operación, la construcción, la administración y el mantenimiento de los servicios del agua potable, alcantarillado y saneamiento.6

			 Los factores antes mencionados se conjugan con otros, los cuáles se identifican con la problemática hidráulica de la ciudad de México y su zona metropolitana: 




			a) La existencia de fuentes externas de abastecimiento de agua cada vez más alejadas de la ciudad, como los sistemas Lerma y el Cutzamala a 127 km de distancia, que aportan 13.2y 16.5 m3/s respectivamente, o sea, el 41.4% del caudal total equivalente a 13 836 l/s. Esto genera altos costos en infraestructura, equivalentes a 150 mil millones de viejos pesos por un m3 suministrado.7

			b) El excesivo consumo de agua que existe en la zona junto con el déficit de líquido que asciende a 10.2 m3/s . En el Distrito Federal se consumen actualmente 35 m3 de agua por segundo, este gasto dividido entre sus habitantes arroja un total de 325 l al día por persona. Tomando en cuenta las dotaciones medias, éstas fluctúan entre los 491 y los 269 al día por persona.8 Gasto desmedido si se compara con otras ciudades que satisfacen sus necesidades cotidianas con 200 l diarios por persona. Informes recientes reportan un déficit de tres m3/s en el Distrito Federal y en la Zona Metropolitana del valle de México de un m3/s 

			c) Junto con el consumo de la población, el gasto en el agua se registra en la cantidad de fugas por lo obsoleto de la red de distribución primaria y secundaria (tuberías cuyos primeros tramos se instalaron hace más de 100 años): el registro indica que más de 30% del agua se pierde por fugas antes de llegar a las viviendas. Para 2004 se detectaron un total de 32 784 fugas, mientras que en 2005 se reportaban 13.3 3/s de pérdidas de un caudal total de 35.1.9

			d) El sistema de cobro del agua que se basaba en cuotas fijas impedía recaudar el costo real de los consumos. Las bajas tarifas propiciaban el desperdicio, lo que limitaba la capacidad para ampliar y mejorar los sistemas. Financieramente hablando, tan sólo hace veinte años se llegó a recaudar 40% de lo que se gastó (750 000 nuevos pesos mexicanos), por lo que los sistemas de cobro arrojaban un déficit equivalente a mil millones de nuevos pesos anuales, por concepto de agua y drenaje. Sin embargo, diez años después, la tendencia se empieza a revertir: el sistema de cobro por consumo medido se establece paulatinamente en la ciudad, lo cual conlleva a la actualización de las cuotas de acuerdo a rangos de consumo que van de los 25.06 a los 180.80 pesos al bimestre, por cuotas de servicio de agua potable para consumo doméstico. En 2012, la tarifa por consumo medido de 30 m3/s era de 256.37 pesos y, la tarifa por uso doméstico era de 2.45 pesos por m3. La variación se determina en función de los consumos doméstico, industrial y de servicios y, de la zona catastral, dividida en ocho zonas.10

			


En los diagnósticos oficiales y estudios especializados que dan cuenta del escenario antes descrito, recién se presta atención al papel que cumplen los actores sociales: los funcionarios responsables de la prestación, los académicos interesados en el estudio de la problemática hídrica, los habitantes reconocidos como población beneficiada, demandantes del servicio o en años recientes tipificados como clientes.




			Las percepciones sociales como punto de partida en la construcción de ciudadanía 

			En este trabajo nos interesa rescatar opiniones, creencias, ideas; en fin, las percepciones sociales de los habitantes, a través de las cuales moldean su acción social en torno al recurso del agua. Además consideramos relevante resaltar cómo pueden influir en la acción pública en torno a los servicios de agua potable en la ciudad de México y dan paso a otras formas de ciudadanía que rebasan las fronteras de lo convencional en lo político.11 En lo particular, puede considerarse que, a partir de esta manera de construir la acción social, surge una comunidad hídrica imaginada, conformada con base en las percepciones de los actores involucrados y su traducción en prácticas concretas. Esta comunidad hídrica imaginada se corresponde con la idea de ciudadanía social que desarrollo más adelante.

			Destaco la posición de la población beneficiada frente a la problemática hídrica de la ciudad de México y de su zona metropolitana y, al considerarlos como habitantes demandantes del derecho al agua, rescato sus prácticas, sus opiniones, sus ideas, todo aquello en lo que se desagregan las percepciones sociales del agua como recurso y servicio, aspectos que pueden desempeñar un lugar importante en el proceso de construcción de ciudadanía social en relación con la importancia de este recurso en la vida cotidiana de los habitantes de la metrópoli. Lo peculiar es que son sectores de la población que no están aglutinados en torno a una organización social, a través de la cuál puedan manifestar su lucha y plantear sus demandas. 

			Aquí establezco la relación entre el plano de las percepciones sociales y el de la ciudadanía social que ocurren en el contexto social de la ciudad de México, bajo el cual se construyen y se asumen. La ciudadanía social es un término que se ha estudiado desde diversos enfoques: desde la ciencia política, la sociología y la historia y ha adoptado diferentes significados de acuerdo al contexto social y a las distintas formas de organización humana que han existido a lo largo del tiempo.

			 En ese estudio tomo en cuenta la explicación de T. H. Marshall, quien la define a partir de la identificación de los derechos sociales, los cuáles van desde el derecho a un mínimo de bienestar y seguridad económicos hasta el derecho de compartir el patrimonio social y a vivir como un ser civilizado de acuerdo a los patrones vigentes de la sociedad. En los últimos diez años, el derecho al agua se ha agregado al grupo de los derechos sociales y recientemente al de los derechos humanos. El derecho humano al agua está justificado en la necesidad de contar con agua para la subsistencia y para tener un nivel de vida digno, aun cuando no estuviere expresa o tácitamente reconocida su vigencia; ya se ha dicho que los derechos humanos no requieren de su reconocimiento para ser tales, pues derivan de la dignidad humana. El acceso al agua, concebido como parte del derecho a la salud, al alimento, a la vida, entre otros, es un componente fundamental del derecho a una adecuada calidad de vida.12 En este sentido, los habitantes de la ciudad de México luchan por garantizar sus condiciones y calidad de vida, a partir del ejercicio del derecho al agua, a través del cual puedan y se les permita acceder al recurso y al servicio, el cual tiene un importante referente territorial. 

			La configuración de una ciudadanía social a partir del reconocimiento del derecho humano al agua puede construirse con las relaciones de los habitantes con el agua a lo largo de determinado tiempo. La identidad, el sentido de pertenencia, la apropiación, los usos y prácticas del agua se van vinculando con el agua y van delineando sus percepciones sociales del recurso. Aquí desempeña un papel importante el territorio, entendido como un objeto de operaciones simbólicas –en el mismo sentido de la comunidad hídrica imaginada­– y un marco sobre el que los actores sociales proyectan sus diferentes percepciones: medio de subsistencia, fuente de recursos, paisaje, belleza natural, entorno ecológico, como objeto de apego afectivo, como lugar de inscripción de un pasado histórico y de una memoria colectiva.13

			Para analizar los elementos que influyen en la configuración de las percepciones sociales, tomo en cuenta los testimonios de un grupo de habitantes de diferentes barrios, pueblos y colonias, principalmente de las delegaciones de Iztacalco, Xochimilco y Tlalpan, lugares que en la primera mitad del siglo xx e incluso en la actualidad cuentan con fuentes de agua.14

			


Los lugares y los testimonios

			El agua constituye uno de los factores de identidad de los habitantes de estos lugares: la explicación la encontramos en el paisaje natural y físico de sus territorios constituidos por los cuerpos de agua, los bosques, la flora y la fauna. Las características topográficas con elevaciones pronunciadas de la sierra del Ajusco y del conjunto montañoso del Chichinautzin traen consigo escurrimientos que derivan en fuentes importantes de agua como los ríos San Buenaventura y Río San Juan de Dios o Tlalpan, los ríos Eslava y Parres, el río Churubusco, los canales como el canal de la Viga o Canal Nacional15 y los manantiales como Monte Alegre, Viborillas, Potrero Chico, Fuentes Brotantes y Peña Pobre. 

			Durante el siglo xx, dichas fuentes de agua beneficiaron a los habitantes de los pueblos, los barrios y las colonias que se conectan, desde luego, a la red de distribución del agua potable y a la red de alcantarillado y desagüe de la ciudad. El recurso hídrico, como los otros elementos de la naturaleza, están siendo afectados por el proceso de urbanización de la ciudad de México desde la segunda mitad del siglo xx. El deterioro y el abatimiento de sus recursos naturales constituye una de las principales preocupaciones de las autoridades responsables de la gestión del territorio, como de los pobladores de los pueblos, los barrios y las colonias. En este sentido, en fechas recientes, las instancias gubernamentales han emprendido programas de preservación del medio ambiente, en los que se distinguen el programa de rescate y preservación del Ajusco, así como de parques y bosques (como el bosque de Tlalpan y los parques de Peña Pobre y Fuentes Brotantes).

			 En las historias locales de los barrios y pueblos, los habitantes tienen un sentimiento de pertenencia a su territorio, a través de los vínculos afectivos con todos los elementos físicos y naturales del paisaje; se distingue principalmente la relación con el agua, los manantiales, los canales o los ríos. Este territorio, junto con las fuentes de agua, se convierte en un espacio de sedimentación simbólico-cultural y en un soporte de identidades individuales y colectivas, las cuales pueden desempeñar un papel importante en el ejercicio de su derecho al agua y, a partir de eso, en la configuración y el reconocimiento como ciudadanos.16

			Los pobladores de las zonas de estudio han interiorizado en su historia individual y colectiva su entorno físico y simbólico: lo han integrado a su sistema cultural. En ellos, el territorio desempeña un papel simbólico relevante en el contexto de la acción y de las relaciones humanas. Cuando se trata de pertenencia socioterritorial, la misma territorialidad se integra en el simbolismo expresivo de la comunidad como uno de sus elementos.

			El marco conceptual planteado líneas arriba ayuda a comprender la relación que establecieron algunos habitantes –del barrio La Fama, en Tlalpan, del pueblo de San Gregorio Atlapulco y del barrio de Caltongo, en Xochimilco, y de los barrios de La Asunción y de Santiago, en Iztacalco­– con el agua y cómo a través de sus relatos, experiencias y vivencias, el agua se fue incorporando como una pieza importante de pertenencia socioterritorial y de identidad local, elementos claves en el proceso de construcción de ciudadanía. 

			Cabe mencionar que los testimonios expresan la percepción sobre una experiencia vivida, también la mirada, los discursos y las expectativas de su sociedad en el momento en que son formulados y, con relación al agua, de lo que para ellos fue crecer y vivir en lugares en donde este recurso era un elemento primordial del entorno, que a través de sus usos y prácticas, fueron incorporados a la memoria y a la historia local. Los habitantes se posicionan en el pasado y encuentran al agua en el paisaje, la describen tal y como para ellos existía en los escenarios de su infancia. Posteriormente, revelan las diferentes formas de apropiación del recurso para después relatar sus percepciones actuales, las cuales integran en su discurso por la formulación de reivindicaciones actuales por el agua, un paso importante en el proceso de construcción de ciudadanía. Al respecto, los habitantes del barrio La Fama recuerdan el paisaje natural del Parque de las Fuentes Brotantes:




			 

			El manantial sí, ahora ya es una zona restringida, pero anteriormente pasaba uno más fácil. Entonces es una cueva preciosa, porque de entre las piedras ve uno que está emanando el agua, el agua cristalina […] que salía de la turbina, se hacía una cascada para antes de entrar a la presa. Hasta ahí desde que salía del manantial hasta antes de entrar a la presa era agua potable, de tirarse de panza y de tomarla, ya una vez tocando la presa, bueno, ya no era lo mismo, podía ser un poco contaminada […]. Después de formar parte de la presa salía una especie de caño […] que tenía paredes a los dos lados y tenía dos metros de ancho e iba del lado de donde estaban los columpios, […] y más o menos, como medio metro de agua de profundidad, entonces corría hasta […] los merenderos y ahí se desbordaba; era una cascada […], se esparcía todo eso y ya después agarraba cause acá en el caño, que sí salía a otra parte de aquel lado y […] entonces venía un caño así por allá abajo, acá se dividía en dos […]. Una parte del caño iba de aquel lado, se juntaba con otra parte […] que no entraba a la escuela y otra parte que iba por dentro de la escuela, sí, entonces era precioso […]. Y eran brotantes porque parte del agua que se trasminaba por dentro de la presa, más adelantito por abajo brotaba, podía estar aquí sentada y el agua estaba brotando, toda la arenilla brotaba, si rascaba no sé a lo mejor medio metro, un metro, había agua.17

			


Ah no, el agua era muy fría, de eso sí me acuerdo porque simplemente nosotros cuando éramos pequeñitos no había agua en las casas como ahora las hay. Entonces, mi mamá se bajaba a lavar lo que es el cañito, el río, pero el agua sí estaba limpia, no como ahora, ahora pues ya está muy poblado. Entonces yo me acuerdo que el agua se veía limpia, allí lavaban, iba una de mis tías, una madrina […]; ya se dedicaban en la tarde a lavar […]. El agua era muy fría […], era corriente, agua que ya venía de Las Fuentes; entonces allí nosotros, mi mamá bajaba a lavar, hasta tenían unas piedras para lavar y todo.18

			En los testimonios de los habitantes se encuentran los recuerdos de las vivencias con el recurso a través de ciertas prácticas cotidianas que, por su carácter, les permitieron a los pobladores construir una territorialidad que da cuenta de la relación del sujeto con el territorio; en este caso, con el barrio. 




			Nosotros que acarreábamos agua sí dejábamos una cubeta, porque teníamos descanso. Como los vecinos: nos encontrábamos acarreando agua, inclusive hasta yo llenaba mi cubeta y esperaba a mi vecino y ahí íbamos con las cubetas y platicando. La parada de descanso era en el poste que le decíamos el poste de la luz, que a lo mejor era una viga toda apolillada de tres metros que detenía unos cables. Dejábamos las cubetas y a lo mejor nos echábamos unos cinco minutos de plática y órale cada quien llegaba con sus cubetas a donde tenía que llegar y otra vez a echar otro viaje y así nos la pasábamos. Si tu dejabas las cubetas, en el agua se veía la vibración de la fábrica; es más, a veces sentías el cosquilleo en los pies, afuera, ya estando afuera de la fábrica se sentía.19

			


La producción de frutos y flores de los lugares de Tlalpan se destinaba al consumo familiar y al comercio local, otro de los factores en el que encontramos como signos de una pertenencia socioterritorial y del agua como elemento constitutivo del territorio.




			Pero todo lo que es la entrada de las fuentes para el lado derecho, yendo de aquí para abajo, eran huertas, unas huertas muy bonitas que tenían rosales; había una planta que se llamaba bola de nieve y colgaba como hilitos. […] Ascensio Espinosa era el dueño de esa huerta y, después, seguía otra que era Alfalfar y tampoco supe cómo se llamaba el señor sino hasta la otra que era la huerta de..., la era un pedazo chico que era de los Sarabia y de los Sarabia siguió don, este señor, Simón Rivera y don Simón Rivera pasó a otra huerta que es de los Tenorio.20

			


En los relatos encontramos los lugares como elementos constitutivos de la memoria. En particular, esto se revela en los recuerdos sobre el aprovechamiento del recurso hídrico para la horticultura: 




			Abajo era un río, se llevaba todo y esa agua desbocaba en la escuela Granjas, donde esta ahorita Neurología, era una escuela de varones y ahí se sembraban muchas hortalizas y tenían criaderos de puercos, tenían muchas, y ésta agua desbocaba para San Fernando; alimentaba también todas las huertas de Toriello Guerra y parte de Peña Pobre y San Fernando. Peña Pobre también tenía sus manantiales donde esta Villa Olímpica, son manantiales abajo, donde quiera había agua, donde quiera; el cerro de Zacatepec, todas las personas que eran obreros de aquí, tenían ejido también allá y sembraban mucho maíz en esa parte, y, aunque a veces se retardaban las aguas, que no llovía pronto, pero allí no faltaba las milpas, eran preciosas porque toda esa parte era húmeda.21

			


En los recuerdos de la niñez, los entrevistados evocan las actividades cotidianas como otro modo de apropiación de los caminos del agua; entre ellas, los juegos que practicaban en éstos:

			En los caños de Fuentes Brotantes, dos niñas ubican sus juegos: 




			Era agua corriente, agua que ya venía de Las Fuentes; entonces allí nosotros, mi mamá bajaba a lavar, hasta tenían unas piedras para lavar y todo, y uno pues de chiquillo, ya sabes nada más por mojarse, no es capaz de poner otra piedra para estarse mojando, pero pues la que lavaba era mi mamá, pero nosotros ahí, nada más jugando que sé yo, primas y todos allí,. Más que nada en lugar de ayudarle nada más íbamos a jugar, pues era allí cerquita de la casa […] y en lo que ellas lavaban nosotros jugábamos ahí.22

			


Para mí, era un placer y no me quedo con las ganas todavía algunas veces de ir y meterme al agua en el arroyo e ir caminando en el arroyo contra corriente. Pero a veces, cuando yo era niña no había necesidad de que me metiera al arroyo, porque el agua iba por la carretera […]. Si yo iba a ir cerca, me mojaba; nos teníamos que mojar los pies a fuerzas, porque no había un puentecito […]; no había un puente […]. Sobre la calle, entonces, uno siempre andaba mojado, siempre andaba mojada […] y para mí era un placer […]. Mi mamá que estaba lavando en el arroyo, […] yo, este, me caía, siempre me caía al agua […] porque,… Entonces este, siempre andábamos jugando en el agua.23

			


Los usos del agua a través de las prácticas que realizaba la población en diferentes ámbitos moldearon la forma de vida social: por medio de las prácticas sociales, los pobladores fueron creando un sistema de ideas, valores, percepciones, saberes y conocimientos alrededor del agua, que se fueron transmitiendo de generación en generación. Dicho sistema de representaciones sociales trajo consigo la formación de un sentido de pertenencia a un lugar que supone, a la vez, una identificación con un territorio dado, es decir, una identidad. 




			Pero sí para beber: mi mamá, por ejemplo, mandaba a mi hermano, el mas grande, y a otro que es el mediano con una garrafita de plástico; entonces lo mandaban, con esa agua se bañaban a los bebés, o sea no agarrabas de la llave por que le teníamos desconfianza, solamente la llave de La Fama le teníamos confianza porque estábamos seguros que la habían entubado directamente del manantial; ésa era nuestra idea, quién sabe si es cierto. Yo asumo que sí porque la gente mayor de esa época decía que eso había sucedido. Entonces había nacido mi hermano Mariano en el 71 y mi mamá enviaba a los grandecitos por agua y era para prepararle al niño su lechita, su comidita y para lavarlo [...]. El agua, te digo, era algo muy respetado.24

			


El abatimiento del recurso es un fenómeno que los habitantes de la ciudad de México hemos presenciado en los últimos años. Tlalpan no ha estado exenta de este fenómeno; sin embargo, en las experiencias de vida y en la memoria colectiva de los pobladores, definidas, desde luego, como un fenómeno social y sometidas a cambios y trasformaciones constantes, el agua se conserva como uno de los elementos constitutivos de los recuerdos y de la memoria que permite que los pobladores conserven sentimientos de pertenencia socioterritorial en donde se opere la relación entre la memoria y los sentimientos de identidad individual y colectiva. 

			Aquí situamos los elementos que pueden influir en el proceso de construcción de ciudadanía: al ser habitantes de la ciudad de México, sus opiniones y percepciones se tienen que rescatar como instrumentos para luchar en defensa de sus condiciones de vida. Coincido con quienes afirman que no ha existido una ciudadanía, sino muchas ciudadanías de acuerdo al complejo de relaciones que se establecen en la constitución de una sociedad: las relaciones de producción, las formas de vida social, la organización social en clases, grupos y sectores sociales, las instituciones jerarquizadas con funciones políticas y sociales específicas han implicado particulares significados, características y prácticas del ser un ciudadano; es decir, como producto a los condicionamientos políticos, económicos y sociales de un período histórico, en los cuales la actividad humana, la voluntad y la acción del hombre tienen un papel innovador.

			Para ello, tomamos en cuenta los fragmentos de testimonios de los habitantes de los barrios y pueblos de Iztacalco y Xochimilco, pobladores que, en el proceso de interpretación de su vida y experiencias pasadas con el recurso y, a través de sus relatos, van construyendo y trazando rutas y expectativas particulares con relación al recurso. Inicio los diálogos con los recuerdos del momento en que introducen las redes del agua potable a sus barrios y pueblos, y que coincide con el proceso de expansión urbana y demográfica de la ciudad de México hacia el Oriente y el Sur, y que inicia a partir de la década de los años cincuenta del siglo pasado. La población de Iztacalco (con una superficie de 2 306 hectáreas, 1.5% del Distrito Federal, con suelo plano de origen lacustre) entre 1950 y 1980 aumenta considerablemente: pasa de 39 529 a 591 445 habitantes, pero con la particularidad de que, durante los primeros veinte años (1950-1970), el aumento en números absolutos se observa una tendencia creciente y se revierte a partir de los setenta. Entre 1970 y 1980, el aumento neto de la población se reduce a un poco más de 88 mil personas al pasar de 503 066 a 591 445 habitantes.25 La expansión demográfica que experimenta la delegación se manifiesta en las modificaciones que registra el porcentaje de la población de Iztacalco respecto a la población del Distrito Federal: la tasa de crecimiento medio anual para los 30 años considerados fue de 9.4%, casi tres veces más alta que la de la población del Distrito Federal. Para 1980, 67.6% de las viviendas contaban con agua y 90% con drenaje, sin embargo 95% del territorio de la delegación estaba cubierto con infraestructura hidráulica y 90% con alcantarillado. 

			En Xochimilco, localizado al sur del Distrito Federal, con una superficie de 127.4 km2, 8.5% del total del Distrito Federal y con 12 km de acuíferos y canales, también se registra este crecimiento entre 1950 y 1980 cuando su población casi se quintuplicó al pasar de 50 mil a 226 mil habitantes. Un incremento significativo a pesar de ser una delegación dentro del grupo con menos población que ocupaba en 1950 el décimo lugar y en 1960 el duodécimo, y, al representar su población con respecto del Distrito Federal y de la zona metropolitana de la ciudad de México, alrededor de 1.5 y 1.3% entre 1950 y 1970, y 2.5 y 1.6% en 1980, en el mismo orden. Para 1980 cuenta en su totalidad con servicio de agua potable, excepto en la zona habitacional de las chinampas. El servicio de drenaje es insuficiente: no llegando a 60% de la población.

			El Departamento del Distrito Federal no introdujo la red de agua potable al mismo tiempo en las diferentes zonas de la ciudad. De acuerdo con los relatos de los habitantes del barrio Caltongo, las redes de agua potable se introdujeron en los años sesenta, cuando 61% del total de viviendas en la ciudad de México (574 477 viviendas) contaban con agua potable entubada:,28% fuera de las viviendas y 6% aquéllas a las que nos llegaba agua entubada.26 En los barrios de Santiago y La Asunción en Iztacalco el tendido de las redes hidráulicas llegó en los años cincuenta. 

			Los habitantes del barrio de Caltongo, como el señor Marcelino, resultaron beneficiados por la introducción de la red del agua potable:




			Cuando comenzaron a entubar el agua de Nativitas, y eso tiene como unos cincuenta años, [...] Pues yo cuando ya empecé a hacer uso de razón, aquí en el centro, de donde está la capilla, había una fuente con tres llaves, pero pues no había presión porque viene de un cerro de por allá de, no recuerdo ahorita el nombre, y ya había agua, pero una fuente para todos los que vivíamos acá y una cubetita le abría ahí tantito. [...] Hasta por cómo por los sesenta fue cuando comenzó a haber agua potable, bueno en las casas [...] En los sesenta fue cuando comenzaron y, como no había drenaje, ¡unos charcotes! No se podía ir a coger el agua porque unos también querían lavar su cubeta.27

			


Las redes de alcantarillado se introdujeron en los años setenta, cuando 90% de las viviendas en la ciudad de México contaban con este servicio y 10% carecían de él. En esta década y con la finalidad del mejoramiento sanitario del medio se entubaron ríos o cauces abiertos, como el río de San Juan de Dios y El Canal de Miramontes. 

			De acuerdo a lo que recuerda Don Aurelio, habitante del pueblo de San Gregorio Atlapulco: 




			Cuándo yo vivía en San Gregorio no fue sino hasta como por sesenta y tantos, setenta metieron el drenaje allá, porque la mayor parte de las familias tenían su fosa séptica, y el agua de los lavaderos que, allá junto al embarcadero que le digo están los lavaderos, todo se mandaba para la chinampería, pero no era mucho problema […] Al bajar en esta carretera federal a San Gregorio, hay unos semáforos, allá abajo pasa un acueducto que tenía la fecha de 1904, ese acueducto venía del pueblo de San Luis Tlaxialtemalco y allí estaban pozos que llenaban esos acueductos, y los llevaban a la avenida División del Norte, ya cerca de la colonia del Valle, allá en División del Norte, por Xotepingo, por allí están los depósitos o las bombas que abastecen al Distrito Federal, pero esa agua se iba de aquí, de San Luis Tlaxatemalco. También nos daban a nosotros, también nos surtía a todos los pueblos y allí iba al acueducto y de allí bombeaban a unos depósitos, con la gravedad surtía al pueblo de San Gregorio. Allá hay un depósito; todo el acueducto ya está cubierto por la carretera, ahí va hasta Santa Cruz, porque más allá, se abrió en Santa Cruz hay una desviación y ya se va por los manantiales. ¿Conoce los manantiales de Xochimilco? Y esa agua venía de aquí del norte de San Pablo Oztotepec, San Salvador.28

			


A diferencia de lo que ocurre en Xochimilco, en los barrios de Iztacalco el servicio de agua potable se introdujo en los años cincuenta, cuando 50.5% de las viviendas de la ciudad de México tenía agua entubada dentro de la vivienda; 44.6% se abastecía con una sola toma para varias viviendas; las viviendas que se surtían de agua por medio de aljibe o depósito representaba 1.5% y las que se abastecían de pozo fueron 1.6%. 

			El señor Juan, habitante del barrio de la Asunción en Iztacalco, relata: 




			Desde el tiempo de Don Porfirio, pero, ¿qué será? A principios del siglo xx, llegan a través de hidratantes públicos en cada barrio, allá dos o tres llavecitas. En una de ellas generalmente había unos lavaderos públicos y el agua se obtenía de unas bombas que existen en el barrio de Santa Cruz; todavía están los pozos, pero ya está contaminada el agua. O sea, ya no funciona, ya tenemos el agua del Chamala como todos los capitalinos, pero yo diría que me acuerdo; te digo, yo nací en, en 48, desde, también en dos tres lados obviamente también públicos, llaveros, en los hidrantes porque las casas, me acuerdo yo, había fosas sépticas, era el sistema. Una después, que será, en los finales de los cincuenta se metió agua en general a las casas que en aquel entonces existían, que vienen siendo 30%. Te digo, yo desde que me acuerdo, a principios del siglo xx [...]. De todo lo que sobraba en los manantiales ahora, cuando se pobló la Ciudad de México, en 1930, 1940 entubaron el agua, todavía se ve sobre la calzada de Tlalpan, el acueducto saliente de los tiraderos, esta agua que antiguamente se tiraba para el lago de Texcoco, comenzó a bebérsela la ciudad de México.29

			


El crecimiento demográfico trajo consigo el aumento de la demanda de agua potable, pero también el abatimiento y deterioro de los cuerpos y fuentes de agua. En este sentido, desde el presente, los habitantes identifican los diferentes factores que influyeron en este fenómeno, como continúa Marcelino en la entrevista: 




			Sí, pues dicen que antes del Cerro del Chapulín, donde está el castillo, bajaba el agua para alimentar la ciudad de México, pero se secó, ya se escurrió todo; entonces empezaron a mandar de aquí, de Xochimilco, por medio del acueducto, pero ese acueducto es viejísimo, ya en la revolución ya existía. Dicen que en cierta ocasión a unos por ahí querían llegarle de sorpresa al enemigo, a los zapatistas, eran carrancistas no sé que les destapan y ahí van como peces adentro del agua […]. Ya no había agua, ya todos los que cultivaban pues ya no había. Las canoas ya no daban muy lejos y luego la gente que se robaba las cosas, o sea que muchos sembraban y otros cosechaban, sencillamente, ya no era vida [...]. Pero esto es algo que realmente ningún delegado que ha venido aquí ya sea del pri, del prd, o de cualquier otro partido se preocupan por realmente realzar lo que es la Venecia mexicana. No buscan la manera para que el agua se purifique; cuesta mucho, pero circulándola, si va a correr por un determinado lugar, cuando llegue a otro lado, con eso de que si el río Panuco recibe todo lo que es la ciudad de México y ya llega toda limpia el agua, pero va regando por todos lados. 

			


A principios del siglo xx, de 1901 a 1912, se construyó el sistema de dotación de agua para la ciudad de México, a cargo del ingeniero Manuel Marroquín, quien emprendió la obra desde el pormenorizado estudio sobre las posibilidades de emplear como fuente de abastecimiento los manantiales de Xochimilco, las características de las líneas de captación, el bombeo y la conducción del agua a través del Acueducto, las condiciones requeridas para la construcción de las bóvedas o los depósitos de almacenamiento hasta los rasgos de la red de distribución de agua potable en la ciudad capital. En fin, se trató de un sistema de abastecimiento interconectado, con un funcionamiento permanente que incluía la captación, la conducción, el almacenamiento, la distribución; incluso contemplaba la propuesta de administración del servicio del agua potable.30

			Con relación al caso de los manantiales, don Aurelio relata que: 




			Sí, producían más las aguas, ya están tapados, todo ya está tapizado. Si ustedes van ahí, creo que tendrán que ir por San Gregorio Atlapulco, ahí en la Secundaria 300, hay una callecita así; pregunta usted dónde estaba el manantial, me parece que hay un centro de salud, ya está tapado, ya no hay nada, y síganse, preguntan dónde era el canal, porque estaba el manantial y salía y ya se repartía al canal. El canal ya es calle, ya no hay nada más. Y fue como por el año, no estoy seguro, como por el setenta aproximadamente.

			


Este habitante menciona que en San Gregorio Atlapulco hay un total de seis pozos de los cuales están extrayendo el agua para abastecer al pueblo y, a decir de ellos, el agua que sale es sucia y de mala calidad: 




			Actualmente, y ésos son los que están llenando otra vez el acueducto que venía de San Luis, se viene, mandan el agua, porque en San Luis ya no hay tampoco, ya no existen esos manantiales que llenaban el acueducto, ya no existen. El agua potable viene sucia por los mismos pozos [...], como está la chinampería, le digo que llega el drenaje y está sucio allí; entonces hay grietas en el subsuelo, se meten y los pozos están jalando, se juntan a veces. Hay algunos pozos que ya no trabajan porque estaban sacando esa agua sucia; aquí en San Juan también hay dos pozos que ya no funcionan porque estaban sacando agua [...]. Aquí, entre Tecomic y San Juan, está un pozo también de agua azufrada que es la que le manda al pueblo de Mixquic, y Mixquic todavía cultiva algunas verduras, todavía se entiende que algo limpia es el agua azufrada.

			


El abatimiento del agua también surgió por el entubamiento de los principales ríos abiertos de la ciudad; los motivos pueden encontrarse en las políticas de saneamiento del gobierno del Departamento del Distrito Federal, como los ríos de La Piedad y Churubusco, en el sur, y el río Consulado, en el norte.31




			Don Miguel, habitante de la delegación Iztacalco, menciona que los ríos y canales existentes al Oriente de la ciudad, “los entubaron porque, cuando llovía, había inundaciones en algunos poblados. Y entubaron el río Churubusco, es el que está oculto, pasa y sale hasta Zaragoza, y de ahí sigue para quién sabe por dónde”.32 Al entubamiento de los ríos le precedió el secado del canal de La Viga, que se inició a principios de la década de los años treinta. Al respecto este habitante recuerda: 




			 Y, el canal de La Viga, ése lo taparon [...]. Pues que todo mundo se sorprendió porque empezaron a quitar el agua, ya después eran charcos nada más, y empezaron a echar camiones de basura, de cascajo, todo eso que está tapando. Ya después entró el gobierno a trabajar y taparon bien, pavimentaron, y ya se hizo la calzada [...]. La gente, pues se sorprendía porque estaba uno adaptado ya a las costumbres del canal famoso, de las trajineras, el comercio de las verduras, las trajineras por el canal. 




			Testimonio similar al del señor Miguel es el siguiente: 




			De todo lo que sobraba en los manantiales ahora, cuando se pobló la ciudad de México, 1930, 1940 entubaron el agua, todavía se ve sobre la calzada de Tlalpan, el acueducto saliente de los tiraderos; esta agua que antiguamente se tiraba para el lago de Texcoco, comenzó a bebérsela la ciudad de México [...]. Y ya no hubo agua para tirar para este lado la misma, señora, la misma humedad producía los brotes de ojos de agua, se comenzó a secar. En el 45 ya no paso el canal por acá, se fue cortando. Primero, dejó de llegar al centro, después nada más llegaba hasta Taller, Santa Anita, Apatlaco, hasta que lo desecaron por lo mismo que ya no habría agua; o sea, el agua acá antes, a ellos les sobraba y aquí servía para sembrar, ahora después de que se secó comenzaron hacer pozos. O sea, ya se regaba con agua del mismo vientre de las chinampas, con un motorcito y una bomba se alcanzaba a regar y, lo que estaba equilibrado, con el pocito que teníamos en Santa Cruz alcanzaba para abastecer de agua a todo el pueblo de Iztacalco, cuando nos llegó gente de todos lados, ya no alcanzó. El gobierno central, ¿de donde agarró?, pues de Xochimilco, primero más al norte urbanizó, luego siguió Iztacalco, y así se fue todo el sur. Y ahora los que están en peligro son Xochimilco y Chalco, que ya se nos están acabando y el mismo proceso que se ve, pues fue el mismo que se sufrió aquí, pues se acabaron el agua de aquí y nos degradaron el hábitat [...]. Simplemente se llevaron el agua para otro lado, y pues el canal se secó.33

			


El contenido de los testimonios refleja el sentido de pertenencia de los habitantes al territorio, además de una apropiación del agua como patrimonio histórico constituido por obras del pasado –canales y ríos– consideradas valiosas desde el punto de vista social y cultural, aunque sean pobladores urbanos. Alrededor de estos elementos se ha ido configurando una cultura constituida por el conocimiento, las creencias, la moral, el derecho, las costumbres, los hábitos y las capacidades adquiridos por los hombres como miembros de una sociedad. En el caso de este estudio, la cultura de los habitantes de los lugares mencionados se vincula con el agua, recurso que imprimió una forma de vida particular, además de ser un elemento constitutivo de la memoria y del imaginario colectivo. En este sentido considero que: “La cultura se refiere tanto a la invención como a la preservación, a la discontinuidad como a la continuidad, a la novedad como a la tradición, a la ruptura de modelos, al seguimiento de normas, a lo único como a lo corriente, al cambio como a lo predecible”.34




			Conclusiones 

			Considero que la cultura del agua entendida de esta manera incide en la configuración del ser ciudadano, lo que implica el pertenecer a una comunidad y vivir en ella. Aun cuando la acción social de los sectores de la población con los que hemos trabajado no se materializa con una práctica política, cuentan con la experiencia y la memoria individuales y colectivas compartida a través de sus recuerdos y que expresan un discurso y una narrativa particulares. Se trata de recuperar lo aprendido para reflexionar sobre la forma de vida social con el agua y sobre todos los planos que ésta abarca actualmente: el deterioro, el abatimiento, la escasez, pero también la preservación del recurso.

			La ciudadanía como participación es la dimensión activa. En nuestro estudio la encontramos en la acción social de los habitantes: se ha materializado en la organización social para la preservación de las historias locales con sus tradiciones, costumbres y festividades. En Iztacalco destaca las organizaciones Cultura Urbana, Casas Blancas o Casa de la Sal y el Consejo del Rescate del Centro Histórico. La organización Casas Blancas o Casas de la Sal ha celebrado la festividad del viernes de dolores, tradición que era realizada en el canal de La Viga. Otro grupo ha realizado exposiciones fotográficas, en donde incluso se expuso una chalupa que consiguieron en el pueblo de San Gregorio Atlapulco, en Xochimilco. 




			Adornamos muy, muy bonito y le gustó a la gente [...]. Entonces las exposiciones las hicimos el primer año de todos los barrios y nos fue muy bien y comenzó a participar mucha gente porque hicimos mesas de remembranza. Sentábamos a los viejitos a que nos platicaran y comenzó la gente; yo digo que del noventa para acá ya comenzaron más chavos a interesarse. Hicimos exposiciones más seguido, también las ofrendas y sacamos una publicacioncita, se llama Cuadernillos de Iztacalco y cada quien por su lado y sus alcances. 

			


Otra de las festividades que se celebra es el Carnaval que también se identifica como una fiesta de rescate de las tradiciones en Ixtacalco: “Bueno los organizadores son de Santiago, pero jalaron comparsas de todos los barrios, se hizo muy bonito y ahora apoyan a la delegación, pues ése es otro modo de conservar. Por el apoyo de la delegación, cuando se ha dado, pues ha sido benéfico porque cuando el gobierno del pri ibas y te apuntabas que querías hacer tu ofrenda y te daban el material; yo había concursado.

			En relación con la exposición fotográfica, Manuel nos cuenta: 




			Entre todos los barrios, o sea, el día de la fiesta del patrón, llegábamos nosotros con nuestro templete, nuestra lona y exposición; claro que nos entrevistamos con mayordomos para que hubiera apoyos, de pedida de la comida y, como íbamos varios, y luego algunos cooperaban mucho, te apoyaban con más cosas y nosotros conseguíamos en la casa de cultura o en determinados lados, conseguíamos apoyos, bailables, coros y ya, se hacía, se hace bonito [...]. De las exposiciones, la última que hicimos fue la del año pasado de la ofrenda, expusimos algunas fotografías [...]. La mayoría de las fotos eran del canal, es una visión del mercado de Jamaica, al fondo se ve una especie de puente, es donde está el canal, ahora es la avenida del Taller, está tomada de aquí, para allá o sea lo que era el mercado de ese tiempo era entre Chabacano y Taller, ya luego se fue corriendo para acá, hicieron el mercado nuevo ahí, 1950 y tantos. Entonces el canal como que es un símbolo muy importante para nuestra memoria histórica colectiva. Sí, el canal de La Viga, el canal, el cual todo era el canal [...]. En 1945 dejó de pasar agua por aquí por Iztacalco. El canal, pues el agua, como te dije el agua es vida, fue vida y sigue siendo vida; era la arteria vital, lo que le dio vida a Iztacalco, el comercio, le dio vida en la agricultura, pero se basaba la vida en torno al agua, pero no porque nos quitaron el agua nos morimos, seguimos trabajando con o sin agua, el pueblo sigue vivo, seguimos sintiéndonos de Iztacalco. Sabemos que el futuro va a estar más azaroso, para nuestras tradiciones, pero ya no podemos regresarnos, ya pasó: fue muy bonito, pero ya pasó que nos sirva nada más como punto de arranque de ahí para adelante. El agua ya no la vamos a volver a ver, fue bonito mientras vivió, desgraciadamente no lo vivimos, pero fue tan bonito que todavía, nos sentimos todavía lo añoramos, todavía lo platicamos, todavía sabemos varios creo que más acerca del canal, acerca del agua, que muchos contemporáneos que vivieron en otros lugares. Simplemente de aquí de la colonia Moderna, mucha gente que debió de haber conocido el canal no lo conoció, hasta nosotros que no lo conocimos fue a través de la tradición oral de las pláticas de nuestros mayores, pues nos hemos enterado de lo que fue nuestro entorno que engendró nuestro pueblo, aunque sí somos una comunidad [...]. Te digo me ubico así porque nos sentimos diferentes, porque somos diferentes, pero poco a poco sino luchamos por conservar se van a perder esa identidad y va a ser lastimoso porque vamos a pasar a formar parte de las colonias, otra colonia; ojalá que eso no suceda. Sí, eso es lo que yo puedo decir.

			


Este testimonio final resume el punto de vista de algunos sectores de la población frente a la pérdida de las formas de vida social con el agua. Considero que un recurso para detener este sentimiento es precisamente la acción social a través de la participación en distintos frentes; se puede tomar como referente la que encontramos en Iztacalco y en otras delegaciones de la ciudad de México. Desde estas posiciones, la ciudadanía se construye y puede ser puesta en práctica a través de la identificación de los vínculos de los habitantes con el agua y el reconocimiento del agua como derecho social y humano.
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			Introducción

			El tema de los recursos hídricos que transcienden las fronteras políticas es, en la actualidad, un importante foco de atención en el ámbito internacional para académicos y políticos debido a las amenazas que representan para las relaciones internacionales y a las potencialidades de cooperación que se derivan de él. De hecho, Toset, Gleditsch y Hegre1 observan que la propensión al conflicto derivada del hecho de compartir un río internacional o uno transfronterizo es alta y Dinar2 menciona que las cuencas internacionales están inmersas en un complejo juego de relaciones de interdependencias políticas, económicas, ambientales y de seguridad, lo que las convierte en espacios potencialmente conflictivos. De la misma forma, Wolf, Yoffe y Giordano3 subrayan que existe una relación entre la escasez de agua y la inestabilidad política. Para ello, a partir del análisis de las dinámicas de conflicto y cooperación, proponen un mapa mundial de cuencas transfronterizas donde destacan las cuencas en riesgo; es decir, aquellas propensas a la conflictividad. Sin embargo, también resaltan que la cooperación destaca históricamente y, en la actualidad, a escala internacional en materia de aguas transfronterizas. En efecto, más de 3 600 tratados relacionados con el agua han sido firmados entre los años 805 y 1984 en el mundo. Adicionalmente, entre 1948 y 1999, registran un total de 67% de eventos de cooperación sobre agua entre 1 831 hechos analizados; Stefano, Silva, Edwards y Wolf  4 reportan 57% eventos de cooperación en el periodo de 2000 a 2008 entre un total de 901 eventos en cuencas transfronterizas. 

			El término de cuencas transfronterizas refiere a territorios que transcienden las fronteras y tiende a ser bastante neutral porque no implica más que el reconocimiento de la existencia de su continuidad más allá de la línea de división política establecida entre dos entidades estatales. Por lo general, los Estados no propicios a la cooperación en la materia suelen utilizar esta denominación bastante neutral porque, a diferencia de las dos siguientes, ésta no implica compromisos implícitos. Por su parte, el uso del término de ríos transfronterizos y de aguas transfronterizas remite también a su característica de transcender las fronteras políticas; en otros términos, no respetar las líneas imaginarias establecidas por los actores por excelencia de las políticas exteriores: los Estados nacionales. 

			La noción de cuencas compartidas evoca territorios que dos o más Estados nacionales comparten; por lo tanto, su uso sugiere que de este hecho de compartir debe derivarse una gestión común o compartida. Este término es particularmente apreciado por las organizaciones no gubernamentales internacionales y las comunidades epistémicas5 que tienen interés en el desarrollo de proyectos de gestión compartida bajo la modalidad de la colaboración interestatal en estos territorios o desde la cooperación entre organizaciones locales y gobiernos en diversos niveles y temáticas. 

			Finalmente la cuenca internacional refiere a un territorio cuya extensión rebasa lo nacional y el uso del término sugiere la existencia de alguna entidad supranacional que pueda atender las problemáticas de dicho territorio. Remite, en particular, a los intereses de las instancias de cooperación internacional relacionadas con la Organización de Naciones Unidas (onu), por ejemplo, o a la creación de mecanismos interestatales de gestión para la cooperación que son internacionales porque rebasan a los Estados nacionales. Cabe subrayar también que la noción de aguas internacionales difiere de la de cuenca internacional porque se deriva de algunos conceptos jurídicos, como la de cursos de agua internacionales definidos por la Convención de Nueva York de 19976 que se restringe a las corrientes –y no considera las cuencas en su totalidad­– o el término de ríos internacionales que refiere a los ríos que delimitan las fronteras o a las fronteras fluviales.

			Si bien las nociones de cuencas transfronterizas, compartidas e internacionales hacen referencia a realidades concretas similares, el uso de los términos de transfronterizo, compartido e internacional en relación con las diferentes condiciones de los recursos hídricos no tienen las mismas implicaciones políticas, ya que en este ámbito no resultan neutrales por todas sus implicaciones. Sin embargo, aunque desde el punto de vista académico los podemos considerar como sinónimos descriptivos de un territorio específico que nos interesa abordar en su totalidad y complejidad (llamado cuenca transfronteriza, compartida o internacional) tiene que haber claridad de que en el ámbito político de las políticas exteriores y de las relaciones internacionales el uso de una u otra denominación posee implicaciones distintas. Adicionalmente, cabe insistir en que estos adjetivos aplican para conceptualizar a las aguas y los ríos y a veces remiten a tradiciones distintas. 

			México comparte con sus dos vecinos del sur, Guatemala y Belice, seis cuencas, tres ríos internacionales y un gran número de corrientes transfronterizas. La dimensión política del agua es notablemente presente en la frontera común ya que 53% de la frontera México-Guatemala y 87% de la México-Belice son fluviales. A esta realidad hay que sumar la existencia de humedales y lagunas transfronterizos que ubican a la frontera entre México y sus vecinos del sur en una situación de gran riqueza en agua derivada de las altas precipitaciones y de las vastas aguas superficiales, pero que se caracteriza por problemas de acceso a los servicios públicos de agua y de saneamiento.

			En la región, 47% de las aguas que escurren en México vienen de Guatemala debido a la ubicación cuenca arriba de este país en todas las cuencas transfronterizas; con excepción de la cuenca del río Suchiate, donde Guatemala se localiza a lo largo de todo el territorio. 

			La frontera entre México, Guatemala y Belice se caracteriza por una ausencia de delimitación conjunta de cuencas transfronterizas por los tres Estados. Para superar esta dificultad se presenta un mapa de delimitación trabajado desde la academia que evidencia del océano Pacífico al golfo de México la presencia de seis cuencas: río Suchiate (Guatemala y Chiapas); río Coatán (Guatemala y Chiapas); río Grijalva (Guatemala y Chiapas, Tabasco, Oaxaca, en México); río Usumacinta (Belice, Guatemala, Tabasco y Campeche); río Candelaria (Guatemala y Campeche); río Hondo (Guatemala, Campeche, Quintana Roo y Belice). Cabe subrayar que el carácter trinacional de la cuenca del río Usumacinta es relativo, ya que representa solamente 16 km2 de los más de 73 mil que cubre la totalidad de la misma. 




			Mapa 1

			Las seis cuencas transfronterizas entre México, Guatemala y Belice.7
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Esta situación de reparto natural de las aguas entre México, Guatemala y Belice no tiene efecto notable en las políticas exteriores de los Estados, los cuales no han desarrollado instrumentos jurídicos en materia de aguas compartidas y evidencian una ausencia de cooperación bilateral y trilateral. Sin embargo, en las escalas locales, los diferentes grupos sociales que viven de ambos lados presentan interacciones en torno a las aguas compartidas que se oponen, se yuxtaponen y actúan en paralelo con respecto a las políticas exteriores de los Estados. Así, abordaremos la cuestión de las aguas compartidas analizando las políticas exteriores, ámbito de operación por excelencia de los Estados nacionales; tomaremos también en cuenta las relaciones internacionales, consideradas como un campo propicio para las interacciones entre las poblaciones locales y las comunidades epistémicas. 




			Metodología y consideraciones teóricas

			Esta contribución se sustenta en los resultados de un proyecto de investigación realizado en las seis cuencas transfronterizas antes mencionadas8 a partir de dispositivos cualitativos consistentes en entrevistas semiestructuradas e informales con más de 200 actores en los tres países y diversas estrategias de observación participantes en las políticas hídricas de la región como a través de la asistencia a reuniones, la organización de talleres, la elaboración de propuestas de gestión y las interacciones con funcionarios y organizaciones no gubernamentales. 

			El texto se sustenta en una diferenciación teórica realizada entre las políticas exteriores y las relaciones internacionales consideradas para las primeras como el ámbito exclusivo de intervención de los Estados nacionales, y para las segundas como un espacio donde coinciden diversos actores que interactúan en paralelo o desde visiones que pueden llegar a ser opuestas a los Estados. Cabe subrayar que esta diferenciación teórica es operativa para interpretar los procesos observados empíricamente y relacionados con la gestión de los recursos hídricos transfronterizos en las cuencas analizadas. 

			Los hallazgos de campo del proyecto nos permiten proponer tres ejes de análisis en este trabajo en torno a las políticas exteriores y las relaciones internacionales en materia de agua en las cuencas transfronterizas entre México, Guatemala y Belice desde distintas perspectivas propuestas por la teoría de las relaciones internacionales. En primer lugar abordaremos las relaciones entre la política exterior en materia de cuencas transfronterizas caracterizadas por una ausencia de cooperación con el sistema internacional, limitando nuestro análisis a las interacciones entre los tres países. En segundo lugar analizaremos la relación entre los aspectos domésticos y las políticas exteriores; en específico, algunas características de las políticas hídricas nacionales que dificultan el establecimiento de una política exterior encaminada hacia la cooperación en las seis cuencas que los tres países comparten. Finalmente, en un tercer momento, evocaremos las relaciones internacionales concebidas como la esfera de interacción entre una multiplicidad de actores en materia de cuencas transfronterizas que incluyen a la vez las relaciones transfronterizas establecidas entre las sociedades locales y las propuestas e intentos de colaboración patrocinados desde las organizaciones no gubernamentales (ong) y la academia. En esta esfera, los actores no estatales actúan de manera autónoma, en paralelo, en contra o en complementariedad con la política exterior, campo de acción exclusivo del Estado. 




			Soberanías y políticas exteriores: el realismo estatal que merma la cooperación y alienta los conflictos 

			Para la teoría realista de las relaciones internacionales, los únicos actores de las mismas son los Estados nacionales. Éstos desarrollan acciones en el sistema internacional a través de sus políticas exteriores. Desde esta perspectiva, los Estados interactúan en un sistema anárquico en el cual buscan preservar su seguridad nacional y su supervivencia.9 Por lo tanto, no instrumentan acciones propicias a la cooperación porque establecen relaciones de poder: el poder es la finalidad, el medio y los usos de la actividad política. Siguiendo esta perspectiva, podemos encontrar algunos elementos explicativos de la ausencia de cooperación en materia de cuencas transfronterizas entre México, Guatemala y Belice. Así, la problemática de delimitación de las fronteras, las asimetrías entre los tres países, las tensiones resultantes de proyectos pasados y presentes en materia de agua y las soberanías exaltadas constituyen algunos elementos que evidencian cómo los tres Estados siguen abordando las relaciones con sus vecinos desde una perspectiva realista. 




			Fronteras problemáticas

			Las fronteras políticas son esenciales para los Estados nacionales porque delimitan sus ámbitos de soberanía. Sin embargo, las modalidades históricas de su establecimiento, su carácter consensuado o impuesto y la percepción que sus autoridades y pueblos conservan de su delimitación son fundamentales para las relaciones entre Estados vecinos.

			A finales del siglo xix, México definió irreversiblemente su llamada frontera sur a partir de la firma de dos tratados de límites. En 1882 se estableció la frontera entre México y Guatemala mediante un primer tratado que puso fin a décadas de disputas entre ambos países y estableció la renuncia definitiva de Guatemala a todas sus reivindicaciones sobre el estado de Chiapas. Si bien los términos del tratado fueron escrupulosamente respetados por ambas partes, quedó en el imaginario guatemalteco una sensación de injusticia, la cual, después de más de un siglo, se traduce en una actitud de desconfianza hacia el vecino considerado como despojador. Dicho sentimiento permea en parte todavía a ciertos sectores de la derecha guatemalteca10 y también parte de su cuerpo diplomático tal como lo hemos podido observar en algunos eventos bilaterales. 

			El tratado de límites entre México y la colonia Honduras Británica (hoy en día Belice como Estado independiente desde 1981) fue firmado en 1897 y corresponde al límite actual. A pesar de haber sido respetado, jurídicamente debería haber sido sustituido por un tratado entre México y Belice, tarea que actualmente no se ha podido culminar11 a pesar de que se planteó en 1993, 1995, 1998 y 2005. Al no recibir respuesta a su propuesta de demarcación de la frontera en la Bahía de Chetumal, cuyo terreno no corresponde con lo establecido en el tratado, México dejó de plantear la necesidad de un nuevo tratado a partir del año 2007.12

			Es importante añadir que a raíz de la independencia de Belice en 1981, la república de Guatemala reivindicó su soberanía sobre dicho territorio durante una década. Esta reivindicación sobre la totalidad de Belice ha dejado lugar a un conflicto en la definición de parte de la frontera entre Guatemala-Belice actualmente en dictamen ante la Corte Internacional de Justicia (cij), que continúa irresuelto. Desde la llegada al poder del presidente guatemalteco Otto Pérez en 2011, el asunto de la relación con Belice ha sido el objeto de comentarios claramente orientados en recordar que existe una tensión no resuelta en torno a la frontera entre ambos países, principalmente visible a través del no reconocimiento de la existencia de una frontera común, sino de una línea de adyacencia. 

			En consecuencia, a pesar de ser antigua, la problemática de la delimitación de las fronteras México-Guatemala y Guatemala-Belice es un elemento no propicio para la cooperación en cuencas transfronterizas debido a reminiscencias históricas y a tensiones aún no resultas. Se expresa, a la vez, mediante la no acción y los conflictos específicos: ambos contribuyen a impedir una cooperación en la materia.




			Entre asimetrías y agendas opuestas en las políticas exteriores

			Las asimetrías entre Estados favorecen las disputas y no son propicias para la cooperación en materia de política exterior. Sobre este aspecto es notable la condición de potencia dominante en la región de México desde varios puntos de vista: territorialmente, México representa 18 veces Guatemala y 86 veces Belice. En cuanto a la población, México posee 110 millones, mientras que Guatemala suma 13 millones y Belice únicamente 300 mil habitantes. En materia económica, México se ubica entre las 15 principales economías a escala internacional frente a sus vecinos considerados como países subdesarrollados.

			Políticamente, Belice es un Estado joven, con menos de dos décadas de independencia frente a sus vecinos que cumplen dos siglos como Estados nacionales. Como lo expresó el ex primer ministro de Belice en una conferencia magistral en septiembre de 2011, la asimetría entre el grande y el pequeño es determinante en la relación entre México y Belice. Estos aspectos constituyen elementos fundamentales que tienen implicaciones en la construcción de las relaciones internacionales entre los tres países y a sus prioridades en el exterior. En este sentido, la agenda de la potencia dominante tiende a prevalecer.

			Sobre lo anterior, hay que destacar que el tema del ambiente no resulta prioritario para México frente a las cuestiones económicas y de seguridad en su frontera con Guatemala y Belice. Así, México centra sus inversiones en Centro América en proyectos como la interconexión energética y la apertura de vías de comunicación a través del Proyecto Mesoamérica (antes Plan Puebla-Panamá). Por otro lado, México tiene un especial interés en el control de la frontera contra la migración indocumentada y el desarrollo de las actividades ilícitas, situación que contrasta con la preocupación de Guatemala respecto a los derechos humanos de los migrantes.

			Las asimetrías económicas, territoriales y políticas entre México, Guatemala y Belice se traducen en una dificultad para desarrollar una agenda común en la que puedan converger las políticas exteriores en particular en torno al tema de las cuencas transfronterizas. 




			Tensiones en torno a acciones y proyectos en materia hídrica

			Aunado a los elementos históricos de delimitación de las fronteras y a las asimetrías es notable añadir que diversos proyectos relacionados con el tema del agua han producido tensiones en el pasado y reflejan malestares en el presente en particular en la relación entre México y Guatemala. El tema de las presas hidroeléctricas en México ha sido un problema en el pasado y constituye en el presente un foco implícito de tensiones. Entre éstas se encuentran los proyectos de presas en el río Usumacinta que fueron cancelados por el gobierno mexicano en 1989 ante la oposición de Guatemala porque pretendían inundar el Petén. 

			Además, las cuatro presas que forman el llamado Complejo Grijalva que producen hoy 47% de la hidroelectricidad de México y se localizan en el río del mismo nombre son polémicos para los actores guatemaltecos en la medida que éstos sienten una inequidad debido a la ausencia de compensaciones por el agua que nace en Guatemala y se usa en México en la producción hidroeléctrica. 

			Curiosamente, los proyectos de presas (Xalalá) y las presas existentes (Chixoy) en el lado guatemalteco de las cuencas compartidas no representan una amenaza para México a pesar de su ubicación en las partes altas, probablemente porque son de tamaño reducido y no tienen un impacto directo en los volúmenes de agua en México ya que el río Usumacinta del lado de México tiene varios tributarios. 

			Ello significa que las tensiones en torno a las presas entre México y Guatemala presentan un esquema inverso a lo acostumbrado en el que el Estado ubicado cuenca abajo resulta afectado. La problemática de las presas se caracteriza, entonces, por un panorama poco común: la ubicación en la cuenca no resulta ser el factor determinante, las capacidades económicas y las asimetrías políticas de México lo benefician más del agua que a su vecino ubicado cuenca arriba al pensar en la construcción unilateral de infraestructuras sin preocuparse por retribuir a Guatemala o en los efectos que éstas puedan ocasionar en el vecino país. 

			Con lo que respecta a la relación entre México y Belice han sido notables algunas tensiones sobre la realización del diagnóstico del río Hondo decidido por la Comisión Internacional de Límites y Aguas México-Belice en 2003,13 pero realizado hasta 2007 por el gobierno mexicano debido a la falta de disponibilidad de recursos económicos de Belice y a dificultades en la entrega de la información. En este caso, las asimetrías económicas y la desconfianza derivaron en tensiones alrededor de un proceso de cooperación.14

			El surgimiento de tensiones en torno a diversos proyectos, esencialmente relacionadas con las presas del lado mexicano, está vinculado con las asimetrías antes mencionadas y contribuye a dificultar los acercamientos en materia de cooperación en las cuencas transfronterizas porque no favorecen relaciones de confianza. Cabe añadir que el gobierno mexicano tiene programada nuevamente la construcción de presas en el río Usumacinta a partir de 2013.15 Aunque éstas pretenden utilizar una tecnología que no implica inundar un área extensa, la movilización social antirepresas en Guatemala, los antecedentes derivados de los proyectos anteriores y la existencia de una alianza binacional representan retos para su construcción. 




			Soberanías exaltadas versus lo transfronterizo

			Las cuencas plantean un tema muy sensible para los Estados nacionales debido a que la noción no solamente abarca las corrientes de agua, sino que incluye a las áreas de drenaje de las mismas. Ello significa que las cuencas transfronterizas integran a la vez a los territorios nacionales y a las aguas que escurren en ellos, de tal forma que su gestión compartida puede adquirir tintes amenazantes para la soberanía nacional, ya que poseen un carácter transgresor. Lasserre y Boutet16 subrayan que la Convención de Nueva York de 1997 no incorporó explícitamente el término de cuencas porque puede ser interpretado como violatorio de la soberanía estatal. En coherencia con esta visión, en los tres países estudiados, cuando los gobiernos trabajan con acciones en las cuencas que colindan con el vecino, son delimitadas únicamente por la frontera política.

			En el caso de México se ha podido observar una negación sistemática para considerar cualquier mención al otro lado cuando se trabaja en cuencas transfronterizas que en la práctica se convierten en cuencas truncadas. Los consejos de cuenca de la costa de Chiapas, de los ríos Grijalva y Usumacinta, de los comités de cuenca del río San Pedro-Missicab, del río Grande de Comitán-Lagos de Montebello y del comité de cuenca del río Coatán hasta 2009 no han reconocido explícitamente su ubicación en microcuencas y cuencas transfronterizas. Sin embargo, desde 2010, en el discurso de la existencia de la dimensión transfronteriza de estas cuencas se ha notado más apertura de la autoridad del agua en México, aunque no sido acompañada por acciones de cooperación.17

			Entre las acciones recientes en materia de cuencas transfronterizas en el sur, la Comisión Nacional del Agua mexicana encargó la realización del Programa Hídrico-Ambiental de la Frontera Sur a un grupo de especialistas en el año 2009. En este mismo año, la creación de la Comisión del Río Hondo pareció otra acción alentadora en materia de cooperación transfronteriza.18 Sin embargo, la observación de estos dos procesos permite evidenciar dos aspectos: la ausencia de toma en cuenta real de los aspectos transfronterizos y la falta de seguimiento de las iniciativas. A pesar de lo anunciado en ambas acciones, la dimensión binacional o transfronteriza quedó nuevamente en entredicho. Por un lado, el Programa Hídrico-Ambiental de la Frontera sur no buscó una elaboración conjunta, sino que procedió de la visión mexicana y solamente logró plasmar propuestas desde la parte norte de la frontera. 

			Por el otro, la Comisión Binacional del Río Hondo fue desde un inicio, y a pesar de las declaraciones oficiales,19 un ente mexicano integrado como cualquier otra comisión de cuenca que sigue siendo en su composición exclusivamente mexicana para una cuenca transfronteriza que es trinacional. Todas las acciones llevadas a cabo desde su creación se centran exclusivamente en la parte mexicana, con excepción de la plaga de pez diablo que apareció a finales de 2012 y es mencionada en los inicios del 2013 como una problemática compartida con Belice que requiere en particular indagar la situación de un afluente beliceño del río Hondo. Por el otro lado, con respecto al seguimiento, el Programa Hídrico-Ambiental es, en la actualidad, un documento desconocido entre los propios funcionarios que laboran en las cuencas transfronterizas del sur de México, como varias entrevistas realizadas entre 2011 y 2012 lo evidenciaron: aparentemente fue archivado sin dejar casi ninguna huella de las propuestas enunciadas.20

			Adicionalmente, la posición clara del gobierno de Guatemala desde la presidencia de Álvaro Colom (2008-2012) en torno a las cuencas soberanas que se sustenta en la negación absoluta de la firma de cualquier instrumento internacional, regional o bilateral21 en materia de aguas transfronterizas procede también de una visión dominada por la soberanía nacional. En este marco, las negociaciones iniciadas a principio de 2009 entre México y Guatemala sobre la posible firma de un acuerdo de aguas se quedaron entrampadas por el tema de las compensaciones económicas,22 hoy llamadas pagos por servicios ambientales.

			Otro elemento ilustrativo de las soberanías exaltadas es la obsesión por la preservación de la línea fronteriza en los ríos Suchiate y Hondo ya que la frontera fluvial sigue el thalweg, el canal más profundo del río. En consecuencia, en el río Suchiate, los bruscos aumentos del caudal del río tienden a mover el canal más profundo y, por lo tanto, la frontera; por su parte, en el río Hondo el nivel del agua baja tanto en temporada de estiaje que provoca la desaparición del thalweg y en, en consecuencia, de la línea.23 En respuesta a esta situación, los gobiernos de México y de Guatemala llevan 60 años intentando regresar el río a su cauce a través de la construcción de obras en el río Suchiate24 y han buscado soluciones en el río Hondo25 con la finalidad de proteger a su soberanía amenazada por la movilidad y la evaporación de las fronteras fluviales. 

			Todos estos elementos ilustran la visión de los Estados en torno al agua como elemento de su soberanía y de las cuencas transfronterizas como territorios difíciles de concebir bajo la modalidad de una cooperación debido a que ésta pone en riesgo los elementos constitutivos de la primera, el territorio nacional y los límites del mismo.




			Políticas hídricas y políticas exteriores: interacciones que repercuten en la cooperación

			En esta sección se parte de una visión tradicional de las políticas exteriores concebidas como campos exclusivos de acción de los Estados y se pretende entender la ausencia de cooperación en materia de cuencas transfronterizas entre México, Guatemala y Belice: las políticas exteriores en torno a las aguas compartidas, a partir de la interacción entre los determinantes internos y las políticas exteriores. A diferencia de lo que plantea la visión realista de las relaciones internacionales, la cual rechaza la relevancia de las políticas domésticas para entender la política exterior, este segundo punto de nuestro análisis considera que se trata de un elemento clave, aunque no exhaustivo ni exclusivo para integrar en el análisis. Ello se deriva de las aportaciones de internacionalistas como Putnam26 en torno a la política doméstica y la diplomacia, de Halperin27 y la importancia de la burocracia en la política exterior, de Hagan28 y el papel de los grupos opositores en la política exterior, y de las aportaciones de Risse-Kappen29 en torno a la opinión pública en esta misma materia. En contraposición con la teoría realista antes abordada, este apartado analiza cómo las características nacionales de las políticas hídricas de cada uno de los países provocan una dificultad para la cooperación interestatal en materia de cuencas compartidas. 




			Cuencas transfronterizas desconocidas

			Como se mencionaba al inicio de este trabajo, no existe un mapa consensuado entre los tres Estados que permita delimitar oficialmente las cuencas transfronterizas: la geografía, la topografía y la hidrografía de estos territorios difieren en las partes altas y bajas. En consecuencia, la cuenca mexicana del río Grijalva corresponde en Guatemala a las cuencas de los ríos Cuilco, Nentón y Selegua, los cuales, si bien son tributarios del primero, son consideradas como cuencas separadas en la parta alta guatemalteca. De igual forma, la cuenca mexicana del río Usumacinta refiere a las cuencas de los ríos San Pedro, Chixoy, La Pasión y Usumacinta en Guatemala. 

			Otra diferencia se refiere al tamaño de las cuencas y su proporcionalidad al territorio de cada Estado. Así, las cuencas vistas por México30 son muy extendidas en comparación con las cuencas vistas por Guatemala que corresponden a subcuencas para México. 

			Finalmente, los nombres de las cuencas remiten a realidades distintas: para Guatemala, el río Grijalva no existe porque se forma en México y su nombre remite a circunstancias históricas de este lado de la frontera. El río Usumacinta, según la denominación mexicana, corresponde a la totalidad de la cuenca transfronteriza mientras que para los guatemaltecos refiere a lo que para México corresponde a una de sus subcuencas. El mapa de cuencas nacionales no coincide de ambos lados de la frontera política y, por lo tanto, en la escala de los Estados nacionales, la delimitación requiere construir concesos y criterios conjuntos. Un ejemplo claro es la inexistencia de la cuenca del río Candelaria para Guatemala, aunque existe una corriente claramente identificada que lleva este nombre en México y en los mapas guatemaltecos.31




			De la ausencia de marco legal a la falta de instituciones en política hídrica

			Uno de los elementos derivados de los marcos internos de cada uno de los países que influye en la dificultad para concretar la cooperación en materia de cuencas transfronterizas se relaciona con el marco legal y las instituciones existentes para el diseño y la implementación de las políticas hídricas nacionales.

			A pesar de los múltiples intentos por aprobar una ley de aguas en Guatemala,32 la propuesta más reciente que logró avanzar en el Congreso provocó una intensa movilización social en 2005, lo que obligó su archivamiento. Posteriormente, una propuesta presentada en el Congreso de Guatemala en 2007 no prosperó. En 2012, dos propuestas fueron elaboradas por grupos de la sociedad civil. En ausencia de ley sobre agua en Guatemala, el marco legal presenta una importante heterogeneidad y una alta fragmentación en 33 textos (leyes, códigos y reglamentos) en los que prevalece una gestión sectorial del líquido y, además, el paradigma de la gestión integrada de cuencas no logra concretarse como un eje de la política hídrica debido a la ausencia de marco legal e institucional. 

			Belice presenta una situación parecida con veinte textos regulatorios (acts y regulations): solamente uno menciona las cuencas y en casi todos predomina una visión sectorial, con disposiciones contradictorias y poca capacidad de las instituciones que abordan el tema del agua de forma fragmentada. La Ley de Aguas Nacionales mexicana, por su parte, es el resultado de un proceso de centralización de la gestión del agua desde finales del siglo xix en el que actualmente la cuenca es el eje de la política del agua como lo plantea la Ley de Aguas Nacionales (lan) de 1992 reformada en 2004. Según los términos de la lan, México se caracteriza por un proceso teórico de descentralización hacia la gestión del agua por cuencas en los territorios, la cual, sin embargo, revela una predominancia de las instancias del gobierno federal y poca participación de los actores locales. 

			La fragmentación de los marcos legales de Guatemala y Belice repercute en una ausencia de instituciones competentes a escala nacional para la gestión de cuencas. En Belice encontramos solamente a una instancia que tiene funciones en materia de cuencas; en Guatemala, entre 19 instancias que intervienen en materia de agua, pocas trabajan desde una visión de cuencas. 

			Finalmente, en México, aunque la Comisión Nacional del Agua (Conagua) es la autoridad encargada de desarrollar y planear la política del agua con base en las cuencas, existe una falta de coordinación en su seno, aun con los gobiernos y los municipios en el marco de los consejos de cuenca concebidos por la lan como espacios de concertación y de participación.

			Además de este panorama heterogéneo y caracterizado por múltiples carencias en materia legal e institucional, cabe subrayar que ninguna de las legislaciones nacionales emite disposiciones en materia de gestión integrada del agua en cuencas transfronterizas. En consecuencia, existe no solamente un vacío jurídico sino institucional en la materia. En Guatemala y Belice, la ausencia de instancias nacionales favorece esta situación, pero, en México, aunque la Conagua existe desde hace más de dos décadas, la Secretaría de Relaciones Exteriores (sre) y la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) tienen algunas competencias en la materia de tal forma que encontramos una indefinición en materia institucional para la atención hacia la cooperación en cuencas transfronterizas. Los aspectos diplomáticos de las políticas exteriores están separados de los técnicos relacionados con las políticas hídricas, situación que impide una política exterior que incluya el tema de cuencas transfronterizas y se traduce en una política hídrica nacional circunscrita a las fronteras políticas.

			Cabe subrayar que existen dos Comisiones Internacionales de Límites y Aguas (cila), una entre México y Guatemala y otra entre México y Belice. Sin embargo, las cila no poseen competencias jurídicas para atender el tema de las cuencas transfronterizas y han, de hecho, limitado su papel a los tres ríos internacionales, a la definición y la demarcación de la frontera y a la construcción de estaciones hidrometeorológicas. La situación internacional repite la nacional porque la ausencia de marco legal en materia de aguas y cuencas compartidas impide la creación de instituciones de gestión, lo cual obstaculiza la cooperación en esta materia. Así, existe une serie de elementos propios de las políticas nacionales que no favorecen la cooperación en materia de cuencas transfronterizas entre México, Guatemala y Belice.




			Aguas compartidas y las relaciones internacionales: entre interacciones locales y propuestas para la cooperación

			Desde una perspectiva que no limita las relaciones internacionales a las políticas exteriores y que se deriva de la escuela inglesa y del constructivismo, podemos considerar que existe una multiplicidad de actores susceptibles de llevar a cabo relaciones internacionales en la frontera entre México, Guatemala y Belice. Ello se relaciona con las características de la división política que no representa una barrera para sus habitantes, con los intercambios en materia de recursos hídricos y con las diferentes propuestas de cooperación impulsadas por diversos actores.

			Frontera: une más que divide

			A pesar de marcar la diferencia entre tres soberanías estatales, la frontera entre México, Guatemala y Belice se caracteriza por un continuum cultural histórico que perdura en la actualidad. Así, podemos observar distintos grupos etnolingüísticos (mam, chuj, jacalteco) divididos por la frontera política que todavía establecen hoy relaciones transfronterizas de diversa índole. De igual forma, existen intercambios comerciales cotidianos y vivencias compartidas entre los habitantes así como lazos de parentesco:




			Inclusive prácticamente la gente de México algunos son familias por ejemplo con la gente de Oaxaqueño, Guatemala, niños de ese lugar llegan a recibir clase de este lado; únicamente los separa la línea nuevamente. Igual ahí viven en total armonía.33




			Los recursos hídricos y los intercambios transfronterizos

			Las relaciones familiares, comerciales y culturales transfronterizas son favorecidas por la presencia de los tres ríos internacionales: el Suchiate, el Usumacinta y el Hondo, los cuales facilitan los intercambios comerciales y el tránsito de poblaciones muchas veces al margen de las reglas formales de tránsito y de comercio establecidas por los Estados. Además, los intercambios humanos y los recursos hídricos tienen en común el hecho de no respetar la línea de división internacional, de tal forma que el agua constituye un bien de intercambio y favorece el establecimiento de relaciones transfronterizas:




			 Ah, no, claro, es que allá, vaya, el sentir de la gente es diferente pues, es diferente, allá no existe ese tipo de problemáticas, allá son amigos, son familiares, son familias; allá no existe ese tipo de diferencias pues, o sea, no hay conflictos pues por el agua, no existe.34




			En ausencia de acuerdos interestatales, existen acuerdos de compra entre localidades para garantizar su abastecimiento en agua para el consumo humano:




			Hay gente de Francisco I. Madero que tiene raíces en Guatemala y así sucesivamente, no ha habido problemas. Los convenios son convenios muy internos, pero muy internos, las comunidades nuevamente lo que hacen es aportar una cuota, aportaron una cuota en su momento, cuentan con documentos como una compra de manantial y por eso no hay problema.35




			También los acuerdos transfronterizos son patrocinados por los ayuntamientos al margen de las leyes estatales y de las políticas exteriores:




			Ellos compraron agua, precisamente con el municipio, en este caso de Cuilco, el ayuntamiento apoyó y hay documentos, la comunidad Nueva América los tiene, documentos donde se hizo una aportación, les donaron la fuente.36




			Finalmente, los recursos hídricos son el objeto de acuerdos de intercambio:




			Casi toda la frontera, es pura luz mexicana. Por eso es que hay algunos lugares que están a cambio de luz; sucedió allá cerca de Amatenango de La Frontera, se llama Nueva América, se llama… ay, no recuerdo cómo se llama… Sonorita, no sé cómo se llama,ya ve que México o la colonia de aquí les da luz para allá con la condición de que desde allá le iban a dar agua potable, pero hubo un tiempo de que les cortaron el agua allá y aquí los de aquí les bajaron la palanca.37




			Cabe subrayar que estas relaciones internacionales sustentadas en acuerdos locales de intercambios y de gestión transfronterizos del agua han sido denominados pasos transfronterizos de agua por las autoridades mexicanas y guatemaltecas38 y constituyen en realidad transferencias de agua de un país al otro, principalmente de Guatemala a México que utilizan la gravedad por la localización de la primera cuenca arriba. A raíz de un conflicto que surgió en torno a una de estas transferencias, los acuerdos locales transfronterizos han sido prohibidos por los Estados,39 ya que buscan su regulación y su eliminación para preservar la soberanía nacional. En consecuencia, queda claro que la frontera existe esencialmente para los Estados, no para la población local y tampoco para los recursos hídricos que se caracterizan por su fluidez. 




			Propuestas de gestión transfronteriza

			Además de las relaciones transfronterizas desarrolladas por los actores locales en torno a los recursos hídricos, cabe subrayar que existen, entre otras, dos experiencias recientes llevadas a cabo por una organización no gubernamental internacional, la Unión para la Conservación de la Naturaleza (uinc) con el Proyecto Tacaná (2003-2005) en la cuenca del río Coatán y el Grupo Técnico Guatemala-México de Cuencas Compartidas (2007-2008), encabezado por un grupo de académicos para 16 microcuencas asentadas en el límite internacional: se trata de iniciativas concretas planteadas desde el conocimiento local y regional de las realidades de la zona fronteriza para favorecer la gestión integrada de cuencas transfronterizas. Éstas no han sido del interés de los Estados en particular de México y se han encontrado con su franca oposición para poder llevar a cabo acciones de cooperación. 




			Conclusión

			El análisis de las políticas exteriores en materia de cuencas transfronterizas evidencia una ausencia de cooperación derivada de una serie de factores políticos, jurídico-institucionales e históricos procedentes de las relaciones entre Estados nacionales y de las características domésticas de sus políticas hídricas. En consecuencia, las políticas exteriores de México, Guatemala y Belice entendidas como el ámbito de acción de los Estados no establecen la gestión de las cuencas como prioritaria en los ámbitos de cooperación interestatal.

			El análisis de las relaciones internacionales que incluyen los actores locales, las ong y las comunidades epistémicas revela una pluralidad de relaciones transfronterizas cotidianas y de propuestas para la cooperación fundamentadas en el conocimiento de las realidades locales, en la toma de consciencia de la situación ambiental y en las necesidades de los habitantes de la zona fronteriza.

			La política exterior y las relaciones internacionales en materia de aguas compartidas se visualizan como dos ámbitos separados de acción y contrapuestos en sus objetivos y acciones concretas. Ello plantea la imperativa necesidad de construir convergencias encaminadas a la gestión ordenada y sustentable de los recursos hídricos que rebasan las fronteras, porque son objetos de intercambios que responden a acuerdos locales, que tienden a ser ignorados o condenados por los Estados porque amenazan su soberanía nacional.
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			Introducción

			Existen muchos factores que pueden dar espacio al desarrollo de conflictos por el agua. La severidad del estrés hídrico y la contaminación del recurso que padecen muchas regiones de México son fuentes que contribuyen al desarrollo de conflictos entre los diversos actores involucrados en el uso y manejo del agua. La discusión por el agua adquiere así un estatus de politización debido a su carácter estratégico ante una construcción social de escasez en cantidad y calidad. No obstante, las estrategias de gestión del agua con las que se pretende enfrentar el reto despolitizan el tema al concentrar la toma de decisiones en gestores y actores claves del agua; de esta manera quedan perfiladas estrategias hídricas discrecionales que rara vez coinciden con el interés general y abonan la gestación de conflictos sociales y ambientales por parte de los grupos que se ven o se sienten afectados.

			Este capítulo tiene como objetivo abordar dos conflictos de carácter ecológico distributivo por el agua presentes en la ciudad de León, Guanajuato. Primero, el caso de la Presa el Zapotillo, un megaproyecto hidráulico cuya pretensión es el abasto de agua a los centros urbanos de León en Guanajuato y de la zona metropolitana de Guadalajara, en Jalisco, y que ha contribuido a la gestación de un conflicto entre los diferentes niveles de gobierno de los estados de Guanajuato y Jalisco en alianza con el gobierno federal frente a los pobladores de Temacapulín, Palmarejo y Acasico, que, en alianza con el Movimiento Mexicano de Afectados por las Presas y en Defensa de los Ríos (Mapder), se resisten a ser desalojados e inundados para satisfacer las necesidades insaciables de la dinámica de crecimiento de las zonas urbanas. En un segundo caso, se tiene dentro de la ciudad de León un conflicto multidimensional entre los productores dedicados a la actividad de la curtiduría frente a las autoridades ambientales, cuya pretensión es la limpieza de esta actividad económica inherente de un histórico impacto ambiental sobre la calidad de las aguas residuales en la ciudad de León. Se trata, por tanto, de territorios cuestionados, en términos del cuestionamiento a las decisiones tomadas sobre la gestión hídrica.

			Para abordar estos dos casos se hace referencia dentro del marco analítico a la categoría de conflicto ecológico distributivo proveniente de la ecología política; asimismo se considera el enfoque de la Nueva Cultura del Agua. Estos enfoques resultan congruentes para comprender los escenarios de conflictos alrededor de la gestión del agua en esta región.




			Enfoques de análisis

			Las dinámicas de crecimiento económico y poblacional en las zonas urbanas son elementos que favorecen la presión hídrica; su disponibilidad se va minando cuando la atención en aquellas políticas que favorecen al sistema económico se ponen como prioritarias sobre la atención en las acciones que garantizan uso y manejo sustentable, así como socialmente justo del agua por parte de sus gestores. La menor disponibilidad en cantidad y calidad junto con su rol estratégico favorecen la disputa entre intereses por su uso y manejo; lo que causa conflictos entre los diversos actores involucrados. Los conflictos por el agua traen inherentemente cuestiones relacionadas con la asignación y la distribución: sale a relucir un sistema de relaciones sociales en el que se evidencia la distribución desigual de poder económico-político entre los grupos en pugna por el agua. Para el caso específico de la ciudad de León, los conflictos giran alrededor de dos tipos de agua: la potable y la residual; los conflictos son causados por su acceso y desalojo. Los actores que participan en estos conflictos tienen una distribución desigual de poder político y económico: gestores regionales del agua, empresas del ramo de la construcción hidráulica, usuarios domésticos, industriales y comerciales, así como pobladores originarios de los pueblos afectados por los proyectos hidráulicos. 

			Para este apartado se consideran dos enfoques que, como se verá en las sucesivas secciones, contribuirán a la comprensión de los conflictos por los tipos de agua en la ciudad de León, Guanajuato: la ecología política y la Nueva Cultura del Agua. El primero estudia los conflictos de distribución ecológica, lo que permite identificar el sistema de relaciones sociales y políticas alrededor de la disputa por el control de los recursos naturales, o bien por los impactos negativos que tienen unos grupos sobre otros de éstos. El segundo permite evaluar los diversos modelos de gestión del agua a través de establecer un orden prioritario en el uso y el manejo del recurso. Se plantea dejar atrás el modelo de oferta de agua que tantos impactos negativos ha tenido en los ámbitos social y ambiental.




			Conflictos ecológicos distributivos de la ecología política

			La ecología política incorpora el concepto de conflictos ecológicos distributivos: éstos ocurren cuando los derechos de propiedad y la distribución desigual del ingreso y del poder forman parte de las características entre los grupos. Las pugnas entre ellos son resultado de una distribución desigual del acceso a los recursos naturales y también por la distribución desigual de los impactos negativos de la carga ambiental. En otras palabras, el conflicto ecológico distributivo es el conflicto que se sucede entre los grupos de mayor poder, quienes están respaldados por el Estado, con el fin de apropiarse del acceso a los recursos naturales y con la exclusión de los actores de menor poder; en muchos casos estos últimos pueden ser los dueños originarios de los recursos y son relegados a asumir los costos de los impactos de apropiación en favor de la ganancia. 

			El sector agua es un excelente campo en el que se puede apreciar la distribución desigual de ingreso y el poder en favor de las élites que se disputan el manejo y el control del agua para mantener un statu quo, el cual garantiza el poder y los beneficios para sí mismas. “Aquellos que tienen poder controlan el agua, y quienes tienen agua manipulan a quienes tienen poder, quienes no tienen poder no tienen agua”.1 La existencia de asimetrías entre los usuarios favorece a los grupos de poder: la construcción social ocasiona escasez de agua para los grupos con limitadas capacidades política y económica; escasez que, al no ser de carácter físico, se puede atribuir a una construcción social a través de la ausencia de acciones que tengan como finalidad conseguir una gestión adecuada del agua; así como también la ausencia de un Estado capaz de garantizar el cumplimiento del marco institucional sobre el uso y el manejo del agua por encima de los intereses de los grupos de poder.2




			Desde hace algunas décadas se puede afirmar que la escasez ya no es física sino social, es decir, generada por la deficiente o casi inexistente gestión del agua y la escasa o nula gestión del territorio. Sino prestamos atención a estas cuestiones, los aumentos en el suministro de agua siempre serán insuficientes e ineficaces, pues consolidaremos una economía que es insaciable con respecto al uso del agua y con su despilfarro.3

			La razón es que si en la actualidad existe escasez de agua, esta escasez no es principalmente de carácter físico, ya que la capacidad de almacenar agua es mayor que el agua que se embalsa –sino que está socialmente condicionada,4 por un conjunto de factores que van desde una concepción obsoleta del agua, que ignora la noción del ciclo, hasta el mal estado de las infraestructuras de almacenamiento y distribución agrícola y urbana, pasando por la existencia de un marco institucional anticuado para las Comunidades de Regantes y de una administración pública que hace dejadez de sus competencias y que se inhibe de sus responsabilidades con el fin de no enfrentarse a determinados conflictos y grupos de interés, lo que conduce inevitablemente a la generación de otros conflictos diferentes que, probablemente van a perjudicar a otros intereses menos fuertes.5




			Esta construcción social de escasez de agua permite justificar la continuación de políticas de oferta que, en el discurso político, se plantean como necesarias para garantizar las necesidades de todos los usuarios, o, bien, la introducción de mecanismo de mercado para aliviar la crisis hídrica a través de su uso óptimo. Sin embargo, dichas medidas están alineadas para cubrir las crecientes demandas de agua por parte de los grupos de poder y para garantizar los intereses económicos de las compañías constructoras y empresas privadas de agua del sector, y no para garantizar el acceso del agua a los grupos menos favorecidos. Por el contrario, lo que se genera es una profundización de la crisis con la respectiva resistencia de los grupos menos favorecidos, lo que conduce a conflictos ecológico distributivos.

			Los conflictos ecológico distributivos y sus implicaciones pueden ser diversos: Swain6 identifica tres tipos de conflictos por la carestía de agua: a) Estado contra Estado; b) Estado contra grupo, y c) Grupo contra grupo. Para el caso especifico de León, los conflictos en ambos tipos de agua coinciden con el conflicto de Estado contra grupos. Este tipo de conflictos ecológico distributivos sucede por al menos dos razones: la percepción de que el Estado favorece a un grupo, o, bien, por la percepción de que el Estado está generando daños ambientales en los cuerpos de agua, o esta última a la inversa. La asignación de volúmenes de agua que favorezcan a los grupos agrícola, industrial y energético pueden ser motivo de conflicto. El abuso del Estado en el desarrollo de megaproyectos, como la construcción de embalses, que beneficien a ciertas actividades específicas en perjuicio de grupos que sufren grandes desplazamientos y que ocasionan severos daños ambientales conduce a que los afectados se organicen para oponerse a estas acciones emprendidas por el Estado.




			Nueva Cultura del Agua: prioridades sociales y ambientales

			La Nueva Cultura del Agua (nca) es un enfoque social y científico en el campo del agua: es el resultado de un conflicto ecológico distributivo en España ante la oposición ciudadana y científica de los modelos dominantes del agua, promotores del statu quo de favoritismo económico a los agricultores y a las empresas constructoras de obras hidráulicas en este país. El proceso de discriminación de clases de usuarios se observa a través de la construcción de nuevas obras hidráulicas que garantizan la dotación de agua para actividades lucrativas de los regantes, así como de concesiones a las constructoras en el sector agua para realizar dichas obras;7 estas acciones fueron emprendidas a pesar del pleno conocimiento del impacto negativo sobre el medio ambiente y con elevados costos para los sectores poblacionales más vulnerables.

			La nca plantea su propuesta a un nivel holístico 8 para la gestión del agua, lo que representa un enfrentamiento frontal con el enfoque dominante de oferta de agua. Señala la necesidad de “alcanzar la sostenibilidad del recurso, respetar el derecho de las minorías a no ser expulsadas de sus territorios en aquellos casos donde se plantean obras hidráulicas de gran magnitud y a garantizar el derecho de las generaciones futuras para disponer de un patrimonio hidrológico”.9 Para Arrojo, la nca “trata de asumir un enfoque de estricta justicia, desde el principio de equidad intergeneracional, entendiendo que se trata de patrimonios de naturaleza en usufructo de las sucesivas generaciones”.10

			Se sugiere un desarrollo regional acorde con la disponibilidad de agua en cada cuenca:11 esto implica transitar del enfoque de oferta,12 que respalda los trasvases entre cuencas, a una gestión de la demanda que implique la identificación de mecanismos que permitan un equilibrio entre las necesidades de los diferentes usos y usuarios con la disponibilidad de agua de la cuenca, sin que se ponga en riesgo la salud de los ecosistemas. El orden de prioridades en el uso y el manejo del agua refleja una posición democrática en términos de los procesos y usos del agua, al poner especial atención en las cuestiones sociales, ambientales y económicas; es decir, una apropiación social del agua en términos de justicia social y de los diversos valores ambientales que posee el agua. Para Arrojo13 y para Barkin y Klooster,14 el orden de prioridades de las categorías que consideran los diversos valores en juego y las múltiples funciones del agua es el siguiente:




			a) Agua como derecho humano. Propone un piso de dignidad básico: agua limpia como un derecho humano para el bienestar individual y colectivo, el cual no debe negarse a ninguna sociedad y menos aún usando el pretexto de la estrechez financiera.

			b) Agua para el mantenimiento de la sustentabilidad de los ecosistemas. Contempla asegurar la integridad de los acuíferos y garantizar la calidad de los efluentes hídricos para no amenazar la salud de los ecosistemas receptores de las descargas.

			c) Agua para las actividades de interés social general. Incluye, aunque no se limita sólo a eso, los servicios públicos urbanos, de salud, saneamiento y de solidaridad social, con lo que se asegura la disponibilidad equitativa a todos los grupos de la sociedad.

			d) Agua para el crecimiento económico y el desarrollo. Incluye no sólo el abastecimiento del agua para el consumo residencial y urbano por arriba del piso de dignidad, sino también las necesidades para el buen desempeño del sistema productivo.

			


Estas cuatro categorías reconocen los diferentes valores, pero, además, los derechos, las obligaciones y las responsabilidades que tienen los diversos usuarios y encargados de la gestión del agua.15 Asimismo, como punto adicional, la nca plantea la necesidad de castigar y controlar el uso ilegal del agua, así como aquellas funciones ilegitimas; por ejemplo, usos productivos que, incluso al margen de la ley, realizan extracciones abusivas en acuíferos y ríos, vierten contaminantes u otras circunstancias socialmente inaceptables.	




			Los conflictos ecológico distributivos por el agua en León, Guanajuato

			La gestión del agua en la ciudad de León, Guanajuato, atraviesa por una profunda crisis hídrica manifestada en diversas dimensiones. Contrario a la propuesta sustentable y solidaria de la nca para el valle de León, lo que se presenta es una dinámica de uso intensivo del acuífero del valle,16 además del intenso deterioro en la calidad del agua tanto potable como residual.17 La severidad del problema ambiental obedece a una serie de factores como el crecimiento poblacional, una organización económica que se caracteriza por ser intensiva en el uso del agua, la deuda ambiental de la actividad curtidora, el crecimiento del desarrollo inmobiliario, la ausencia de supervisión ambiental para el cumplimiento de la normatividad ambiental y a autoridades irresponsables de la gestión del agua interesadas, política y económicamente, de mantener un modelo de oferta en vez de ajustar la demanda y resolver el problema de las pérdidas significativas de agua en su red de distribución y la incorporación de mecanismos de cosecha de agua de lluvia para la recarga del acuífero no es una alternativa. La ciudad sigue excluyendo el acceso al agua potable y alcantarillado a una parte de la población, principalmente en los sectores sociales más vulnerables. El Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León (sapal) no ha garantizado de manera universal los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento para la todos los usuarios de la ciudad:18 la posibilidad de considerar el derecho humano al agua que señala la nca como una garantía por parte del sapal ni siquiera se menciona, ya que por el contrario se reserva la posibilidad de cortar el servicio ante la persistencia de morosidad en el pago por parte de los usuarios. 

			A diferencia de la propuesta de democratización y apertura ciudadana para la discusión de los esquemas de gestión del agua, la ciudad de León enfrenta una fuerte concentración de la toma de decisiones en materia hidráulica; ésta sigue en manos del sapal, en donde los actores claves identificados con el sector empresarial regional son parte de su consejo directivo; además de la fuerte influencia del sector constructor, en el que existe presencia de capital español para el diseño de la política hidráulica regional. La exclusión de la participación ciudadana ha sido deliberada para seguir un statu quo que favorece la acumulación de capital con la consecuente degradación ambiental, social y de salud que de ello implica. La única forma ciudadana que existe para manifestarse es la vía institucional que consta en una ventanilla de quejas y aclaraciones. Esta vía atenta y mina el camino para construir una participación ciudadana como cogestor. Las divergencias encontradas entre el uso y el manejo del agua en el valle de León, junto con la propuesta de la nca, evidencian la severa crisis hídrica por la cual atraviesa la ciudad y en la que se gestan varios conflictos ecológicos distributivos en los que diferentes tipos de agua están en conflictos por la diversidad de intereses y de capacidades políticas y económicas presentes en la gestión regional del agua. Dos de estos conflictos los podemos encontrar en el valle de León: el primero, el caso de la presa El Zapotillo, por el acceso al agua potable para la ciudad de León; y el segundo, por el impacto de las aguas residuales de la actividad curtidora sobre los cuerpos de agua de la ciudad. En las siguientes dos secciones se abordará su análisis desde los enfoques de la nca y de la ecología política.




			El Zapotillo: un conflicto regional por el acceso al agua

			Cuando comencé a escribir este apartado, se presentó una fuerte incertidumbre respecto a la viabilidad del megaproyecto hidráulico conocido como El Zapotillo. Este megaproyecto, cuyo fin es garantizar el abastecimiento de agua a varias ciudades y municipios, entre ellas León, Guanajuato, se encuentra obstaculizado ante los diversos conflictos sociales y enredos de carácter político, rasgos que han sido el factor común desde que se anunció el desarrollo de dicha obra hace poco más de 16 años; pero que, ahora, depende del gobernador electo de Jalisco, quien es el responsable de definir el rumbo que tomará este megaproyecto.

			La presa El Zapotillo tiene sus antecedentes inmediatos en 1997 con la firma del gobierno federal, Conagua fue el intermediario, con los gobiernos de Jalisco y Guanajuato. El argumento oficial para la imposición de este megaproyecto hidráulico se basó en el estrés hídrico que padecen varias ciudades y municipios y la necesidad de disminuir el abatimiento de los acuíferos. Dicha estrategia, de acuerdo con la versión oficial, es pertinente para el desarrollo económico y social de las regiones de Jalisco y Guanajuato.19 El proyecto contempla una cortina de 105 m de altura capaz de almacenar 911 millones de m3 por año. El diseño y la operación del proyecto implica inundar los pueblos de Acasico, Palmarejo y Temacapulín en Jalisco para abastecer de agua por 30 años a la zona conurbada de Guadalajara, a la ciudad de León, en Guanajuato, y a 14 municipios de los Altos de Jalisco. El agua almacenada sigue la presente distribución: 12.2 m3/s de agua para Jalisco y 3.8 m3/s de agua para Guanajuato, lo cual resulta en un total de 16 m3/s: una cuota anual de 500 millones de m3/s 

			La disputa por el agua y el territorio que implica El Zapotillo puede ubicarse perfectamente en un problema ecológico distributivo: la construcción de la escasez social del agua del valle de León, definida por el uso intensivo del agua que demanda la dinámica de crecimiento económico y poblacional, junto con la inacción de las autoridades por regular en términos ambientales la actividad curtidora, han puesto a la ciudad en una situación de emergencia hídrica; situación que se pretende abordar mediante un modelo de oferta con el proyecto El Zapotillo en complicidad con autoridades hídricas del estado de Jalisco y del nivel federal a través de Conagua. 

			La solución más correcta sería enfrentar el reto hídrico mediante una reorganización social del agua al gestionar la demanda y solucionar el alto nivel de fugas con la incorporación de mecanismos para el aprovechamiento del agua de lluvia y, además, la coordinación con acciones a través del diálogo y no de la imposición con los curtidores para limpiar esta industria; la realidad es que las autoridades han optado por un megaproyecto que favorece la acumulación de capital de la industria de León y de las constructoras favorecidas por la licitación para la realización de la presa y el acueducto que trasvasará el agua. 

			La respuesta a esta estrategia se manifiesta en la resistencia a la expulsión de las comunidades de Acasico, Palmarejo y Temacapulín, lo que construye un conflicto ecológico distributivo por el agua y el territorio. Los involucrados son los pobladores de estas tres comunidades con los diferentes niveles de gobierno en materia de agua. Por un lado, las autoridades regionales de la gestión del agua, entre ellos el sapal, han impuesto y reproducido un discurso a la sociedad leonesa sobre los múltiples beneficios del desarrollo de megaproyectos que la ciudad requiere para mantener su dinámica de crecimiento y desarrollo social y económico con el fin de poder justificar proyectos como El Zapotillo: las autoridades actúan tendenciosamente en favor de aquellos proyectos que favorecen al capital y a las élites regionales, sin informar paralelamente de las múltiples implicaciones negativas en materia social y ambiental del proyecto. Asimismo, los encargados de la gestión han omitido en la discusión las distintas alternativas existentes además de El Zapotillo para garantizar el abasto de agua de la ciudad de forma local en su propia cuenca, ya que éstas no implicarían la misma acumulación de ganancias para los grupos específicos como El Zapotillo. 

			Por otro lado, la resistencia de los habitantes de Temacapulín, quienes han consolidado su dignidad a partir de la organización colectiva desde que se enteraron de los planes de inundación de sus territorios, decidieron enfrentarse a la distribución desigual de poder entre ellos y las autoridades responsables de la gestión del agua y las constructoras por medio de una lucha cotidiana. El proceso de resistencia frente al despojo que sufren ha traído acoso, hostigamiento e indiferencia de las distintas autoridades de gobierno: quienes deberían atender los intereses y las decisiones de los pobladores, defienden los intereses de las ciudades y del capital. Así han resistido frente a la Comisión Estatal de Agua y Saneamiento de Jalisco (cea) que los amenaza con la inminente reubicación y el desalojo forzoso. El panorama de desaliento y desgaste a los que han sido sometidos, no hace más que retroalimentar la resistencia que junto con el apoyo del Movimiento Mexicano de Afectados por las Presas y en Defensa de los Ríos (Mapder): están decididos a seguir defendiendo su territorio frente a la apropiación del recurso para calmar la sed permanente del desarrollo en otras regiones.

			Desde el encuentro del Mapder, realizado en agosto de 2009, en el propio Temacapulín, manifestaban:




			Nuestras comunidades están siendo agredidas por estos proyectos que el gobierno busca imponer bajo el discurso de un desarrollo que nos excluye, pero que en realidad está basado en el despojo y el desplazamiento. Nuestra decisión como pueblos y asambleas es defender y luchar por todos los medios posibles por lo que es nuestro: la tierra, el agua y los recursos naturales.20




			Al momento, existe una fuerte complejidad del conflicto, ya que las autoridades de la gestión del agua han dejado en manos del gobernador electo de Jalisco la decisión del rumbo de la presa El Zapotillo. Este actor ha argumentado en su discurso sobre las poblaciones de dichas comunidades que está disconforme con la exportación de agua a otros estados del país. Cabe recordar que es un discurso que bien puede ser sometido por los fuertes intereses que impone el capital para dar continuidad al modelo de desarrollo económico basado en el crecimiento económico. Este conflicto, abordado desde el plano analítico de la nca, puede evidenciar una inviabilidad social y ambiental en favor de los pueblos de Acasico, Palmarejo y Temacapulín, como su principal representante, Pedro Arrojo, lo ha pronunciado en encuentros con los pobladores de estas comunidades. De acuerdo al planteamiento de la nca podemos identificar los siguientes puntos que muestran su contradicción e inviabilidad:




			a) El proyecto El Zapotillo se enmarca dentro de estrategias que fueron normalmente desarrollada en el siglo xx, basadas en el desarrollo de infraestructura para abastecer de agua a las zonas urbanas y a las de regadío. No obstante, en el siglo xx México demandaba un cierto grado de desarrollo de infraestructura hidráulica basada en la continuidad de oferta que, actualmente, son ampliamente cuestionadas. Existen muchos argumentos para cuestionar dichas estrategias: 1) La gestión del agua debe ser a través de cuenca hidrológica y, específicamente, debe gestionarse únicamente el agua que existe dentro de cada región hidrológica, evitando el trasvase de agua entre cuencas; 2) las presas y los trasvases tienen un significativo impacto ambiental, además de los efectos sociales negativos por los desplazamientos; y, 3) los grandes proyectos hidráulicos anteponen los beneficios de los grupos de intereses de los grupos pertenecientes al sector hidráulico, como las constructoras.

			b) El Zapotillo no plantea dejar de extraer agua de los acuíferos de Jalisco y Guanajuato para permitir un proceso de recuperación de los mismos. En sí, se sumaría como fuente adicional a las ya existentes para cubrir las mayores demandas que va exigiendo la dinámica de las zonas conurbadas en los ámbitos económicos y sociales. No se contempla alguna estrategia para gestionar la demanda con respecto al nivel de oferta disponible para permitir un proceso de balance hídrico. 

			c) A pesar de las ventajas ofrecidas por la Ley de Aguas Nacionales, las autoridades en materia hídrica no contemplan la posibilidad de declarar emergencia hídrica,21 lo que permitiría la recuperación de las concesiones de agua para revertir las condiciones de sobreexplotación que presentan los acuíferos: se prefie no iniciar un proceso que pudiera afectar los intereses de la dinámica económica de la zona ciudad y evitar conflictos políticos tanto con los usuarios locales del agua como con las constructoras.

			d) El Zapotillo desdeña la participación ciudadana ya que es una estrategia diseñada de forma vertical, desde los gobiernos federal y municipales. La nca señala que en el nuevo paradigma de sustentabilidad la participación de la ciudadanía en la gestión del agua es indispensable. Una participación que no implique únicamente, como sucede en México, a los usuarios agrícolas, industriales, comerciales e hidroeléctricos: el ciudadano común no posee concesiones. En la crisis, la participación de la ciudadanía es fundamental para resolver los problemas de la gestión del agua, siempre pensando en el concepto de interés general, forma que no satisface El Zapotillo. Se requiere politizar la discusión sobre la gestión del agua en la ciudadanía de la región con la finalidad de encontrar mejores soluciones, pero, sobre todo, soluciones en un contexto de consenso social sin poner prioridad sobre los intereses de algún grupo en específico. 




			Un conflicto por las descargas de las aguas residuales de la ciudad de León

			Hacia finales de la década de los ochenta ya se había estructurado una idea de la crisis del agua en León, no sólo a partir de la evidente sobreexplotación de su acuífero y su inminente necesidad de búsqueda de nuevas fuentes de abastecimiento –el caso Zapotillo antes abordado–, sino que, a la par de este problema, se puso especial atención en el tema de la contaminación de las aguas subterráneas y de las aguas superficiales, como resultado de los desechos de todos los usos de la ciudad, pero principalmente de la industrial curtidora.

			Las estrategias de los actores se concentraron básicamente en hacer frente, por un lado, a la búsqueda de nuevas fuentes para el abastecimiento para la ciudad y, por otro, atender el reto de sanear las aguas desechadas por la industria curtidora, ambas situaciones generadoras de conflictos; el primero, por el conflicto con otras regiones por el acceso al agua potable para la ciudad de León; mientras que el segundo es un conflicto ecológico distributivo enmarcado como un conflicto entre usuarios (industriales) y gobierno (sapal) por la disputa de las implicaciones de las aguas residuales sobre la salud y el ambiente en el Valle de León.

			Como producto de los compromisos adquiridos en el seno del Consejo de Cuenca Lerma-Chapala (cclc) en 1992, León construyó su propia planta tratadora de aguas de la ciudad en 1993, con una capacidad de 300 lb. El propio sapal y autoridades municipales sabían que esta infraestructura iba a ser inútil si no se lograba la reubicación de la industria curtidora de tal forma que ayudara a recolectar los desechos de sus procesos productivos. Desde 1989 el gobierno del estado, con el apoyo del gobierno del municipio había considerado la reubicación de la industria curtidora de la zona urbana a unos terrenos a la salida a San Francisco del Rincón que llamarían desde entonces Parque Industrial Ecológico de León (piel).22 Al principio existió cierto tira y afloja para aceptar la propuesta de reubicación; sin embargo, a partir de la presión del gobierno federal, en un primer paso se aceptó que la industria construyera algunas fosas de sedimentación y se empezara con el reciclaje de baños de pelambre y cuero.23

			Si bien la Cámara de la Industria de la Curtiduría (Cicur) apoyó el proyecto de la reubicación después de este primer paso: la realidad fue que la mayoría de sus agremiados y pequeñas curtidoras estuvieron imposibilitados para solventar su propia mudanza. La urbanización, la electrificación y, en general, dotar de todos los servicios para acondicionar la zona del pielha sido también el principal reto tanto para autoridades estatales, municipales y hasta federales.24 En los casi 20 años de concebido el proyecto, sólo poco a poco se ha ido completando la infraestructura necesaria para hacerlo realidad. En la actualidad se considera que sólo el 70% de la industria curtidora está ubicada en alguno de los puntos precisamente autorizados y mejor acondicionados en la ciudad para esta actividad, mientras que el otro 30%, básicamente pequeña industria, se encuentra todavía en la zona urbana.25

			Un reto adicional para el adecuado saneamiento de las aguas residuales en León no sólo corresponde a la industria curtidora, sino de los laboratorios ligados a ésta, y principalmente la industria metal-mecánica la cual también es muy importante. Se considera que León tiene el parque vehicular de trasporte de carga y pasajeros más grande del país en términos proporcionales con respecto a otras ciudades.26 sapal, a partir de estudios realizados hacia 1992-1994 dentro de la primera planta de aguas civiles, se concientizó de esta realidad y ha negociado con las industrias que igualmente colaboren con la reubicación y manejo de sus residuos.27

			Pero en este asunto las posiciones de los actores y sus intereses también han sido fuente de controversia y enfrentamiento: a) la Cámara de la Industria de la Curtiduría (Cicur) durante mucho tiempo solicitó prorrogas para el cumplimento de normatividad ambiental que instancias como la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa) ha procurado hacer cumplir; b) movimientos ambientalistas han señalado que ríos como el de Los Gómez o las inmediaciones de la presa Blanca siguen estando contaminadas por desechos de esta industria, principalmente lodos; c) incluso el sapal se ha enfrentado a este gremio en temas como los costos de la tarifa de saneamiento o el hecho de que gran parte de los curtidores prefieran comprar agua de pipas para evitarse pagar dicha tarifa, en donde además se ha demostrado que el recurso es extraído de pozos originalmente destinados al riego o francamente irregulares. En los tres asuntos, la tensión y la búsqueda de influencia en el proceso de toma de decisiones ha sido intensa, pero en los últimos años se identifican ciertos acuerdos: en 1997, con la firma del convenio de concertación para el saneamiento de las aguas de la cuenca del Río Turbio y la publicación del Manual de procedimientos para el manejo adecuado de los residuos de la curtiduría se inició un proceso en el que la Cicur ha tratado de desclasificar como residuos peligrosos varios de los desechos de la industria.28 Este proceso no ha sido simple y la industria ha ido a su paso, pero se ha aceptado generar estudios y mejorar los procesos; esto los ha llevado a reducir acerca de 35% o 40% el consumo de agua en sus procesos y lograr la desclasificación de varios residuos a excepción de los lodos.29

			Precisamente en cuanto a los lodos que aún siguen vertiéndose sobre los ríos como el de Los Gómez u otros cuerpos de agua pertenecientes a la cuenca del río Turbio, la presión de los actores ambientalistas –como el Grupo Ángel– han influido en autoridades y en la misma Cicur quienes han establecido una planta de lodos como procedimientos que permiten compostear y tratar mediante lombricultura estos residuos.30

			En 2007, se logró avanzar en los primeros pasos en lo que podría ser la tabla salvadora del saneamiento del río Turbio. A partir de la iniciativa del presidente de León (2006-2009), Vicente Guerrero Reynoso, y de autoridades de la Conagua, con la intervención de las autoridades de los municipios involucrados (León, San Francisco del Rincón, Romita, Purísima del Rincón, Cuerámaro, Manuel Doblado, Abasolo y Pénjamo), así como de instancias federales como Semarnat, la Sagarpa y la Profepa, u organismos del gobierno estatal como el Instituto Estatal de Ecología (iee) y la ceag, incluso la Cicur, se ha decido instalar la Comisión de la Cuenca del Río Turbio (ccrt). De aquí han salido varios acuerdos importantes como: uno nuevo en torno a la concreción de la reubicación de los curtidores, el Parque de Lodos, la operatividad del manual para manejo sustentable de residuos, y una nueva planta tratadora.31

			Los objetivos de la ccrt han sido planteados de la siguiente manera: a) implementar programas y acciones de saneamiento; b) impulsar el ordenamiento y regulación de los usos del agua; c) procurar el uso eficiente del agua; d) promover la gestión integrada de los recursos hídricos de la cuenca y la preservación de sus recursos naturales; e) desarrollar programas de cultura del agua y educación ambiental, en relación con la importancia social, económica y ecológica del agua; f) certificar la cuenca como una Cuenca Hidrológica Limpia.

			Lo que por mucho tiempo no nos hubiéramos imaginado es un enfrentamiento entre la principal industria de León, representada por la Cicur, y el propio Sapal, pero este sucedió a finales de 2007 y durante todo el primer semestre del año 2008. El organismo operador a partir de su nueva directiva, encabezada por Jorge Videgaray en la presidencia del Consejo Directivo y Emiliano Rodríguez en la dirección general, preparó un proyecto de incremento de tarifas que el Ayuntamiento de la ciudad de León y el Congreso del Estado apoyaron. El proyecto de saneamiento requería aumentar precisamente la tarifa al sector industrial, lo que de inmediato hizo responder con un rechazo generalizado a la Cicur.32 El argumento de la cámara de la curtiduría era que el costo de producción se elevaría tanto que haría que se perdieran muchos de los empleos que genera esta industria en León, mientras que sapal, en voz del presidente del Consejo Directivo y secundado por el alcalde Vicente Guerrero Reynoso, se desligaron de la responsabilidad de echar abajo lo ya acordado por el Congreso local en la Ley de Ingresos para el Municipio: pedían reconocer la imposibilidad de que el ramo curtidor tuviera privilegios con respecto a los demás usuarios ­–incluidos domésticos, comerciales y otros ramos industriales– y que, para mantener la equidad, se debía mantener la propuesta original hecha por los diputados.33

			En medio de este enfrentamiento también surgió –por parte del sapal, el mismo Guerrero Reynoso y la Conagua– la acusación de que los industriales curtidores estaban siendo desleales al adquirir agua de pipas para no pagar la cuota de saneamiento, pipas que, además, surtían el liquido en pozos no regularizados o destinados a otros usos como el agrícola y que, por tanto, reciben un subsidio en energía eléctrica, lo que consecuentemente hacía que el organismo operador dejara de recibir importantes recursos que debían destinarse al saneamiento, a la inversión en infraestructura hidráulica para la ciudad o incluso para apoyar a la reubicación de los propios curtidores.34 La defensa de la Cicur se basó en argumentar que el adquirir agua a través de pipas era una tradición que había comenzado hace más de 20 años, cuando el sistema del servicio de agua y alcantarillado de la ciudad aún era muy deficiente.

			La Conagua clausuró cerca de 40 pozos que se dedicaban a esta actividad y el sapal decidió seguir suministrando el agua directamente a los piperos de forma gratuita, ya que muchos de éstos son los que llevan agua a las colonias irregulares de la periferia. Esta decisión la justificó argumentando que se trataba de una medida temporal, ya que el reto de regularización de estas zonas poblacionales se tenía que hacer en el futuro inmediato, pero que, por el momento, había que cubrir lo que 500 pipas –con tres a cinco viajes diarios por cada una– hacían para abastecer esta red paralela preexistente.35

			El problema persiste en el actual escenario de nueva alternancia política: en el gobierno local de León, el pri recuperó la Presidencia Municipal en 2012. Las zonas urbanas marginadas, semiurbanas y rurales que no tienen agua y siguen dependiendo de un deficiente suministro directamente prestado por sapal a través de pipas, completado con prestadores del servicio privado, y los empresarios curtidores locales reciben agua de segundo uso por parte del organismo operador a muy bajo precio: sus cuotas no logran contribuir eficazmente al mantenimiento del sistema de saneamiento de la ciudad.

			La historia hasta el momento ha sido de un discurso de los actores que se dicen comprometidos con el desarrollo sustentable de la subcuenca, pero pocos han sido los acuerdos institucionalizados hasta el momento. Hay lógicas de los actores que también se manifiestan en sus discursos como un conflicto de mayor alcance entre una racionalidad técnica y productiva, ligada a fuertes intereses económicos frente a otras de tipo medio ambiental.




			CONCLUSIONES

			El presente capítulo ha mostrado los conflictos ecológicos distributivos alrededor de la gestión del agua, tanto el agua para el abastecimiento urbano como el de las aguas residuales en la misma ciudad. Por un lado, los conflictos generados por la enajenación del agua para la dinámica del crecimiento económico, así como el interés privado detrás de las obras hidráulicas de El Zapotillo, han desarrollado la resistencia de los pueblos originarios para no ser desalojados e inundados con esos fines. Y por el otro, la disputa por la calidad de las aguas residuales entre las autoridades del agua y los grupos de empresarios de la curtiduría; éstos últimos empeñados en no cambiar sus prácticas de uso del agua que afectan directamente a la calidad del agua y a la salud de la población. Ambos conflictos ambientales muestran la disputa por distintos tipos de aguas, pero con la característica de imponerse, en ambos casos, los intereses del desarrollo económico frente al humano y el ambiental. En el caso de El Zapotillo, el de imponerse los intereses de los empresarios (usuarios del agua y constructoras a las comunidades). Mientras, en el caso de las curtidurías, este grupo de empresarios se ha impuesto a las autoridades para no sanear esta actividad, con la finalidad de no sacrificar el proceso de acumulación de ganancias a costa de la transferencia de los diversos daños ambientales y sociales a terceros. Se tiene que dichos conflictos ecológicos distributivos presentan una complejidad para resolverse de no mostrarse una sensibilidad política por parte de las autoridades responsables para las otras partes en conflicto, así como para incorporar la participación ciudadana en la resolución de la crisis del agua en León.

			La institucionalidad de la gestión del agua configurada en México, y particularmente desde la región, no ha sido suficiente para no comprometer el futuro de la apuesta por un modelo de crecimiento económico a ultranza. En términos de acción pública se sugiere apostar por un modelo como el propuesto por la nca, lo que implica una acción ciudadana democrática, apoyada en la regulación efectiva por parte de la autoridad para hacer converger los propósitos económicos, sociales y ambientales del desarrollo regional.
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			Introducción

			La concesión a empresas privadas de la prestación del servicio de agua potable a nivel local ha representado una modificación importante de la dinámica establecida entre los actores gubernamentales y no gubernamentales vinculados al manejo del recurso: aunque en Europa la participación de empresas privadas en la gestión del agua data del siglo xix, en países de América Latina el debate en torno a esta posibilidad ha estado presente en diferentes momentos y con distinta intensidad en los últimos 30 años. En la década de los noventa del siglo pasado, con la implementación de medidas de liberalización comercial y de apertura a la participación privada de sectores tradicionalmente reservados a la acción del Estado, el modelo de concesión se difundió ampliamente como una solución a los problemas de ineficiencia y de fragilidad financiera de las instancias públicas encargadas de la gestión del agua en las ciudades. Empresas privadas con amplia experiencia en la materia se dieron a la tarea de difundir las bondades de la concesión y mostraron un abierto interés en participar en la prestación del servicio en diferentes ciudades del mundo; en el caso de América Latina, el objetivo fueron las ciudades más importantes del subcontinente.

			Paralelamente, varios países modificaron su legislación –nacional primero y local después– con el fin de posibilitar que las autoridades locales pudieran elegir entre manejar el servicio de manera directa o concesionarlo al manejo de una empresa privada, esta concesión podía ser parcial o total. En esa misma década, hubo un auge del modelo de concesión, que se aplicó en países como México, Argentina y Bolivia. Las formas de implementación del modelo fueron muy similares, así como las empresas participantes: la variedad se presentó en los resultados de estas experiencias. En este capítulo nos interesaremos particularmente en dos experiencias de concesión del servicio de distribución urbana de agua potable: la ciudad de Buenos Aires, en Argentina, y la ciudad de Aguascalientes, en México. 

			A pesar de que el tema de la participación privada en este servicio ha generado polémica en países latinoamericanos, expertos en la gestión del agua plantean que la disyuntiva público-privado no es tan importante como pareciera. Dominique Lorrain1 afirma que la alternativa entre una gestión directa (por parte de la autoridad local) o una gestión delegada (por parte de una empresa privada) del servicio refleja simplemente una mayor flexibilidad en el modelo de gestión. Por su parte, Bernard Barraqué advierte que “el debate público-privado enmascara otros debates: principalmente el concerniente al nivel territorial apropiado para la gestión de los servicios”.2 No obstante, en este trabajo partimos de la consideración de que dicho debate puede ser irrelevante en un contexto en el que la participación de empresas privadas está ya consolidada –como es el caso francés–, pero resulta de interés en contextos en los que las relaciones entre sector privado y sector público han sido clientelares, lo cual resultaría una limitante para la concreción de las ventajas que un modelo de privatización pudiera tener.

			En este sentido, el capítulo se inscribe en la línea de discusión del tema del agua que enfatiza la dimensión de gestión del recurso. Resulta relevante revisar experiencias pasadas, pues, como lo señalan Saleth y Dinar: “El tema central en la dimensión de política pública del reto del agua es cómo resolver los conflictos entre políticas pasadas y realidades emergentes”.3 A través de la revisión del manejo de la concesión en estos dos casos, nuestro propósito es contrastar la manera en la que la figura de la concesión se ha adaptado a diferentes escenarios, los dilemas que ha enfrentado su implementación y, sobre todo, las soluciones en las que han desembocado las crisis que el modelo ha atravesado. Este último punto es el aspecto que nos parece más relevante de la comparación entre ambos casos, pues la divergencia entre las soluciones nos permite apreciar cuáles son las variables que resultan relevantes para entender la relación que se establece entre concesionario y concedente en el ámbito del agua, así como el papel que desempeñan los usuarios en el desenlace de dichos conflictos.

			La exposición de los dos ejemplos de participación privada en la gestión del agua se organizará de la siguiente manera: en primer lugar revisaremos los antecedentes de la concesión en términos del marco normativo y la estructura institucional para el manejo del agua existentes antes de la concesión. En segundo lugar, los motivos que justificaron la elección de este modelo para la gestión del agua y algunos datos sobre las negociaciones para la aceptación del mismo. En tercer lugar, los términos en los cuales se firmó la concesión y los mecanismos que se establecieron para su regulación.4 En cuarto lugar, las modificaciones al contrato de concesión que surgieron en ambos casos a través de las diversas renegociaciones y los desenlaces de las mismas. Finalmente, a manera de conclusión, algunas reflexiones sobre los aprendizajes que pueden derivarse de la revisión de estas experiencias.




			Antecedentes de participación privada en la gestión del agua: México y Argentina

			La participación privada en la gestión del agua en América Latina fue resultado de una oleada de transformaciones de diversos sectores de la economía vinculadas a las recomendaciones de organismos financieros internacionales de abrir los mercados y los sectores antiguamente considerados como estratégicos, las cuales se sustentaban además en argumentos de ineficiencia y de la crisis financiera que tocaba a diferentes ámbitos de la administración pública, incluyendo al sector del agua. 

			Un primer aspecto destable en ambas experiencias son los cambios en el marco institucional que debieron introducirse para hacer posible la participación privada en el sector. En el caso de México, la Ley Federal de Aguas de 1972 desaparece en 1992 para dar paso a la Ley de Aguas Nacionales (lan), vigente hasta nuestros días, aunque con algunas modificaciones. La lan establece que es la Comisión Nacional del Agua la instancia que puede celebrar convenios con el sector privado a través de las autoridades municipales, lo cual incluye los contratos de concesión para el manejo urbano del agua.5 Esta ley nacional se complementaría con la emisión de nuevas leyes estatales en la materia, las cuales establecían las condiciones para la participación de empresas privadas. En Aguascalientes no sólo se modificó la Ley del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado del estado de Aguascalientes, también se hicieron cambios a la Ley Orgánica Municipal para incluir en ella la figura de la concesión, aunque para poder realizarse esta modificación se requería la aprobación de dos terceras partes del ayuntamiento y la autorización del Congreso del Estado. En el caso de Buenos Aires, las bases para hacer posible la privatización se encuentran en la reforma del Estado de 1989, concretamente las Leyes Núm. 23 696 de Reforma del Estado y Núm. 23 697 de Emergencia Económica, las cuales permitieron privatizar servicios de utilidad pública.6

			Un segundo aspecto a considerar es la estructura institucional prevaleciente antes de la firma de los contratos de concesión: en ambos casos, se trata de naciones organizadas bajo un régimen federal, con la única diferencia de una denominación distinta del nivel intermedio de gobierno, ya que las entidades federativas mexicanas corresponden a las provincias argentinas. En el caso de Aguascalientes, a nivel municipal, existía un organismo operador denominado Comisión de Agua Potable y Alcantarillado (capa), creado en 1984; existía también la Comisión Estatal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento (ceapas), perteneciente al gobierno estatal; ambas comisiones dependían de una instancia federal: la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (sarh). 

			Al momento de la concesión, el servicio del agua era operado por la empresa Servicios de Agua de Aguascalientes, S.A. de C.V. (saasa), que pertenecía a un consorcio integrado por la empresa francesa Générale des Eaux, la empresa Ingenieros Civiles Asociados (ica) y Grupo Banamex. Este antecedente es importante ya que ese mismo consorcio sería el que ganaría la licitación para la operación privada del servicio del agua en Aguascalientes, cambiando su nombre a Concesionaria de Agua Potable de Aguascalientes, S.A. de C.V. (caasa). 

			Previo a la firma del contrato de concesión, en Buenos Aires existía un sistema de gestión para el agua y saneamiento denominado Área Metropolitana de Buenos Aires “conformado por la capital federal y los principales municipios del Gran Buenos Aires”.7 Dentro de dicho sistema, la empresa encargada de la gestión del agua en la capital argentina era Obras Sanitarias de la Nación (osn), la cual dependía directamente del gobierno de Buenos Aires8 y tenía bajo su cargo la capital federal y 13 municipios conurbados.9 El sistema de gestión formaba parte de la Secretaría de Obras Públicas (sop), que a su vez dependía del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos (meyoysp). 




			Las razones de la privatización del servicio del agua: México y Argentina

			En México, la participación privada en la gestión del agua se planteó como una necesidad para fortalecer financieramente a los sistemas locales de gestión, los cuales atravesaban por una crisis que ponía en riesgo su funcionamiento y, por tanto, el abastecimiento del líquido a los ciudadanos. Aunado a lo anterior, existen versiones según las cuales Aguascalientes fue elegida como escenario propicio para experimentar la concesión a una empresa privada, en parte por la cercanía entre quienes entonces ocupaban el Ejecutivo Federal y el Ejecutivo Estatal (Carlos Salinas de Gortari y Otto Granados Roldán, respectivamente), y también a las semejanzas de aquélla con la ciudad de México en cuanto a características sociodemográficas, ya que la entidad se ubica en la zona centro-norte del país y colinda con Zacatecas y Jalisco.

			Según Caldera: “Aguascalientes desde la primera mitad de la década de los noventa se convirtió en laboratorio de varias de las iniciativas de la nueva orientación de las políticas gubernamentales impulsadas desde la federación, como por ejemplo, la descentralización en el sector salud y educativo, así como de inserción de mecanismos de mercado y mayor participación de la iniciativa privada en varios rubros gubernamentales, entre ellos el sector agua”.10 Existían, además, antecedentes recientes de escasez de agua en la entidad, particularmente cuando a principios de los años ochenta se agota una de las fuentes de agua conocida como el manantial de Ojocaliente.11 Aunado a este contexto, una importante razón económica que sirvió para justificar la necesidad de una privatización fue la firma del contrato de servicios firmado con saasa, el cual se basó en el argumento de que pretendía atenuar la fragilidad financiera del organismo operador municipal. Un funcionario del Instituto del Agua (Inagua) de la entidad expresaba en una entrevista: “si el gobierno quería experimentar mediante una concesión hubiera sido en un estado donde el agua abundara, por ejemplo, Villahermosa, Tabasco. Ahí pasa el río Grijalva. Otros casos de concesión en el mundo como es el caso de la ciudad de Buenos Aires, utiliza el Río de la Plata para abastecerlos a ellos. Son condiciones muy diferentes”.12

			En efecto, la cercanía de una importante fuente del recurso es el primer contraste que aparece entre los casos aquí expuestos. En el caso de Buenos Aires, se trata de la capital nacional de Argentina ubicada a orillas del Río de La Plata y compuesta por 15 comunas, las que a su vez contienen uno o varios barrios. 

			Alcázar, Abdala y Shirley subrayan la rapidez con la que se acordó la firma del contrato de concesión en Buenos Aires, en contraste con los contratos de otras capitales latinoamericanas cuyos procesos habían resultado más prolongados. Atribuyen dicha rapidez a factores como la crisis claramente palpable del sector del agua: “Antes de la concesión, sólo 70% de la población en el área metropolitana estaba conectada al sistema de agua, y sólo 58% al sistema de drenaje. [En las colonias pobres] sólo 55% de las personas tenía acceso al agua y sólo 36% al alcantarillado”.13 De manera más específica, se hace referencia también a la longevidad de la infraestructura y la necesidad de inyectar recursos para actualizarla, pues contaba con más de 60 años de existencia. Presumiblemente, el funcionamiento ineficiente de osn no permitía generar fondos suficientes para la inversión en infraestructura.

			Finalmente, entre las razones políticas que favorecieron la concesión, estos autores refieren que la crisis económica hacía deseable una reforma que permitiera que el sector funcionara a partir de un nuevo enfoque, lo cual hacía que la población viera a la privatización con buenos ojos o que al menos adoptara una postura neutral hacia ella, por lo que resultaba factible promover este modelo de gestión sin enfrentar resistencias importantes.

			Un primer contraste que puede establecerse entre ambos casos es que Buenos Aires representa un área poblacional y políticamente más relevante que el municipio de Aguascalientes, el cual es la capital de una de las entidades federativas más pequeñas de México. Aunque hubiera parecido más riesgoso implementar la privatización del servicio en una capital nacional, las condiciones resultaban más favorables, principalmente en términos de opinión pública. A continuación, revisaremos las características de ambas concesiones y los mecanismos que se aplicaron para regular la integración de actores privados en el manejo del servicio.




			Los términos de la concesión y los mecanismos para regularla

			Como sucedió con varias de las concesiones del servicio del agua en América Latina, en ambos casos, el contrato de concesión se firmó con un consorcio integrado por empresas extranjeras y empresas locales, una estrategia frecuentemente adoptada por las trasnacionales del agua para ser mejor recibidas por las poblaciones en las que se prestará el servicio. Como ya se mencionó, en el caso de Aguascalientes, el consorcio incluía a Générale des Eaux (gde), ica y Banamex; en el caso de Buenos Aires, el consorcio tenía como socios mayoritarios a la empresa Suez Lyonnaisse des Eaux-Dumez y, por la parte argentina, al grupo Soldati, también se contaba con la participación de Sociedad General de Aguas de Barcelona, Générale des Eaux y Anglian Water Plc.14

			Así, en ambos casos participó la empresa francesa más importante del sector del agua (gde): si bien en Aguascalientes fue socio mayoritario y en Buenos Aires tuvo una participación mucho menor. Llama la atención el número de empresas involucradas en la concesión de Buenos Aires, el cual puede explicarse por las implicaciones de otorgar el servicio en la capital argentina cuyas dimensiones implicaban fuertes inversiones en la prestación del servicio. La concesión “representaba, en el sector agua y saneamiento, una de las transferencias a operadores privados más importantes en el mundo, dado que el área de servicio contaba con una población de aproximadamente nueve millones de habitantes, de los cuales seis millones se encontraban conectados a la red de agua potable y cinco millones a la de alcantarillado”.15

			Los términos de ambas concesiones fueron similares: la concesión de Buenos Aires se otorgó al consorcio de Aguas Argentinas S. A. (aasa) por 30 años, siendo la inversión en infraestructura el compromiso más importante de la empresa; la concesión de Aguascalientes se firmó por 20 años con la empresa caasa, igualmente bajo el compromiso de inyectar recursos al sistema local de gestión “para invertir en nueva infraestructura, cambiar la red más antigua y buscar nuevas fuentes de abastecimiento”.16 Cabe destacar que en el caso de Buenos Aires se integró un comité para coordinar la privatización que contaba con la participación de la Secretaría de Economía y Obras Públicas, la Secretaría de Privatización, la Municipalidad y Provincia de Buenos Aires, representantes de osn y del sindicato de la empresa. Además, se dio una licitación en la que participaron cinco consorcios, de los cuales se eligió al que ofrecía la tarifa más baja.17

			En contraste, el contrato de Aguascalientes no fue resultado de una negociación, sólo representó la extensión en el alcance y la ampliación en el tiempo del contrato de servicios de saasa. Si bien se llevó a cabo una licitación para concesionar el servicio, de acuerdo con testimonios de algunos participantes en ese proceso, la concesión estaba prácticamente concedida a la empresa que ya tenía experiencia en el manejo del mismo y que, en consecuencia, participaba con ventaja respecto a las otras empresas.18 Las condiciones básicas que se establecieron en los contratos de concesión se sintetizan en el Cuadro 1.




			Cuadro 1

			Condiciones de los contratos originales de concesión en Aguascalientes (México) y Buenos Aires (Argentina).19
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Además, entre los compromisos de Aguas Argentinas se encontraba ampliar la cobertura y mejorar la calidad del agua: “durante los primeros 15 años de la concesión, aproximadamente un millón de habitantes serían incorporados a los servicios cada cinco años”.20  Para comprender mejor por qué en ambos casos ocurrió una renegociación de los contratos originales de concesión se deben revisar los mecanismos de regulación que fueron creados para enmarcar la participación privada en la gestión del agua en ambos casos. 

			Según Ordoqui, en el momento de la privatización del servicio, en Argentina existía un marco regulatorio incompleto. Apenas poco antes de la privatización se había adoptado un modelo de separación de la prestación y la regulación del servicio: se concebían como tareas que debían llevarse a cabo por dependencias especializadas y autónomas. Con el propósito de cubrir el área regulatoria, en mayo de 1993 se creó una agencia denominada el Ente Tripartito de Obras de Servicios de Saneamiento (etoss). “Además de determinar la tarifa, etoss aprueba y monitorea los planes de inversión de cinco años de la compañía, escucha e investiga quejas de consumidores y otros, y establece sanciones y medidas correctivas si descubre que la empresa no está cumpliendo con la regulación”.21 Para concursar por la concesión, la empresa había presentado un Plan de Mejoras compuesto por seis planes quinquenales, los cuales estaban sujetos a la aprobación del órgano regulador.22 No obstante, Alcázar, Abdala y Shirley subrayan que etoss no contaba con suficiente personal capacitado para regular adecuadamente a Aguas Argentinas, ya que la mayoría de su personal (20 personas) se componía de ingenieros, y contaba solamente con cuatro economistas y cuatro contadores. Subrayan también que la compleja integración de la tarifa a partir de un índice de costos abría espacios para el comportamiento oportunista de la empresa, lo que dificultaba su regulación efectiva.

			En el caso de Aguascalientes, se ha mencionado ya que previo a la privatización existía un organismo operador municipal la Comisión de Agua Potable y Alcantarillado (capa), una vez firmado el contrato con caasa, esta comisión se convierte en el Consejo Ciudadano de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de Aguascalientes (ccapama). Este consejo ciudadano seguía siendo responsable último del funcionamiento del servicio, por lo que se convirtió en el encargado de vigilar la actividad de la empresa concesionaria y tenía el derecho de realizar auditorías en el momento en que lo considerara necesario.23 Esta función de vigilancia la ejercía ya el organismo municipal original (capa) cuando la empresa saasa funcionaba bajo un contrato de servicio; no obstante, de acuerdo con el testimonio de un exfuncionario de ica, dicha supervisión no se ejercía rigurosamente ya que el municipio no contaba ni con personal capacitado ni con los recursos financieros necesarios para llevar a cabo esta función de manera efectiva. De hecho, a diferencia del caso argentino, la dependencia mexicana que se creó para atender los asuntos del agua y que ejerce funciones de regulación sin haber sido concebida exclusivamente como agencia regulatoria fue la Comisión Nacional del Agua (Conagua).24

			En ambos casos se presenta una situación de agente-principal, que pone en desventaja a las autoridades locales respecto a las empresas, pues estas últimas manejaban la información concerniente al servicio. Uno de los problemas de la regulación reside en la posibilidad de que los actores regulados capturen a la agencia reguladora y la orillen a tomar decisiones que les favorecen, en lugar de supervisar su desempeño. Como se mencionó líneas arriba, Conagua aún es una agencia federal que no ejercía una regulación directa sobre la concesión de Aguascalientes; la instancia responsable de hacerlo era el Consejo Ciudadano (ccapama), que enfrentaba serias limitaciones para cumplir con esta función. En el caso de Buenos Aires, etoss sí fue una agencia creada específicamente para ejercer una regulación directa sobre la concesión otorgada a Aguas Argentinas para proveer el servicio en la capital del país. 25 No obstante, su actuación se vio limitada por “la inexperiencia del regulador y la escasa información en la cual se basó el diseño del contrato”,26 situación que derivó en que etoss se inmiscuyera indebidamente en las actividades comerciales de la empresa, las cuales estaban fuera del alcance de sus atribuciones formales.

			En ambos casos se dio una renegociación del contrato original de concesión, aunque por diferentes razones. En Aguascalientes, la renegociación del contrato fue el resultado de una crisis política que confrontó a las autoridades municipales con la empresa concesionaria. La situación que detona esta crisis es el intento por parte de caasa de incrementar las tarifas en marzo de 1996, argumentando que la crisis económica por la que atravesó México a finales de 1995 les obligaba a tomar esta medida. A partir del descontento que esta decisión provocó en la ciudadanía, que se manifestaba frecuentemente en las oficinas de las autoridades municipales, el presidente municipal decidió confiscar las instalaciones y equipo de la empresa y que el ccapama tomara a su cargo el servicio.

			A pesar de la justificación técnica de este intento de rescate y remunicipalización del servicio del agua, en el fondo existía una motivación política: se había dado un relevo en la presidencia municipal, que el pri había perdido ante el pan, cuyo candidato basó su campaña en la promesa de remunicipalizar el servicio; el llamado rescate fue una acción pensada para mostrar la voluntad del nuevo alcalde de cumplir sus ofrecimientos como candidato. Llama la atención que no se haya requerido la intervención del Consejo Ciudadano, que era el órgano encargado de supervisar el desempeño de la empresa, lo cual indica que el intento de revocar el contrato de concesión no se dio con base en incumplimientos detectados por la instancia encargada de regular el desempeño de la empresa. Para esta última resultó fácil argumentar que no se justificaba el rescate, pues no se le había sorprendido faltando a los compromisos establecidos en el contrato. Esto posibilitó que la empresa no solamente recuperara el servicio, sino que además pudiera renegociar el contrato con la autoridad municipal. De acuerdo con el testimonio del funcionario del Inagua: “El problema del rescate fue que realmente no se pensó en todas las consecuencias que eso iba a tener desde el punto de vista legal, desde el punto de vista de cuáles habían sido las condiciones en las cuales se había dado el título de concesión y que, apegándose a lo que decía ese título, pues no se podía llevar a cabo un rescate”.27

			El contrato en el caso de Buenos Aires experimentó por lo menos dos renegociaciones: la primera de ellas, en 1997, se origina a partir de una solicitud de la empresa bajo el argumento de que no estaba recuperando su inversión al ritmo que lo había esperado;28 la segunda renegociación, que sería más profunda que la primera, también se da a partir de una crisis económica. Luego de la fuerte devaluación de diciembre de 2001 y por mandato de la Ley de Emergencia, “arranca un proceso generalizado de renegociación de los contratos privados de los servicios públicos, incluyendo el sector del agua y el alcantarillado”.29 No obstante, la crisis no fue la única razón ya que la revisión quinquenal se había retrasado dos años y tenía que llevarse a cabo, en esta revisión se detectaron incumplimientos en el contrato por parte de la empresa. Retomando un reporte de etoss, Begoña Ordoqui señala que “el incumplimiento en materia de inversiones fue de poco más del 34% del valor comprometido”.30 Por consecuencia, la meta de ampliación de la cobertura del servicio al 88% de los habitantes del área concesionada solamente se había limitado a un 79%. Se señala también que las quejas de los usuarios eran atendidas con mayor prontitud si no afectaban la rentabilidad de la empresa.31

			Aún cuando una renegociación profunda del contrato tardó casi diez años en concretarse, esta misma autora considera que las frecuentes revisiones tarifarias que se produjeron en ese lapso pueden considerarse como renegociaciones parciales en las cuales destacarían dos medidas: a) la desaparición de la restricción para que las tarifas no se incrementaran en los primeros diez años de la concesión y b) la creación de un cargo fijo (Servicio Universal y Medio Ambiente, suma) para financiar la expansión de la infraestructura. Estas modificaciones se dieron entre 1997 y 1999. Entre 1993 y 2001, la empresa fue sancionada con diversas multas por incumplimientos, aunque éstas no fueron cubiertas en su totalidad: “A fines de 2001, Aguas Argentinas había pagado solamente el 56% de las multas, eludiendo el pago recurriendo sistemáticamente a las sanciones impuestas ante el etoss en primera instancia, y ante la autoridad de aplicación o poder concedente en segunda instancia”.32

			Podemos apreciar que en el caso de Buenos Aires la autoridad se encontraba en posición de ventaja y habría podido inclusive rescindir el contrato de la empresa; a diferencia del caso de Aguascalientes en el que la intervención por parte de la autoridad no se encontraba plenamente justificada ya que no se basaba en incumplimientos del contrato. A pesar de que en ambos casos pudo justificarse que la revisión del contrato redundara en mayores exigencias hacia la empresa, las renegociaciones y modificaciones al contrato original desembocaron en resultados distintos: en el caso de Buenos Aires, se rescindió el contrato de Aguas Argentinas; en el caso de Aguascalientes, la concesión se alargó por diez años más.




			Las renegociaciones y sus desenlaces

			Existen dos diferencias fundamentales entre los procesos de renegociación de los contratos de concesión. Por un lado, la duración de los procesos, ya que en el caso de Buenos Aires ambas renegociaciones fueron largas: la primera duraría seis meses y la segunda varios años (de 2002 a 2006), mientras que en el caso de Aguascalientes la renegociación del contrato de concesión duró apenas unas semanas. Por otra parte, como se acaba de señalar, el resultado en el que cada proceso desemboca: la terminación del contrato en el caso argentino y la prolongación del mismo en el caso mexicano.

			Diversos testimonios refieren que la renegociación en Aguascalientes inició por la intervención del gobierno federal en la resolución del conflicto que el rescate del servicio había generado.33 Dicha intervención se habría dado a través del Secretario de Gobernación, el cual habría sentado a las partes a negociar los términos de la conciliación para garantizar la continuidad del servicio. De esta manera, las instancias creadas para el gobierno del manejo del agua no habrían tenido una intervención significativa ni en el inicio ni en el desarrollo de tales negociaciones; ni Conagua ni la Comisión Estatal, ni ccapama las propiciaron. En Aguascalientes las modificaciones resultantes de la renegociación favorecieron a la empresa concesionaria.34 Entre los cambios introducidos destaca “el aumento de la concesión a un período de 30 años, nueva composición de la tarifa y renegociación de la deuda de la concesionaria, traduciéndose esta última en un esquema que significó que los tres órdenes de gobierno cooperaran con la empresa para sanear sus finanzas”.35 Además, la empresa aprovechó la manera en que se dio el rescate para demandar al Ayuntamiento y al Presidente Municipal por haber intentado retirarles la concesión sin una justificación clara o pruebas de incumplimiento del contrato por parte de caasa. Los abogados de la empresa “calificaron al rescate como un abuso de poder que no correspondía a la realidad financiera, técnica u operativa de la empresa ya que esta nunca se declaró en quiebra y nunca dejó de otorgar el servicio a la comunidad, siguiendo los términos del contrato de concesión”.36

			En el caso de Buenos Aires, la primera renegociación del contrato inicio en febrero de 1997 y concluyó en agosto del mismo año. Una comisión bicameral se integró en el Congreso para valorar la solicitud de la empresa de reajustar las tarifas del servicio, esa misma comisión aprobaría posteriormente las modificaciones. La creación de la cuota denominada suma es la modificación más relevante derivada de dicha renegociación; también se creó un cargo por conexión a los usuarios nuevos y se limitaron los compromisos de la empresa en términos de expansión del servicio. Otras dos medidas importantes que resultaron de esa primera renegociación fueron la eliminación de las multas que etoss podía aplicar a la empresa por incumplimientos en los plazos del programa de inversión, así como una ampliación para el plazo de entrega del primer plan quinquenal.

			La larga duración de la segunda renegociación se debió a que hubo una revisión a profundidad de los indicadores de desempeño de la empresa, con la finalidad de valorar en qué medida la concesión efectivamente había redundado en mejoras al servicio. Éste siguió funcionando bajo condiciones especiales: “En este período fueron suspendidos los mecanismos de regulación y control del contrato y […] las inversiones realizadas se destinaron principalmente a preservar la calidad del servicio y en menor medida a expandir las redes”.37 Durante este lapso, el servicio funcionó a través de acuerdos anuales, que permitieron darle continuidad para no afectar a los usuarios. A pesar del largo periodo que tomó el poder sustentarlos, los incumplimientos detectados en el servicio fueron suficientes para que el Ejecutivo Nacional rescindiera el contrato el 21 de marzo de 2006 al argumentar incumplimientos en inversiones, mala calidad del agua e incumplimiento en los niveles de presión del agua para mantener el servicio funcionando continuamente. El etoss desapareció para dar paso a una nueva instancia reguladora: el Ente Regulador de Agua y Saneamiento (eras) en el cual se contempla la participación de asociaciones de usuarios.38

			En Aguascalientes, la empresa continúa prestando el servicio hasta la fecha, si bien cambió su razón social y actualmente se denomina Proactiva Medio Ambiente caasa. La empresa ha organizado festivales y eventos orientados a concientizar a los usuarios sobre la importancia del cuidado del agua y los costos que implica otorgar el servicio.39 En el caso de Buenos Aires, actualmente cada provincia o comuna tiene la posibilidad de elegir la forma en que se organizará su sistema de gestión del agua “con un marco regulatorio propio, mayoritariamente estructurado sobre la base de un prestador importante (privado o estatal), […] de un organismo o ente de regulación y control y de la autoridad administrativa que ejerce las competencias de poder concedente”.40

			Como puede apreciarse, en el caso de Aguascalientes la renegociación del contrato fue por razones políticas, sin un sustento técnico o relacionado con el desempeño de la empresa que prestaba el servicio. En cambio, al estar directamente vinculada con una revisión del funcionamiento del servicio, la renegociación del contrato en Buenos Aires pudo tener un sustento técnico que permitió plantear la recesión del contrato no como una decisión política sino como una medida de política pública.




			Conclusiones

			A través de estas experiencias podemos constatar lo complejo que resulta adoptar un modelo de gestión sin un previo diagnóstico a profundidad de las condiciones con las que se cuenta para su implementación. Este primer diagnóstico resulta fundamental para valorar cuáles son los ajustes que el modelo requerirá y qué medidas pueden tomarse para que el contexto en el cual se aplicará sea más propicio para una implementación coherente del mismo. Los problemas de estas dos concesiones se originaron en gran medida por el descuido en esta tarea de ajuste mutuo entre modelo y contexto.

			Otro elemento a destacar es la mayor autonomía de las autoridades locales en el caso argentino, en contraste con la experiencia mexicana en la que los lineamientos del gobierno central para la descentralización del servicio influyeron notablemente en la manera en que se dio la concesión del mismo en Aguascalientes. Este problema de falta de autonomía fragilizaba la posición de las autoridades municipales ante la empresa a la que debían regular y, por ende, debilitaba la regulación del servicio.

			Sobre el mismo tema de la regulación es interesante constatar que los mecanismos que se aplicaron fueron diferentes según la dimensión de la concesión que en el caso argentino,requirió la creación de una agencia nacional, mientras que en el caso mexicano sólo se modificó el estatus del organismo municipal, sin proveerlo de atribuciones regulatorias claras. Esto agravó la situación agente-principal que se estableció entre ccapama y caasa, lo que propició la intervención de actores del gobierno federal al momento de resolver el conflicto del rescate.

			Con lo anterior, la politización del tema del agua pareciera ser más evidente en Aguascalientes que en Buenos Aires: una primera hipótesis que podría plantearse al respecto relacionaría la politización del tema con el nivel en el cual se lleva a cabo la privatización, a partir de la revisión de estas dos experiencias podría plantearse que el tema del agua es más susceptible de politizarse a nivel local que a nivel nacional. Una segunda hipótesis tendría que ver con el momento sociopolítico en el cual se genera y se desarrolla un contrato de concesión, ya que en el caso de Buenos Aires el país acababa de atravesar por una fuerte crisis política, seguida por una actitud conciliadora que facilitó la implementación de las reformas propuestas por Menem. En contraste, en México empezaba a expandirse la pluralidad política, lo cual hizo que fuera más delicada la incursión de una empresa privada en el manejo del agua.

			El hecho de abrir las renegociaciones del contrato en Buenos Aires parece haber contribuido a fortalecer la posición de la agencia reguladora y del concedente frente a la empresa, además del hecho de haber sustentado la recesión del contrato con argumentos técnicos. Por el contrario, la precipitada y cerrada renegociación del contrato en Aguascalientes, derivada de una intervención injustificada por parte de la autoridad municipal para rescatar el servicio, no desembocó en un análisis serio de las medidas necesarias para mejorar el servicio y aprovechar la participación de la empresa privada en su gestión.

			Resultan claras las dificultades que han enfrentado los países latinoamericanos al incorporar actores privados a la gestión urbana del agua y la descripción de estos dos casos nos muestran las diferentes maneras en que estas han sido manejadas por gobiernos nacionales y locales. La relación entre autoridades públicas y empresas privadas no contribuye a una prestación eficiente del servicio si las primeras no cuentan con una capacidad reguladora real. Nos parece que ésta es la lección más importante que se deriva de la comparación entre estos dos casos, ya que refleja una de las maneras en que el Estado asume su papel en la relación con actores privados participantes en la gestión del recurso, pero, además, también ilustran la forma en que las autoridades públicas asumen su responsabilidad de ser garantes de un servicio eficiente para los ciudadanos. 

			Por otra parte, una segunda lección que resulta de este ejercicio de comparación es la importancia de generar espacios –o ampliar los ya existentes– para el involucramiento de los usuarios en la búsqueda de alternativas para los diferentes retos que en cada caso enfrente el servicio, ya que representan otro actor cuya participación se ha visto limitada al pago del servicio y a las campañas para evitar el derroche del recurso, aspectos importantes pero que tendrían que ser complementados por otras formas de participación ciudadana.

			Finalmente, hay que señalar que así como la privatización del servicio del agua ha representado retos particulares en cada caso, otras formas de gestión del agua enfrentan también problemáticas específicas en su implementación. Es fundamental ampliar la revisión de experiencias y reflexionar en torno a las lecciones que de ellas puedan extraerse.
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			Introducción 

			México recibe en promedio 1 489 miles de millones de m3 de agua por año, con un estimado perdido por evapotranspiración de 73.1%, 22.1% por escurrimiento en ríos y lagos, y el 4.8 se infiltra al subsuelo. En total, por año, México tiene cerca de 460 mil millones de m3 de agua dulce renovable, con un promedio de disponibilidad de agua dulce renovable per cápita de 4 263 m3 por habitante por año. De acuerdo con el mapa mundial de estrés hídrico, México se encuentra en la zona crítica.3 La distribución desigual e injusta de los recursos hidráulicos en el territorio del país ha devenido en frecuentes disputas por el acceso equitativo al recurso. 

			Existen un buen número de casos documentados de conflicto interpersonal e intergrupal en México que se derivan del acceso poco equitativo a los recursos hídricos.4 Por ende, la utilización del agua en México se ha venido transformando en las últimas décadas: el líquido ha dejado de ser un recurso natural para convertirse en un recurso político. La politización de la gobernanza del agua genera conflictos que frecuentemente parecen no tener una solución negociada de manera viable. En materia de recursos hidráulicos, nadie se quiere quedar sin agua o padecer escasez. En los procesos de negociación de disputas por el agua, la utilización del recurso se convierte en la manzana de la discordia. En gran medida, el estancamiento en las etapas de negociación de conflictos es el resultado de posiciones encontradas, intereses contrapunteados y una asimetría substancial en cuanto a valores, objetivos y metas.

			Sin embargo, la alineación de intereses entre los diversos actores en contrapunto se dificulta por la forma en la cual cada uno de ellos enmarca el conflicto.5 Este capítulo presenta una revisión de la bibliografía sobre conflictos por el agua en México, al combinar ésta con conceptos teóricos sobre resolución alternativa de conflictos (adr, Alternative Dispute Resolution), pero, en lugar de localizar la discusión en cómo resolver la disputa mediante mediación y negociación, en el capítulo me concentro específicamente en tres elementos del proceso previo a la mesa redonda de discusión: a) la determinación del grado de intratabilidad del conflicto; b) el establecimiento de los marcos de los actores, y c) el reenmarcamiento 6 hacia la resolución de la disputa. 

			Este capítulo representa una contribución sustancial a la bibliografía sobre conflictos por el agua en México ya que aplica la noción de intratabilidad.7 a disputas por recursos hídricos en la República Mexicana, algo que no se ha hecho hasta el momento.8 En el capítulo no presento una aplicación directa del reenmarcamiento como modelo de resolución de disputas por el agua ya que la intención del mismo es únicamente presentar el estado del arte en materia de conflictos intratables por recursos hídricos. Sin embargo, está previsto dentro de mi programa de investigación desarrollar este tipo de análisis a futuro. 

			El capítulo se encuentra organizado de la siguiente forma: en la sección “¿Por qué es importante estudiar la intratabilidad de los conflictos?” describo brevemente la situación del recurso hídrico mexicano; me concentro en los aspectos de escasez y distribución del líquido. En la sección “El agua como locus de conflicto” presento un argumento sobre la utilización del agua como locus de conflicto en las escalas internacionales, nacionales, y subnacionales. En “¿Qué tanto sabemos sobre conflictos por el agua en México?” describo los aspectos fundamentales de la teoría de resolución de conflictos: los elementos que caracterizan a una disputa como intratable (intractable conflict) y también cómo el modelo de transformación del marco de referencia (reframing) puede ayudar a la resolución satisfactoria del conflicto. En la sección “Intratabilidad, Enmarcamiento y Reenmarcamiento (ier): hacia un marco integrado de estudio en la teoría de resolución de conflictos por el agua” presento un breve resumen del estado del arte en el estudio de conflictos por el agua en México. Si bien realicé una revisión exhaustiva de la bibliografía disponible, no todos los trabajos que revisé son citados, por razones de espacio.9 En la séptima sección ofrezco una propuesta de cómo se aplicaría la teoría del reenmarcamiento (reframing) a la solución de alguna pugna por el recurso hídrico en México. En “Propuesta para aplicar el recorte analítico de Intratabilidad, Enmarcamiento y Reenmarcamiento (ier) para el estudio de conflictos intratables por el agua en México” concluyo con una descripción de los inicios de una agenda emergente de investigación sobre conflictos intratables por el agua en México. Este trabajo es incipiente y todavía falta bastante por hacer, pero hay grandes expectativas con respecto de este tipo de proyecto de investigación: se estima que el número de disputas por recursos naturales se incrementará con el tiempo a medida que haya reducciones en su disponibilidad y se dispare el crecimiento poblacional. De igual manera, el cambio climático puede disparar una crisis en materia de agua, por que es importante implantar mecanismos para una resolución satisfactoria de cualquier pugna por el recurso.




			¿Por qué es importante estudiar la intratabilidad de los conflictos?

			Las disparidades y asimetrías sobre la disponibilidad del recurso hídrico se hacen más patentes al comparar la disponibilidad de agua en la escala subnacional: el conflicto surge en ambos casos por las iniciativas gubernamentales para la provisión de agua a zonas que carecen de ella o tienen un nivel muy bajo. Por ejemplo, los casos de construcción de presas para la provisión del líquido en zonas distantes que se encuentran en condiciones de alto estrés hídrico son típicamente intratables. Los conflictos se mantienen inamovibles durante periodos largos: presentan condiciones en las que los participantes en la pugna tienen posiciones fuertemente contrapunteadas y altamente discordantes, con objetivos aparentemente divergentes. 

			Existen quienes consideran que habrá conflictos violentos por el agua, guerras incluso, y si bien hay autores que consideran que esta afirmación es una exageración,10 no podemos descartar la posibilidad de que ésta sea la situación real en México en un futuro, en particular en zonas de alta marginación como es el sur de la República Mexicana. Numerosas movilizaciones sociales por conflictos relacionados con el agua han figurado en los medios masivos de comunicación en años recientes,11 aun cuando estas instancias de disputa no han sido trazadas metódicamente12 y sistemáticamente a un nivel meso; es decir, más allá de un análisis cuantitativo de contenido de noticias.13

			Si bien la bibliografía sobre conflictos por el agua muestra ampliamente en dónde existe conflicto, poco se analizan los mecanismos de resolución del mismo.14 En general, los estudios sobre conflictos por el agua tienden a presentar descripciones analíticas y densas sobre el contenido de material histórico y notas descriptivas sobre la evolución histórica de la disputa por el agua, sin prestar gran atención a la resolución del conflicto. Ciertamente, existe la probabilidad de que exista un conflicto intratable por los recursos hídricos, particularmente en zonas altamente vulnerables o marginadas, o donde el líquido escasea de manera alarmante, pero eso no significa que no existan mecanismos de resolución de las disputas. 

			Dos elementos importantes en la construcción de un recorte analítico para el estudio de conflicto intratable por el agua son la teoría del enmarcamiento15 y el análisis del grado de intratabilidad de una disputa.16 Basándonos en ellos, es posible determinar el estado de las pugnas por el agua y evaluar su grado de intratabilidad. Un tercer elemento del recorte analítico es el estudio de los modelos de reenmarcamiento, un método que puede aplicarse para la resolución de conflictos ambientales. Finalmente, hacia la conclusión del capítulo, propongo posibles formas de reenmarcar el conflicto: con la intención de que se pueda resolver de manera satisfactoria. Es importante resaltar que el debate continuado en los casos de pugna por el agua y la falta de resolución de manera satisfactoria es una característica implícita de los conflictos intratables, como indican Putnam y Wondolleck.

			Si bien en este capítulo no me enfoco en el estudio de casos en particular, sí establezco una metodología para la determinación de la intratabilidad del conflicto, y para establecer las posibles variables explicativas en la emergencia e intratabilidad y la influencia que cada una de éstas puede tener sobre el desenlace de cada caso. Un prerrequisito de la intratabilidad es que la pugna por el recurso hídrico permanezca en un estado álgido. Hay un buen número de conflictos por el agua en México que se encuentran en dichas condiciones, pero, por la brevedad de este trabajo, resulta imposible analizarlos todos. Con el capítulo pretendo primordialmente establecer una agenda de investigación sobre conflictos intratables por el agua en México y explorar nuevas aplicaciones de la teoría del enmarcamiento. 




			El agua como locus de conflicto 

			La compartición de recursos finitos por parte de actores heterogéneos y el consumo de recursos de acceso común (Common Pool Resources, o más recientemente, simplemente Commons) tales como los recursos pesqueros, el agua y los bosques involucran necesariamente interacciones entre diferentes actores, quienes pueden presentar conflictos por el uso de los recursos.17 Cada actor se preocupa de su bienestar (de acuerdo con la teoría de elección racional) y, por lo tanto, las decisiones que toma en materia de gobierno de los recursos son individuales, y privilegian su propio interés por encima del bienestar colectivo.18

			Para ser recursos de acceso común, se requiere que sean agotables (exhaustible) y que sea imposible la limitación del acceso al recurso (non-excludable). El agua cumple estos requisitos y, por ello, los conflictos por su disponibilidad del recurso se han incrementando con el tiempo, conforme ésta va disminuyendo en México. 

			Si bien en este capítulo no analizo guerras por el agua,19 el estudio que hace Katz de las variables que explican la emergencia de guerras por los recursos hídricos es interesante y pudiera explicar por qué surgen los conflictos por el agua:




			Las teorías basadas en la escasez de agua como un factor determinante único del conflicto ignoran otras variables importantes tales como las relaciones históricas entre las partes participantes en el conflicto, la posición del río o a lo largo del río, balance del poder (o asimetría, en su caso), gobernanza y las estructuras de toma de decisiones. Estos factores se han identificado como críticos tanto en la literatura sobre determinantes de la guerra en general, y conflicto por manejo de agua transfronterizo en particular.20

			


Hay que destacar que el carácter del agua como recurso de acceso común es precisamente la característica que hace más probable la existencia de un conflicto.21 Al tener una cantidad finita del recurso hídrico para su repartición entre un número de actores cada vez mayor, las negociaciones por una distribución equitativa pueden provocar pugnas por la asignación de un volumen mayor. 




			EL AGUA COMO LOCUS DE CONFLICTO EN LA ESCALA SUBNACIONAL EN MÉXICO


Existen casos en los que la compartición de un mismo cuerpo de agua, ya sea superficial (río, lago, laguna, arroyo) o subterráneo (acuífero) puede generar un conflicto por el acceso al recurso. Esos casos se pueden tratar analíticamente con la misma perspectiva que la extensa bibliografía sobre gobernanza de aguas transfronterizas,22 con la diferencia, sin embargo, que algunas de las fuentes causantes del conflicto por agua transfronterizo internacional no se presentan en la escala subnacional. En los casos referidos en el presente capítulo, apunto a disputas por compartición de cuerpos de agua de dos tipos: interestatales (entre diferentes Estados) e intermunicipales (entre diferentes ciudades). 

			Si bien hay numerosos casos de estudio sobre conflictividad por el agua en México, seleccionar algunos siempre resulta difícil, ya que cualquier metodología utilizada tendrá siempre un sesgo metodológico, empírico o del tipo de caso de estudio. Por lo anterior, en esta sección únicamente menciono algunos de los trabajos más recientes que se han publicado sobre conflictos por el agua en México.23 Uno de los más interesantes en fechas recientes ha sido el estudio del Sistema de Riego Tepetitlán en el Estado de México, ya que el conflicto es generado a partir de la transferencia de los distritos de riego a los usuarios en 1993 bajo la modalidad de unidad de riego.24 En este estudio empírico, Montes de Oca Hernández y colaboradores delimitan cuatro fases del conflicto: una asociada con el aumento de la cuota de riego; otra en la que el Estado se niega a bajar la cuota de riego; la tercera en la cual los usuarios piden la remoción de la asociación civil formal a cambio de una conformada por los regantes sin intervención del personal burocrático, y, finalmente, un enfrentamiento entre dos asociaciones civiles con títulos de concesión que siguió desde 2003 hasta 2010.25

			La ciudad de México como ámbito geográfico de estudio ha sido estudiada ampliamente,26 aunque un estudio particularmente interesante es el presentado por Felipe de Alba, quien desarrolla una tipología de acciones de protesta en la metrópoli de México.27 De Alba caracteriza los enfrentamientos de la siguiente forma: 




			a) Luchas defensivas por el agua.

			b) Luchas reivindicativas por el agua.

			c) Luchas políticas por el agua.

			d) Luchas de transformación de la gestión del agua.

			


Interesantemente, el trabajo de Felipe de Alba coincide con mi evaluación de la falta de estudios analíticos concretos sobre los conflictos por el agua en México. Esto demuestra que existe una necesidad substancial de la sistematización de lo que conocemos sobre conflictos por el agua en México, y yo en específico me enfoco primordialmente en conflictos intratables (los cuales detallaré en páginas subsecuentes). 

			Vázquez García es una de las contadas académicas que estudia agua desde una perspectiva de género, junto con Denise Soares, y también hace el énfasis necesario en los asuntos indígenas. En su trabajo sobre el sistema Cutzamala y el movimiento mazahua en defensa del agua, Vázquez García detalla el conflicto que surge a raíz de la inundación de 300 ha agrícolas por una presa del sistema Cutzamala. La movilización social inicia con una solicitud de indemnización, y articulando demandas en el proceso de negociación.28 Integrar factores de género y de indigeneidad es una tarea bastante complicada, y por lo mismo, hace más creíble la hipótesis de que casos que presenten estas dos variables pueden tener un grado de intratabilidad mayor. 

			Rojas detalla en su trabajo tres escenarios de conflicto y negociación política en torno al proyecto público de la presa de Arcediano. 29 Este proyecto pretendía abastecer a la ciudad de Guadalajara y su zona metropolitana de más agua mediante la construcción de una presa de 110 m de altura en la cortina para aportar 10 m3/s.30 Si bien Rojas no presenta un análisis detallado hasta la conclusión del proyecto (que terminó siendo cancelado de forma definitiva), sí detalla algunas de las razones por las cuales el conflicto se mantuvo en una etapa álgida, entre ellas las grandes divergencias en las posiciones de los diferentes actores en conflicto y la falta de coordinación entre los distintos niveles de gobierno. 




EL AGUA COMO LOCUS DE CONFLICTO EN CUENCAS TRANSFRONTERIZAS (MÉXICO-EUA Y MÉXICO-GUATEMALA-BELICE)


			El agua ha sido tradicionalmente objeto central de conflictos por su naturaleza de bien de uso común. Sin tener una respuesta definitiva sobre cuáles son los conflictos por el agua más comunes, es posible argumentar que gran parte de las problemáticas de compartición de recursos hídricos en cuencas transfronterizas originan conflictos.31 Por ejemplo, los casos analizados por Edith Kauffer Michel32 en la región transfronteriza del sur de México, en la cuenca del Suchiate, en la cuenca de la Candelaria y en la cuenca del Río Hondo son notables ya que, si bien la frontera norte del país y la gestión de los recursos hídricos transfronterizos han sido ampliamente estudiados en la bibliografía, poco es lo que sabemos sobre la dinámica sociopolítica al seno de estas cuencas. En su estudio, Olvera Alarcón y colaboradores indican que la cuenca del Río Hondo tiene territorio compartido entre tres países: México, Guatemala y Belice. Estos autores indican que se cuenta con escasa información sobre la concertación de la cooperación por el agua en la cuenca y las razones que impiden dicho proceso, si bien ellos indican que existen algunos factores que limitan la cooperación para la conservación del recurso hídrico.33 Su estudio de los factores que pueden provoca conflictos antrópicos en la cuenca del Río Hondo (al sureste de la península de Yucatán) demuestra que, entre otros, el deficiente papel institucional para la cooperación, las decisiones unilaterales no incluyentes de todos los otros actores de la cuenca (especialmente, los países), la falta de información fidedigna y comprensible y las asimetrías geopolíticas son factores de generación de conflicto por el agua.34

			La compartición de la frontera norte de México con los Estados Unidos de Norteamérica también ha originado conflictos por la compartición de recursos hídricos superficiales.35 Los casos más sonados son del río Bravo y río Grande,36 pero el caso de la gobernanza transfronteriza de aguas en la frontera México-Estados Unidos da mucho más que analizar que solamente éstos casos.37 La disputa por el agua transfronteriza entre México y Estados Unidos ha sido ampliamente estudiada, en particular porque representa un caso de estudio modelo de negociaciones por una deuda de transferencia del líquido. El Tratado de 1944 estableció que México debía pagar un adeudo a los Estados Unidos, específicamente el estado de Texas, por la compartición de recursos hídricos.38 El establecimiento de una organización coordinadora transfronteriza en 1944, la International Border Waters Commission, le permitió a estos países negociar un acuerdo, el Bi-National 1944 Treaty between Mexico and the United States for the Utilization of Waters of the Colorado and Tijuana Rivers and of the Rio Grande, cuyo propósito era asignar y administrar las aguas superficiales fronterizas en el borde Estados Unidos-México, especialmente del río Bravo y del río Grande, mediante una fórmula negociada entre ambos países.39

			El problema más grave en materia de gestión de recursos hídricos transfronterizos no es solamente el grado diferencial de capacidad instalada en cada país para la adecuada administración del agua, sino los grandes abismos en el ámbito regulatorio y de cumplimiento, así como las marcadas divergencias y disparidades entre las estructuras institucionales y su robustez inherente. Mientras que en los Estados Unidos de Norteamérica se puede pensar que existen leyes ambientales que gobiernan el agua de manera sustentable, puede ser que en México no haya ese mismo grado de solidez en el cumplimiento y el seguimiento de la implantación de leyes ambientales. Esas disparidades y divergencias solamente sirven para acentuar las problemáticas de compartición de los recursos hídricos, lo que contribuye, entonces, a la intratabilidad de un conflicto que ya es difícil de tratar. 




			¿Qué tanto sabemos sobre conflictos por el agua en México?

			Un problema grave con los estudios sobre conflictos por el agua en México publicados a la fecha en la bibliografía académica sobre el tema es que la mayor parte son descriptivos y no analíticos. Incluso en algunos el nivel de discusión se convierte en una ponderación y postulación acerca de la posible existencia del conflicto sin presentar en realidad evidencia empírica de la existencia de confrontaciones o movilizaciones sociales. Esto se vuelve aun más problemático cuando lo que se busca investigar es la fuente, causa o factores causales de los desacuerdos y disputas por el recurso hídrico. Otra dificultad relevante para determinar causales de conflicto por el agua en México es que la mayor parte de los estudios publicados son primordialmente en la escala municipal y de tipo caso de estudio o comparativo de baja N (donde el número de casos N es 1, 2 o 3 cuando mucho, lo cual no permite análisis sofisticados, ni cuantitativos ni de comparación por pares).

			La primera aproximación de un análisis cuantitativo de la distribución de conflictos por el agua en México es la que presentan Becerra, Sainz y Muñoz.40 Su análisis econométrico está aplicado a una base de datos de autoría y propiedad intelectual del Instituto Nacional de Ecología (ine), actualmente inecc, ya que se acaba de adscribir la sección sobre cambio climático, para enfatizar la inclusión reciente de México en el Programa Global del Carbono, con noticias en periódicos mexicanos de alta circulación. En su trabajo, Becerra, Sáinz y Muñoz no estudian per se las relaciones conflictivas entre diferentes poblaciones por el recurso hídrico, sino que evalúan mediante técnicas econométricas algunos factores causales en la creación o aceleración de conflictos. Si bien los resultados son bastante intuitivos, por ejemplo, los autores encuentran que existe una relación positiva entre la creación o la alza de tarifas y la emergencia de conflictos. Becerra y colaboradores manifiestan un asunto interesante: la imposición de tarifas puede dar lugar a conflictos, pero de la misma forma, sin un incentivo económico de tipo deterrent, es también probable que para reducir las pugnas por el agua, se puedan diseñar sistemas tarifarios y de precios de agua que eviten que se transforme el recurso hídrico en una mercancía41 y permitan la adecuada y justa distribución del líquido entre las partes en choque. 

			Un gran número de autores en español se han enfocado en el análisis de los conflictos del agua en México, aunque estos estudios son mayoritariamente en la escala subnacional y de tipo caso de estudio unitario (es decir, el número de casos N es 1, 2 o 3 cuando mucho, lo cual no permite análisis cuantitativos sofisticados). Por ejemplo, Talledos hace un recuento detallado de varias de las confrontaciones que ocurrieron en México entre 1960 y 1980, en relación con la construcción de la Presa Miguel Alemán en el estado de Oaxaca, donde se desplazarían 22 mil indígenas mazatecos.42

			Una de las regiones geográficas más estudiadas en los últimos años es la cuenca Lerma-Chapala. Sin embargo, a pesar de lo que se dice en la bibliografía sobre el tema, tanto popular como académica, poco es lo que se ha documentado en materia de conflictos al seno de la cuenca. Se ha escrito mucho sobre cómo la distribución del caudal del río Lerma-Santiago ha tenido gran impacto en la forma en la que se desarrollan las políticas públicas; se ha hablado de disputas entre los diferentes actores al seno de la cuenca, pero no se ha sistematizado la ocurrencia de dichas pugnas, excepción hecha de los trabajos de Pacheco-Vega, Cairé Martínez y Escobar. Los conflictos al seno de la cuenca Lerma-Chapala pueden resumirse en tres tipos:43




			a) Conflictos por la calidad del agua (upstream and downstream).

			b) Conflictos por la cantidad del agua (distribución equitativa).

			c) Conflictos por la representación al seno del Consejo de Cuenca Lerma-Chapala y los procesos decisorios.

			


Escobar presenta una descripción detallada sobre los actores, pero en su trabajo no presenta las posibles causales de conflicto al seno de la cuenca Lerma-Chapala.44 Por su parte, Cairé Martínez indica que los conflictos sociales que se presentan en la cuenca Lerma-Chapala están derivados de la escasez potencial del recurso, sobre todo debido a posibles problemas de acceso al recurso hídrico. Cairé también pone una nota precautoria en relación con el posible surgimiento de formas de ingobernabilidad en los 204 municipios de los cinco estados de la cuenca.45

			Curiosamente, los conflictos al seno de la cuenca Lerma-Chapala rara vez se manifiestan en la política de tratamiento de aguas residuales y saneamiento.46 De haber tenido algún impacto en la gobernanza de las aguas residuales, se hubiera notado en el diseño de nuevas políticas públicas para incrementar el saneamiento y lograr el cumplimiento de los Objetivos del Milenio, pero no es éste el caso. Esto nos obliga a pensar que tal vez no se le da la prioridad a éste tema como uno pudiera suponer. 

			Recientemente, a finales del 2012, Eric Mollard, Sergio Vargas y Alberto Guitrón editaron un libro sobre conflictos por el agua en México47 que, si bien no está disponible en este momento en versión impresa, sí puede accederse en formato electrónico. En este libro se conjuntan de nuevo un buen número de casos de estudio sobre disputas por el agua en México. El primer capítulo, escrito por Vargas y Mollard, describe algunas teorías de análisis del conflicto por el agua, pero el texto podría llegar más lejos del alcance que tiene en la versión publicada, ya que el resto del volumen es de nuevo una serie de casos de estudio descriptivos, que utilizan como hilo conductor el modelo de clasificación de conflictos propuesto por Vargas y colaboradores en 2010: se queda finalmente sin ofrecer un macroanálisis sintético de todos los casos. No obstante es una buena aportación al estudio ya que permite examinar de manera detallada los aspectos históricos, los actores involucrados en el conflicto, las razones por las cuales los conflictos emergieron, entre otros. La gran variedad de casos es una de las mejores contribuciones del volumen, examinando desde conflictos por expansión urbana en Huitzilac, Morelos, urbanización y conflictos por efluentes urbanos en San Luis Potosí, hasta confrontaciones por el agua por trasvases dentro de la cuenca del Cutzamala. Como bien notan Vargas, Mollard y Guitrón, un gran número de conflictos se generan por escasez, pero no es ésta la única razón. Como parte de los objetivos de este capítulo, establecí la formulación de un recorte analítico para el estudio de conflictos intratables por el agua. En la siguiente sección detallo los fundamentos teóricos del mismo a casos de estudio de disputas por el recurso hídrico en México. 




			Intratabilidad, Enmarcamiento y Reenmarcamiento (ier): hacia un marco integrado de estudio en la teoría de resolución de conflictos por el agua 

			¿Cómo podemos resolver disputas por distribución y asignación de volúmenes de recursos hídricos, cuando las pugnas tienen un grado de conflictividad alto y los diferentes actores no parecen desear que exista una resolución pacífica y saludable al conflicto? En esta sección propongo un recorte analítico en tres etapas: en primer lugar, sugiero comprender el grado de intratabilidad de la disputa. En segundo, propongo explorar la forma en la cual cada actor está enmarcando su situación en el contexto del conflicto. Y en tercer lugar, sugiero utilizar técnicas de reenmarcamiento para potencialmente resolver el enfrentamiento por el recurso hídrico; para hacer uso de este recorte analítico, en las siguientes tres secciones detallo cada uno de los elementos del mismo.




			Intratabilidad

			Lewicki y Gray dicen que un conflicto es intratable cuando permanece atascado en una controversia, amarrado en litigación y abrumado con tensiones que duran mucho tiempo y que desafían la resolución satisfactoria.48 Estos conflictos se caracterizan por ser muy intensos, por su perdurabilidad durante periodos largos de tiempo y por su falta de resolución mediante esfuerzos de construcción de consensos o por soluciones legales, administrativas y políticas.49 Existen diferentes definiciones de intratabilidad, así como un gran número de distinciones y de dimensiones de la misma. Como indican Putnam y Wondolleck, los conflictos intratables son complejos, difíciles de analizar y de determinar todas las características esenciales del conflicto: son intensos. 

			En secciones posteriores describo cómo una de las formas propuestas de resolver problemas de intratabilidad es el reenmarcamiento de la disputa.50 Sin embargo, es importante resaltar el punto que remarcan Putnam y Wondolleck en cuanto a la distinción de conflicto y disputa. En español no hacemos esta distinción, pero en inglés, se hace para poder establecer una línea de base de dónde partir. De acuerdo con estas autoras: “conflicto se refiere a las incompatibilidades fundamentales y subyacentes que dividen a las partes, mientras que una disputa es un episodio que se ve actualizado en asuntos y eventos específicos”.51 En el presente capítulo no hago distinción entre pugna, enfrentamiento, conflicto y disputa, con el objeto de diversificar la conversación. 

			Otra de las características primordiales de un conflicto intratable es la falta de resolución (o como otros autores denominan éste fenómeno, la durabilidad): la falta de resolución de una pugna por recursos naturales la hace substancialmente intratable.52 Una de las características de una disputa duradera es que puede reemerger, aún si los episodios de enfrontamiento son breves y distantes en el tiempo; es decir, que puede transcurrir muchos meses o incluso años antes de que se vuelva a dar una instancia de confrontación.

			Como menciono en párrafos anteriores, hay una gran diversidad de visiones sobre lo que define a un conflicto como intratable. Burgess y Burgess indican que “los conflictos intratables son aquellos que se encuentran en la frontera del campo: los conflictos que testarudamente eluden resolución, aun cuando se apliquen las mejores técnicas”.53 Para Marcia Caton Campbell hay varias características de intratabilidad de conflictos:54




			a) Conflicto fundamental y profundo.

			b) Duración y persistencia de la disputa.

			c) Desbalances y asimetrías en el poder.

			d) Alto grado de hostilidad y rigidez en las posiciones asumidas (intereses irreconciliables).

			e) Complejidad de los asultos a tratar.

			


Para Bar-Tal, los conflictos intratables se caracterizan por ser prolongados, irreconciliables, en ocasiones violentos, de naturaleza suma-cero (es decir, hay quienes ganan y quienes pierden en el conflicto, no hay situaciones de tipo ganar-ganar), centralizados, y en el que al menos una de las partes tiene un interés en continuarlo. Son también demandantes, estresantes, en ocasiones dolorosos, agotadores y costosos en términos materiales y humanos.55

			Putnam y Wondolleck sugieren que hay un espectro de intratabilidad (es decir, no es una variable dicotómica sino que hay un rango o grado de tratabilidad). Como se puede ver en la Figura 1, es al centro del espectro que encontramos a los problemas que tienen resolución. 




			Figura 1

			Espectro de intratabilidad
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Enmarcamiento

			Como bien indica Barbara Gray en su revisión de la literatura sobre enmarcamiento (framing),56 existe un gran número de definiciones sobre lo que constituye el enmarcamiento, el reenmarcamiento, y los marcos.57 Hay variaciones en la definición, desde la visión sociológica de David Snow que explica el enmarcamiento como una herramienta que los movimientos sociales utilizan para rediseñar el discurso alrededor del asunto que les interesa,58 hasta la versión más psicológica de Daniel Kahneman y Aaron Tversky59 que explican cómo las decisiones se estructuran y enmarcan dependiendo del contexto en el cual se toman.60




			Shmueli define el enmarcamiento como: “Un proceso cognitivo por el cual los individuos y grupos filtran sus percepciones, interpretaciones y comprensiones de situaciones complejas en formas que son consistentes con sus propias visiones del mundo (culturales, económicas, sociopolíticas, etcétera)”.61

			


En la mayor parte de las definiciones de marcos y de enmarcamiento se hace énfasis en los elementos de percepción y de organización (making sense of the world).62 De acuerdo con Gray, los marcos (frames) son utilizados para:




			a) Definir los asuntos de mayor relevancia.

			b) Establecer qué acción debe de ser tomada y por quién.

			c) Protegerse uno mismo. 

			d) Justificar una posición que se ha tomado con respecto a algún asunto.

			e) Movilizar a los individuos a tomar o abstenerse de tomar una acción con respecto a ciertos asuntos.

			


La mayor parte de la literatura sobre enmarcamiento, ya sea psicológica, sociológica o antropológica, define a los marcos como aquellos lentes a través de los cuales los individuos observan/captan/aprehenden el mundo, y toman decisiones en base a dichas percepciones.63 Cada individuo tiene un marco de referencia completamente distinto, y es por ello que el concepto de marco tiene una relevancia preponderante en el estudio de conflictos intratables (intractable conflicts),64 independientemente de si son disputas ambientales o no.65 

			El enmarcamiento debe considerarse una actividad cognitiva de los agentes que son parte en el conflicto.66 Durante el proceso de reconocimiento de la existencia de un conflicto, los agentes participantes tratan en primer lugar de explicar la emergencia del conflicto, para posteriormente tratar de comprehender su posición en el mismo y calcular la estrategia de resolución o de salida del conflicto, según los objetivos de quien participa en el proceso de negociación. Desde la perspectiva de un mediador, o de un tomador de decisiones en la política hidráulica, que busca la resolución de conflictos ambientales por el recurso hídrico, es importante comprender la perspectiva de cada uno de los actores involucrados en el conflicto.67 También es importante entender que bajo la perspectiva de reenmarcamiento puede haber o no una alineación perfecta de los marcos, lo cual puede o no afectar el grado de resolución de la pugna. En secciones subsecuentes discuto los procesos de reenmarcamiento.




			Reenmarcamiento

			La bibliografía sobre reenmarcamiento (o transformación del marco de referencia) no es precisamente nueva, pero sí representa un cambio en la forma en la cual pensamos acerca del manejo de conflictos intratables.68 En lugar de pretender que las disputas son insolubles, las teorías de reenmarcamiento argumentan que es posible modificar los marcos perceptuales de los individuos participantes en el conflicto. 

			Desde una perspectiva sociológica, el reenmarcamiento puede tener un carácter estratégico.69 Los marcos de referencia de diferentes individuos y afectados por el problema pueden ser substancialmente disímbolos.70 Al estar en conflicto unos marcos con otros generan situaciones de tensión y, posiblemente, disputas; ya que los actores en contienda pueden narrar historias diferentes con respecto de un conflicto y tener visiones contrapuestas del mismo:71 alinear los marcos de referencia resulta no solamente positivo para la resolución de la disputa, sino también para los actores individuales. 

			¿Cómo se resuelven los conflictos intratables? Ésta es la interrogante que numerosos académicos se han planteado y que hasta la actualidad no tiene una respuesta absoluta. Sin embargo, se han analizado suficientes casos y hay un volumen substancial de evidencia empírica sobre los factores que facilitan la resolución de conflictos intratables, no solamente por agua sino por otros recursos naturales o incluso no asociados con aspectos ambientales. A continuación detallo algunos de los factores y estrategias que otros investigadores han sugerido para la transformación del conflicto y su resolución.




			Cambio de ámbito de resolución

			En un estudio empírico de conflictos72 y sus locaciones o ámbitos de resolución (venues). Heikkila y Schlager encuentran que de 192 conflictos por agua en su análisis ninguno se resuelve en una sola locación (sus cuatro locaciones son: agencias, selección colectiva, mediación y cortes). Un hallazgo muy interesante de Heikkila y Schlager es que las cortes judiciales desempeñan un papel dominante en la resolución de conflictos por el agua, la cual es posiblemente una de las razones por las que más y más instancias de conflictos se están presentando ante el Tribunal Latinoamericano del Agua al escalar las discusiones más allá de simples cortes domésticas en el país. Ciertamente, como dicen Heikkila y Schlager, esto también puede ser resultado de la actitud más confrontacional en los Estados Unidos de Norteamérica. Sin embargo, de acuerdo con los casos documentados del Tribunal Latinoamericano del Agua, parece ser que la tendencia litigiosa y de confrontación ante juzgados está creciendo en México. 




			Comprensión de las posiciones emocionales de las partes en conflicto

			El agua no solamente tiene condiciones de recurso, sino que también tiene valores culturales y emocionales; incluso, en algunas poblaciones, es considerada sagrada. Por ende, el recurso tiene un valor inherente, mismo que las partes en conflicto pueden percibir como que se opone a sus percepciones individuales: resulta indispensable entender el papel de las emociones en el escalamiento de conflicto y en la resolución. En un estudio reciente sobre emociones en conflicto en bosques holandeses, Buijs y colaboradores remarcan el valor del análisis de marcos en el entendimiento de conflictos ambientales por el aprovechamiento de bosques.73 El valor que este tipo de investigación sobre emociones en conflictos intratables radica en la compresión de las posiciones emocionales de quienes se encuentran enfrentados en pugnas por recursos hídricos compartidos. 




			Reenmarcamiento divergente

			En un estudio sobre restauración de ríos, Emery, Perks y Bracken utilizan teoría de la cultura retórica para analizar un proceso de negociación de restauración del río Esk, en Inglaterra. Su hallazgo principal es relevante para este trabajo: en el caso de estudio, Emery y colaboradores demuestran que el consenso en torno a la decisión de restaurar el río Elk fue conseguido a través de un consenso de acción, pero con una divergencia de opinión; es decir, que los individuos participantes en las negociaciones reenmarcaron el problema de acuerdo con sus valores propios;74 pudieron estar en desacuerdo en cuanto a opinión, pero tenían alineados sus objetivos y trabajaron en conjunto para la resolución del conflicto.

			El reenmarcamiento no es una panacea ni podemos decir que será un modelo guía para la resolución de todas las pugnas por agua, pero sí representa una nueva forma de visualizar el problema y poder confrontar las partes. 




			Propuesta para aplicar el recorte analítico de Intratabilidad, Enmarcamiento y Reenmarcamiento (ier) para el estudio de conflictos intratables por el agua en México

			Es poco lo que se ha escrito en México en materia de resolución de los conflictos por agua, aun cuando hay algunas pocas publicaciones al respecto. Destaca la Guía para la construcción de consensos en la gestión integrada del agua,75 pero fuera de dicha guía, la mayor parte de la bibliografía se enfoca en describir la existencia de conflictos.

			En esta sección propongo un recorte analítico para el estudio de conflictos por el agua que resulten ser aparentemente intratables a priori. La metodología propuesta es como se indica: 




			a) Determinar si el conflicto cumple con las características de intratabilidad propuestas en la sección anterior.

			b) Establecer los marcos perceptuales de cada actor involucrado en el conflicto. 

			c) Determinar posible formas de reenmarcamiento que pudieran dar lugar a una solución viable al conflicto.

			


Tabla 1

			Aplicación del recorte analítico Intratabilidad, Enmarcamiento y Reenmarcamiento (ier) al estudio de conflictos por el agua en México.76
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Mi propuesta es que las celdas de la Tabla 1 se llenen con la información de cada caso según el número de los mismos. En la Tabla 2 propongo un esquema comparativo para agregar algunos componentes adicionales al análisis. Es importante, sobre todo en casos comparativos, comparar elementos contextuales, como la población afectada, las posiciones de los diferentes actores, el tiempo que el conflicto ha tardado en resolverse y algunos otros que pudieran fortalecer las posibilidades de resolución satisfactoria del conflicto.

			


Tabla 2

			Información relevante complementaria para un estudio comparativo de conflictos por el agua en México.77
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Mi propuesta es que el analista de los enfrentamientos utilice las Tablas 1 y 2 como un recorte analítico que le permita entender en mayor detalle la situación de los conflictos por el agua en México. También propongo que el analista se enfoque en utilizar el recorte analítico para establecer posibles alineamientos de marcos o modalidades de reenmarcamiento. Finalmente, propongo que en el reporte del estudio realizado sobre el conflicto se exploren posibles asimetrías y desbalances de poder, y se calibren nuevas formas de enmarcar la pugna por el recurso hídrico. 




			Conclusión

			Hacia una agenda de investigación sobre conflictos intratables por el agua en México

			El agua continúa siendo una fuente de conflicto político que, en ocasiones, se torna incluso violento. Su calidad de recurso natural se ha ido transformando, hasta que ha llegado a ser un recurso político. Si bien no tenemos todavía evidencia empírica de la existencia de guerras explícitamente por agua, hay un gran número de conflictos ya documentados. Eso no significa que sean guerras por el agua78 (únicamente una instancia que ocurrió hace más de ٤,٥٠٠ años ha sido documentada hasta hoy día), sino que son conflictos de alto grado de polarización. Aun si el prospecto de la existencia de guerras por el agua parece exagerado y distante, es importante buscar maneras para resolver conflictos por recursos naturales, y, de manera muy específica, por el agua. 

			Ciertamente, como indicant Heikkila y Schlager, la mayor parte de la bibliografía sobre resolucion de conflictos ambientales en los Estados Unidos se centra en estudios sobre facilitación y mediación, específicamente estudios empíricos evaluando el proceso y el desempeño de mediadores en contextos organizacionales específicos o en relación con un tipo particular de conflicto. Es cierto también que mucho del trabajo empírico sobre mediación y resolución alternativa de conflictos está fundamentada en una extensa bibliografía normativa sobre mediación y mejores prácticas.79 Realmente hay pocos estudios empíricos del surgimiento y evolución de los conflictos y mucho escrito sobre cómo debería ser resuelto el conflicto. La exploración de las trayectorias sociales e institucionales de los conflictos ha sido estudiada por muy pocos académicos y aún es un poco preocupante que haya tan poca bibliografía sobre el surgimiento de conflictos que realmente expliquen los factores contextuales de evolución de las disputas. 

			El objetivo de este capítulo era sistematizar los conceptos de Intratabilidad, Enmarcamiento y Reenmarcamiento en una metodología para analizar conflictos por el agua en México. Como mostré, estos conceptos pueden ayudar a comprender los elementos del problema que generan conflictividad, los factores contextuales que originan las posiciones que posteriormente se encuentran en contraposición y las características que hacen único a cada caso. La propuesta de aplicación de ier no ha sido presentada anteriormente en esta forma; por lo tanto, el capítulo ofrece una contribución empírica mediante la propuesta de formas de explorar las disputas por los recursos hídricos en México, así como un aporte teórico a la síntesis de marcos conceptuales que pudieran de primera mano parecer antagónicos. 

			Los conflictos pueden variar dependiendo de las ideologías y modelos organizacionales de los participantes:80 los asuntos a discutir (por ejemplo, si son tópicos de alta prioridad en aspectos ambientales y de salud humana), los niveles de acuerdo o desacuerdo entre los agentes en conflicto y los ámbitos de resolución de los mismos. 

			El ámbito de resolución es particularmente importante ya que de éste depende si los agentes pueden resolver el conflicto usando mediación o si se requiere de otras avenidas para la solución.81 Los ámbitos de resolución (foros, avenidas) son relevantes porque pueden influir en cómo se resuelve el conflicto: diferentes actores seleccionan diversas avenidas para resolver su conflicto. Habrá quienes consideren que pueden resolver sus diferencias en un entorno que no represente una confrontación directa (como una sala de mediación), incluso en sus propias casas o en un foro de discusión. 

			La agenda de investigación en materia de conflictos por el agua en México es muy grande y ambiciosa, y el número de casos mexicanos en donde se podrían obtener datos empíricos para probar el grado de robustez del recorte analítico presentado en este capítulo es bastante grande, por lo cual la agenda de investigación está establecida, sólo falta continuar con estos estudios. Este capítulo representa una primera aportación. 
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relacionados con el liquido: su manejo, sus usos y su ges-
tién. Se trata de un libro polémico: para algunos podria
ser dificil estar de acuerdo con todas las visiones, pero es
mas dificil no comprender que se trata de una compleji-
dad que requiere, cada vez mas, de miradas acordes a
esta realidad, ya que cambia vertiginosamente hacia es-

cenarios de incertidumbre.,

Estudiar el agua es entrar en uno de los debates contem-
poraneos que abogan, en diferentes foros e instituciones,
por nuestro futuro y por su sustentabilidad: hacer viable
al serhumano al prever fallas y consecuencias; hacer sus-
tentable a lasociedad al prepararla para sus necesidades
y carencias; hacer al gobierno ecolégicamente eficiente
para atender la multiplicidad de retos que enfrenta por
los disturbios de no concebir a la naturaleza como parte

de nuestro todo.

¢Qué nuevas relaciones y nuevos procesos estan crean-
do los conflictos por el agua? Con las contribuciones de
autores de diferentes universidades, este libro presenta
enfoques diversos para intentar dar respuesta a esta pre-
gunta fundamental. Con ese objetivo, el libro sera segu-

ramente una referencia obligada en los afios venideros.
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Fecha de inicio: el Congreso
local aprueba la concesion
el 25 de enero de 1993, el
contrato se firma el 21 de
octubre de 1993.

Duracién: 20 afios.

Compromiso de inversién en
infraestructura.

Fijacién de las tarifas a

partir de la utilidad o
beneficio razonable del
concesionario, con la
aprobacién del organismo
operador municipal ccapama.
Incremento de tarifas de mas

del 100%.

La concesionaria puede
sancionar a usuarios morosos
aplicando recargos.

Fecha de inicio: el contrato se
firma en diciembre de 1992,
aasa se hace cargo del servicio
el 1 de mayo de 1993.

Duracién: 30 afios.

Compromiso de inversién en
infraestructura.

Alinicio de la concesion se
mantuvo la estructura tarifaria
previamente existente,
aplicando un factor K que se
ajustarfa cada cinco afos.

La empresa se obliga a medir
el consumo no residencial,
siendo opcional la medicion
del consumo domeéstico.
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